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El Perú republicano heredó del pasado virreinal la estructura familiar fundada en la 
indisolubilidad del vínculo matrimonial. Sin embargo, los años que corren a fines del siglo 
XIX e inicios del XX ven aparecer nuevas ideas –principalmente el positivismo–, y nuevas 
situaciones –como la mayor presencia de ciudadanos extranjeros que profesaban creencias 
distintas a la católica–, propiciando una serie de cambios que iban a afectar a la misma 
configuración del matrimonio, con la propuesta de implantar el matrimonio civil para todos 
los peruanos, así como la introducción del divorcio en la legislación nacional. La propuesta 
del divorcio generó fuertes debates en razón de que se afectaba profundamente a la familia, 
expresándose dos grupos tradicionalmente enfrentados: liberales vs conservadores. La ciudad 
de Arequipa, protagonista de los principales acontecimientos nacionales, participó 
activamente en la discusión. El presente trabajo busca dar a conocer la postura de dos 
importantes periódicos de la ciudad del Misti: «El Deber» y «El Derecho». En el caso del 
primero, representando una defensa acérrima de la naturaleza indisoluble del matrimonio; y 
en cuanto al segundo, asumiendo la promoción e implantación del divorcio en el país. Este 
estudio nos permitirá conocer la dinámica producción intelectual de Arequipa expresada en la 
prensa durante las primeras décadas del siglo XX, y su marcado compromiso con la realidad 
nacional.   
 
ABSTRACT 
In republican times, Peru inherited from the viceregal period, the family structure 
founded on the indissolubility of the marriage bond. However, the time that goes from the end 
of the nineteenth century to the early twentieth century, witnessed the appearance of new 
ideas –mainly positivism–, and new circumstances –the increased presence of foreigners with 
views beliefs that differed from the Catholic faith. This brought about a series of changes that 
were going to impact upon the configuration of marriage itself, with the proposal of 
establishing civil marriage for everybody, as well introducing divorce in Peruvian law. The 
proposal to make divorce possible in Peru resulted in strong debates, because it profoundly 
affected the family. Opposing views came from two groups which were traditionally in 
confrontation: liberals and conservatives. The city of Arequipa, present as always in national 
events, took active part in the public debate. This study researches the views of two important 
local Arequipa journals: «El Deber» and «El Derecho». The first rejected divorce, strongly 
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defending the indissolubility of marriage; the second supported the promotion and 
establishment of divorce in Peru. This study shows the vibrant intellectual production in 
Arequipa during the first decades of the twentieth century, expressed through the press, as 


































«Adaptable al país es el divorcio por la sencilla razón de existir en el país, como en cualquier 
otro, los motivos generadores de la ruptura matrimonial, las situaciones  
de hecho que ésta produce i el cortejo de males que de ella se derivan» 
El Derecho, Año V, T. V, N° 40, setiembre de 1918 
 
«Desde el momento q’ [sic.] a los cónyuges se les abra de par en par la puerta  
para destruir el vínculo que los une, comenzarán las sospechas, las desconfianzas  
y la infelicidad con todos sus horrores en la mansión del hogar» 
El Deber, 15 de octubre de 1918 
 
La investigación que se presenta a continuación tiene por objetivo dar a conocer el debate 
que se desarrolló en la ciudad de Arequipa en relación a la aprobación del divorcio en el Perú 
tomando como fuentes dos importantes medios de prensa escritos: el diario «El Deber» y la 
revista «El Derecho», representando, ambos periódicos, dos aproximaciones al asunto 
marcadamente opuestas y enfrentadas. Se ha fijado como marco temporal el periodo que 
abarca los años 1918, en que se aprobó, desde el Senado, un Proyecto de Ley sobre 
matrimonio civil y divorcio, y 1930, año en que se implantó la legalización definitiva del 
divorcio absoluto aprobado por la Junta Militar de Gobierno presidida por Luis Miguel 
Sánchez Cerro. 
A fines del siglo XIX e inicios del XX el Perú atravesó un proceso de modernización que 
tuvo consecuencias profundas en la configuración de la realidad nacional. Este proceso 
significó la mayor presencia del Estado peruano en la vida de los ciudadanos. Junto a esta 
modernización estaba dándose también en nuestro país, como venía sucediendo en otras 
partes del continente y del mundo occidental en general, otro proceso conocido como de 
secularización, en el que se fue cuestionando y despojando a la Iglesia Católica de ciertas 
facultades que ostentaba, y que habían sido heredadas de tiempos coloniales. Estos cambios 
afectaron no pocas realidades como lo fue el caso del matrimonio mediante la entrada en 
nuestro país del matrimonio civil, y la consecuente aprobación del divorcio a través de un 
decreto ley dado el año 1930. La propuesta de implantar el divorcio en el Perú propició 
encendidos debates a nivel nacional, desde distintos escenarios públicos, siendo la prensa una 
especial tribuna tanto para la defensa del matrimonio canónico y su correspondiente 




La ciudad de Arequipa se constituyó, en el cambio de siglo, en foco de un importante 
dinamismo intelectual que podemos apreciar en su numerosa producción periodística,1 
asumiendo, muchas de estas publicaciones, una posición ideológica o política claramente 
definida. En consecuencia, la prensa local arequipeña no fue ajena al debate en relación al 
divorcio, en la que sobresalió la postura conservadora de defensa del matrimonio tradicional 
en las páginas del diario «El Deber», vocero de la Iglesia Católica en la ciudad, que se 
enfrentó a la posición liberal fuertemente representada en la revista «El Derecho» en la que se 
ha de destacar la importante figura de Francisco Mostajo. 
Pretendemos analizar las argumentaciones de ambas partes fijando, en primer lugar, 
como marco temporal de los acontecimientos, los años 1918 –fecha en la que precisamente el 
senador por la ciudad de Arequipa, el doctor Mariano Lino Urquieta, presentó un proyecto de 
ley sobre divorcio que fue aprobado por la Cámara de Senadores–, y 1930 –en que la Junta 
Militar de Gobierno presidida por el comandante Luis M. Sánchez Cerro estableció de manera 
definitiva el divorcio absoluto2–.  
Señalamos la relevancia del diario «El Deber», ya que fue uno de los periódicos que 
dominó el panorama de la prensa del sur del país por más de medio siglo. Había sido fundado 
el 3 de octubre de 1890, convirtiéndose en uno de los diarios de más larga duración en 
Arequipa. Dada su marcada línea eclesial, fue por ello el periódico más atacado por la prensa 
liberal arequipeña, en un enfrentamiento polarizado entre liberales y católicos conservadores. 
En referencia a la revista «El Derecho», de publicación mensual y en algunas ocasiones 
bimensual, vio su aparición el 1 de julio de 1914 como vocero escrito del Colegio de 
Abogados de Arequipa, que había sido recientemente fundado en 1911. Tuvo una dinámica 
actuación en el desarrollo de cuestiones jurídicas, y, de manera especial en los años que 
estudiamos, destacó como un foco ideológico del pensamiento liberal sobresaliendo como ya 
mencionáramos Francisco Mostajo, personaje clave en la promoción y dirección de las ideas 
expresadas en esta revista. 
Desde estos enfoques se analizará el debate arequipeño en torno al divorcio, considerando 
a la prensa como un indicador de un proceso mayor de cambio social, político, cultural, que se 
                                                          
1 Guillemette Martin ha consignado las publicaciones aparecidas en Arequipa entre los años 1890 y 1930, siendo 
un total de 139 periódicos, en: Cuarenta años de producción periodística en Arequipa (1890-1930), Un 
acercamiento al dinamismo intelectual arequipeño en el cambio de siglo, Revista Historia, N° 9, UNSA, 
Arequipa 2010, pp. 104-105. 
2 Algunos autores utilizan la expresión «divorcio absoluto» o «divorcio vincular», debido a que antes de la 
aprobación del divorcio en 1930 se entendía a la figura de la separación de cuerpos como un «divorcio relativo», 
es decir, podía darse la separación de los cónyuges sin la disolución del vínculo matrimonial.  
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venía dando en el ámbito local y nacional. El estudio que se realiza sobre la prensa escrita nos 
remite a opiniones, representaciones culturales y políticas, tomas de postura frente a temas 
discutidos, etc., todo lo cual nos ayuda a ilustrar un aspecto de la sociedad arequipeña que 
consideramos relevante y que en palabras de Antero Peralta se presenta como una paradoja, 
en cuanto que este autor indicaba que el pueblo de Arequipa, excitado por las arengas 
candentes de los radicales Francisco Mostajo, Lino Urquieta, etc., «… apedreaban la catedral 
y demás templos a las 4 de la tarde; pero, ¡oh, colmo de paradojas!, doce horas después el 
pueblo oía contrito la misa de 4».3 Esta cita ejemplifica ese rasgo religioso católico de la 
población, tan arraigado en la ciudad del sur del país, pero en el que también comienzan a 
convivir posiciones políticas o ideológicas radicalmente contrarias a las defendidas por la 
Iglesia o los grupos conservadores. 
Para proceder con nuestra investigación recurrimos a lo que la Historia Cultural y la 
Nueva Historia Cultural han aportado a los estudios históricos de las últimas décadas. 4 Nos 
aproximamos al problema de la aprobación legal del divorcio en el Perú desde la perspectiva 
de dos periódicos de la provincia sureña de Arequipa. Esto es importante porque vemos que 
siendo el Perú un país fuertemente centralista, tiene en la ciudad de Arequipa un actor clave 
de su historia que ha reclamado siempre un rol protagónico en el curso de los acontecimientos 
nacionales. Analizar lo escrito por ambos periódicos sacará a la luz que había una mirada a los 
problemas del país no limitados únicamente a lo local o regional, sino que precisamente se 
abarcaba a toda la nación.  
Para analizar las fuentes nos guía la perspectiva del historiador británico Peter Burke 
cuando señala que «(…) los historiadores culturales necesitan practicar la crítica de las 
fuentes, preguntándose por qué llegó a existir un determinado texto o imagen; si tenía como 
propósito, por ejemplo, persuadir a los espectadores para que emprendiesen un determinado 
curso de acción».5  También resulta especialmente iluminador el interesante debate entre 
Pierrre Bourdieu y Roger Chartier sobre «La lectura: una práctica cultural», donde el primero 
de los autores afirmaba: «(…) el hecho de que los textos, cualesquiera que sea, cuando se los 
                                                          
3 Peralta Vásquez, Antero, Trasfondo filosófico de la evolución del Derecho en Arequipa, Discurso leído ante el 
Congreso de Abogados en agosto de 1961, Humanitas, Universidad Nacional de San Agustín, Facultad de 
Letras, Arequipa 1963, pp. 29-30. 
4 Los autores y obras que guían nuestra investigación son: Burke, Peter, ¿Qué es la historia cultural?, Paidós, 
Barcelona 2006; Burke, Peter (ed.) Formas de hacer Historia, Alianza Universidad, Madrid 1993; Prácticas de 
la Lectura, bajo la dirección de Roger Chartier, Plural Editores, La Paz 2002; y Chartier, Roger, El Mundo como 
Representación, Estudios sobre historia cultural, Gedisa Editorial, Barcelona 1992.        
5 Burke, Peter, ¿Qué es la historia cultural?, loc. cit., p. 36.  
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interroga ya no solamente como textos, transmiten una información sobre su modo de uso. 
(…) la división en párrafos podía ser muy reveladora de la intención de difusión: un texto con 
párrafos largos está dirigido a un público más selecto que un texto dividido en párrafos 
cortos».6 Este ejemplo nos permite, adelantándonos a lo que se expondrá más adelante, a 
considerar que «El Derecho» estaría dentro de ese primer tipo de texto (con párrafos largos), 
mientras que «El Deber», dentro del segundo (texto dividido en párrafos cortos), y, en 
consecuencia, el público lector era distinto en cada caso.  
Lo que se procura hacer es colocar estas ideas enfrentadas en torno al divorcio en su 
contexto cultural. Interesa por ello investigar quiénes eran los autores que escribían en los 
periódicos estudiados, qué hacían al escribir sus artículos publicados en la prensa, qué 
finalidad perseguían, quiénes los leían, etc. Asimismo, buscamos centrarnos en las palabras 
como acciones en un contexto político, social, intelectual, y hasta religioso, siguiendo en esto 
la contribución de Quentin Skinner en su obra «Los fundamentos del pensamiento político 
moderno»:7 
Skinner afirma que una de las tareas fundamentales de todo historiador de las ideas es 
la reconstrucción del contexto intelectual en el que vivían inmersos los autores cuyas 
obras se analizan. […] Skinner considera inútil buscar descripciones unívocas o 
sistemas totalmente coherentes ya que, según él, todo texto surge en un determinado 
contexto intelectual en cuyo seno no deja de ser un argumento a favor o en contra de 
otro texto, otro autor u otra corriente de pensamiento. Esto convierte la tarea del 
historiador/hermeneuta en algo cercano a una “arqueología de los textos”, a través de 
la cual redescubrir los lenguajes del debate político del momento […]. 
El centrarse en los significados supone dotar a las palabras de la consideración de 
“actos”, pues quien utiliza en un debate intelectual las herramientas lingüísticas a su 
alcance, de hecho “hace algo”, actúa, o más bien inter-actúa, desde el seno de las 
convenciones que dotan de significado a las palabras y los discursos.8 
Respecto al divorcio, en cuanto a su estudio, no puede dejarse de lado la vinculación con 
el matrimonio civil, y sobre ambas figuras, la posición de la Iglesia Católica. Durante el 
periodo colonial muchas instituciones se encontraban en estrecha relación con la Iglesia, y en 
muchos casos dependían de ella directamente. Hablando del matrimonio, se entendía y 
regulaba éste en sentido canónico, religioso. En el periodo republicano las relaciones Iglesia-
Estado se van perfilando de distinta manera, a veces de forma pacífica, otras con debates 
encendidos, y algunas llegando a situaciones hostiles. Centrando nuestro estudio en el 
                                                          
6 Este debate aparece en el libro Práctica de la lectura, bajo la dirección de Roger Chartier, loc. cit., p. 204. 
7 Burke, Peter, ob. cit., p. 115. 
8 Chaparro, Sandra. Reseña de las obras completas de Quentin Skinner, Foro Interno. Anuario de Teoría Política, 
N° 5, Publicaciones Universidad Complutense de Madrid, 2005, pp. 115-116. 
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divorcio, notamos una línea que avanza en ese sentido de laicalización del Estado: aprobación 
del matrimonio civil para los no católicos, la tolerancia de cultos, la aprobación del 
matrimonio civil para todos y del divorcio absoluto, etc.  
Anotamos que el trabajo del abogado arequipeño Mario Rommel Arce Espinoza, «El 
matrimonio peruano. Del estado confesional al estado laico (1821 - 2015)», aporta en la 
comprensión de lo indicado en el párrafo anterior. El autor presenta un recorrido sucinto del 
matrimonio en el Perú Republicano señalando las etapas por las que atraviesa esta institución 
desde la consideración del matrimonio canónico pasando por la instauración del matrimonio 
civil y del divorcio absoluto. En dicho estudio se indica la postura liberal de la revista «El 
Derecho», sin mencionar en las referencias bibliográficas a «El Deber». Por tal motivo, 
nuestro trabajo ofrece un importante aporte al dar a conocer las opiniones opuestas de ambos 
periódicos, mostrando así que se dio un interesante debate en torno al divorcio en la ciudad de 
Arequipa, y sacando a la luz esa contradicción fundamental y constitutiva de la identidad 
arequipeña, a la que hiciéramos mención líneas arriba en palabras de Antero Peralta Vásquez.   
Previamente al análisis de las fuentes es necesario conocer el contexto en el que se 
desarrolló el debate mismo sobre el divorcio a nivel nacional. Debemos señalar el contexto 
socio-político en el Perú de las primeras décadas del siglo XX y más específicamente lo que 
ocurría en la propia ciudad del sur del país. También es relevante entender la relación del 
Estado con la Iglesia durante esos años, porque en muchas de estas discusiones entra en juego 
el rol que la Iglesia católica había cumplido y estaba cumpliendo en el Perú, muchos llegando 
a considerar incluso la aprobación del divorcio no sólo como un ataque a la familia 
tradicionalmente concebido, sino sobre todo como un ataque a la Iglesia. Finalmente, 
trataremos en la primera parte la propia problemática en torno al divorcio, que va de la mano 
con la aprobación del matrimonio civil. 
En el segundo capítulo se expondrá el debate en relación al divorcio en la prensa de 
Arequipa, para lo cual presentaremos los periódicos «El Deber» y «El Derecho». 
Mostraremos un breve perfil de sus directores y redactores, así como de sus lectores, para 
luego detenernos en la posición ideológica que tuvo cada uno. Una vez conocidos estos 
aspectos, se analizará los argumentos de cada lado en cuanto al divorcio se refiere, los 
mismos que se presentaron en frontal oposición, sin llegar a tener puntos en común o de 
diálogo. Los argumentos de ambas partes se presentaron en más de una ocasión como ataque 
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hacia la posición del contrario. Todo esto nos permitirá también apreciar si se trataban de 
argumentaciones apologéticas, morales, religiosas o pragmáticas en algunos casos. 
Finalmente, en la última sección nos detendremos a analizar con mayor detalle qué temas 
fueron los particularmente discutidos por los dos periódicos. Se verá, por ejemplo, si la 
pretendida implantación del divorcio contravenía a la constitución vigente, o si era oportuna 
la norma en esos años teniendo en cuenta la realidad social, o cuál sería la situación de la 
mujer y de los hijos al romperse el vínculo matrimonial. Luego de considerar estos puntos, 
también se mencionará qué temas no fueron tratados por «El Deber» y «El Derecho» en sus 
argumentaciones, puntos no menores que a nuestro entender reafirman los objetivos y la 


























I. LA CUESTIÓN DEL DIVORCIO EN EL PERÚ EN LAS PRIMERAS DÉCADAS 
DEL SIGLO XX (1918-1930) 
Diversos autores coinciden en considerar las primeras décadas del siglo XX de gran 
relevancia para la configuración de la realidad peruana contemporánea. La derrota sufrida 
contra Chile en la denominada Guerra del Pacífico (1879-1883) llevó a que en el país se 
levantaran voces cuestionando la actuación de la clase dirigente, sumida en disputas internas 
que no favorecieron la unidad en tiempos del conflicto bélico. La reconstrucción nacional 
implicó asumir nuevos caminos para reactivar la economía, y hacer esfuerzos conjuntos por 
mantener un orden en el gobierno, esperando recuperar el país de la crisis en que se 
encontraba. Todo esto fue sucediendo junto a importantes cambios sociales y culturales que 
han dejado un legado perceptible hasta el presente.9 
En los últimos años del siglo XIX, durante el gobierno de Nicolás de Piérola (1895-1899), 
se inició un período en nuestra historia nacional comúnmente llamado «República 
Aristocrática»10 (1895-1919). Esta etapa se caracterizó por la prosperidad económica, la 
estabilidad política y una relativa paz social, perfilándose como tres pilares que contribuyeron 
a moldear el rostro general del Perú.11 Las condiciones se fueron presentando para este tiempo 
de reconstrucción en el que fueron elegidos constitucionalmente para gobernar el país, 
miembros del Partido Civil, el cual, habiéndose fundado a mediados del siglo XIX, asumió la 
tarea de dirigir la nación en los años de la posguerra, contribuyendo a preservar el 
ordenamiento político del Perú. Hubo una evolución favorable de la economía mundial que 
nuestros gobernantes supieron aprovechar permitiendo la entrada al país de capitales 
extranjeros, y los mismos «líderes civilistas reconstruyeron su poder económico y político 
como parte de la élite costeña que gozaba de legitimidad, prestigio y reconocimiento en el 
resto de la sociedad».12 
                                                          
9 Contreras, Carlos y Marcos Cueto, Historia del Perú Contemporáneo. Desde las luchas por la independencia 
hasta el presente, 5° Ed., IEP, PUCP, CIUP, Lima 2013, p. 206. 
10 Algunos autores, sin embargo, discrepan con esta denominación: «Alfonso Quiroz ha discutido, por ejemplo, 
el calificativo de “República Aristocrática” de Jorge Basadre, señalando que la clase dominante del Perú de 1900 
compartía ideales y orígenes más bien burgueses que aristocráticos. Alejados del espíritu rentista y de culto al 
honor propios de la aristocracia colonial, sus hombres se embarcaron en negocios bursátiles, financieros y 
comerciales. Adoptaron el positivismo científico, criticando el humanismo literario percibido como herencia de 
la dominación española, y aceptaron el riesgo de actividades innovadoras en el terreno económico, lo que 
parecería una práctica alejada de un espíritu aristocrático». En: Contreras, Carlos y Marcos Cueto, ob. cit., 
p. 206. 
11 Palacios Rodríguez, Raúl, Redes de poder en el Perú y América Latina 1890-1930, Fondo de Desarrollo 
Editorial, Universidad de Lima, Lima 2004, pp. 208-209. 
12 Contreras, Carlos y Marcos Cueto, ob. cit., p. 207. 
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Desde el Estado se impulsó un conjunto de políticas para recuperar el país 
modernizándolo. Juan Fonseca afirma: «Piérola estableció renovadas bases para un estado 
moderno implementando una serie de medidas encaminadas a ese fin. […] Durante todo este 
período, denominado por Basadre como la “República Aristocrática”, se acentuó el proceso 
de modernización tradicional llevado adelante por los sectores dominantes».13 En la misma 
línea, Gonzalo Portocarrero considera que «para los elementos dirigentes de la República 
Aristocrática era obvio que el Perú era parte de la civilización occidental y que el progreso no 
era más que el proceso a través del cual nuestra sociedad se asemejaría más y más al modelo 
representado por las sociedades más avanzadas de Europa y Estados Unidos».14 Anotamos 
estos dos comentarios porque manifiestan el afán de modernizar el Perú que estuvo presente 
en las políticas gubernamentales, con la idea de progreso como motor, para insertar al país en 
una dinámica que el mundo moderno occidental impulsaba. Son los inicios del Perú moderno, 
caracterizado por una economía que prioriza el modelo exportador, siguiendo nuestro país un 
proceso semejante a lo que venía sucediendo en los demás países de la región.15 Recordemos 
que para esos años España ya no era el referente europeo de los países latinoamericanos, 
habiendo perdido definitivamente su presencia en el continente el año 1898, cuando perdió su 
dominio en Cuba. Francia e Inglaterra se convirtieron en los modelos occidentales a seguir 
porque estaban a la vanguardia de la modernización capitalista, papel que también fue 
asumiendo Estados Unidos. 
Este proceso de modernización nacional afectó diversos aspectos de la realidad social. Fue 
un tiempo en que el Perú se abrió al mundo, las exportaciones aumentaron y el número de 
inmigrantes europeos y norteamericanos de la misma manera. Nuevas ideas dominaron los 
ambientes culturales, siendo el positivismo la corriente en boga en las universidades; y se 
erigieron pensadores de la relevancia de José Carlos Mariátegui y Víctor Andrés Belaúnde. Se 
impulsaron reformas sociales en el ámbito laboral fijándose la jornada de trabajo de ocho 
horas. La relación del Estado con la Iglesia Católica, generalmente tan estrecha, presentó 
también nuevos desafíos, debido a las cada vez mayores funciones que el Estado peruano se 
arrogaba, proceso común en muchos países europeos y latinoamericanos, lo cual dejaba sentir 
sus efectos en el rol que la Iglesia cumplía en la sociedad. Hubo también una mayor presencia 
                                                          
13 Fonseca Ariza, Juan, Misioneros y civilizadores, Protestantismo y modernización en el Perú (1915-1930), 
Fondo Editorial PUCP, Lima 2002, p. 59. 
14 Portocarrero, Gonzalo, Ideologías, funciones del Estado y políticas económicas, Perú 1900-1980, Debates en 
Sociología, (9), 2013, p. 8. 




de grupos extranjeros protestantes, así como la recepción de nuevas ideas como el referido 
positivismo y el influjo del socialismo y comunismo. Todo esto tuvo repercusiones en el 
aparato jurídico, como podremos desarrollar más adelante, en cuanto que se produjeron 
modificaciones legislativas de trascendencia como la aprobación del matrimonio para los no 
católicos en 1896, la tolerancia de cultos en 1915 y la implantación del matrimonio civil y 
divorcio absoluto en 1930. 
 
1.1. CONTEXTO POLÍTICO: FIN DE LA REPÚBLICA ARISTOCRÁTICA Y EL 
ONCENIO DE LEGUÍA 
La elección de José Pardo y Barreda para un segundo periodo presidencial significó la 
conclusión del régimen civilista en el gobierno del Perú. Pardo hizo esfuerzos en mantener el 
estado constitucional y seguir favoreciendo el crecimiento económico. Sin embargo, no todos 
los sectores sociales se vieron favorecidos con este auge, acrecentándose las diferencias y el 
descontento en la población. Los grupos conservadores veían también con preocupación que 
las propuestas de los liberales encontraran respaldo del gobierno afectando los intereses de 
aquellos sectores. El desgaste del civilismo propició que se erigiera la figura de Augusto B. 
Leguía quien triunfó en las elecciones de 1919, iniciando un periodo largo de gobierno 
conocido como el «Oncenio de Leguía», en el que se impulsaron políticas que fueron 
centralizando cada vez más el poder, afectando política y económicamente a la oligarquía y 
procurando también estrechar los lazos con la jerarquía eclesiástica. 
1.1.1. OCASO DEL SEGUNDO CIVILISMO (1915-1919) 
Triunfó Pardo en las elecciones de 1915 gracias a una «Convención de Partidos» integrada 
por los partidos Civil, Constitucional y Liberal, logrando restablecer constitucionalmente el 
mando del ejecutivo tras unos meses de gobierno de una Junta Militar presidida por el coronel 
Óscar R. Benavides (1914-1915). Es preciso anotar el apoyo de los liberales desde un 
comienzo a la candidatura de José Pardo16, quien obtuvo un amplio número de votos frente al 
candidato del Partido Demócrata, Carlos de Piérola.   
La historiadora Margarita Guerra señala que la fuerza que constituyó la base de apoyo al 
gobierno de Pardo, la misma que estuvo también presente en los anteriores gobiernos 
civilistas, fue la que ella denomina «plutocracia costeña», resaltando el fuerte vínculo del 
                                                          
16 Contreras, Carlos y Marcos Cueto, ob. cit., p. 210. 
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civilismo con las familias más ricas del país. Resulta interesante apreciar el contraste que ya 
venía dándose y que llegó a un punto más álgido durante la presidencia de Pardo en relación a 
un importante crecimiento económico que sin embargo no beneficiaba a todos los peruanos,17 
porque esa llamada plutocracia fue «expresión conservadora de orden, paz, honorabilidad y 
una cierta sencillez», que sin embargo carecía de «sensibilidad social, no obstante ser algunos 
de ellos los propulsores de las leyes sociales más avanzadas […]».18 Se fue forjando, además, 
una clase media que adquirió mayor relevancia en la vida política y social. Más allá de los 
esfuerzos por aumentar la producción y la promoción de reformas tributarias para sanear el 
tesoro público y equilibrar el presupuesto, los nuevos sectores –como la clase media urbana, 
las Fuerzas Armadas, los comerciantes, el proletariado agrario, minero y urbano– 
consideraban que el proyecto oligárquico «carecía de propuestas que los incorporasen, o en 
todo caso lo hacía a un ritmo desesperadamente lento e incompleto».19 
Como consecuencia de lo anterior, aumentaron los movimientos sociales, capitalizándose 
el descontento social en dos paros nacionales durante la presidencia de Pardo, lo que 
determinó que se promulgaran reformas en la legislación laboral, como la implantación de la 
jornada de ocho horas de trabajo, una ley de accidentes de trabajo, y la ley del trabajo de 
mujeres y niños. Aparecieron nuevos partidos políticos, que sin embargo padecían la ausencia 
de una dirigencia carismática; los sectores obreros se organizaron en sindicatos y gremios; y 
se impulsaron obras progresistas como la construcción de vías de comunicación y de 
salubridad.20  
Los cambios sociales también se intensificaron en este periodo de tiempo debido a 
factores externos. A nivel internacional, esos años estuvieron marcados por la Primera Guerra 
Mundial (1914-1918), la misma que afectó aspectos del ámbito económico, social, ideológico 
y político.21 En ese contexto, hubo un acercamiento con los Estados Unidos y los aliados, 
llegando a romperse las relaciones diplomáticas con Alemania; y basado en las concepciones 
sobre la paz, aplicadas en Europa al término de la Gran Guerra, Pardo se confió en una 
solución favorable al problema de Tacna y Arica.22 Hubo la esperanza generalizada de que 
                                                          
17 «Durante la República Aristocrática no estuvo a la orden del día la posibilidad de un desarrollo nacional ni la 
constitución de un estado de veras representativo». En: Portocarrero, Gonzalo, ob. cit., p. 10.  
18 Guerra, Margarita, Historia General del Perú. La República Aristocrática, Tomo XI, Primera edición, Milla 
Batres, Lima 1984, p. 189. 
19 Contreras, Carlos y Marcos Cueto, ob. cit., p. 203. 
20 Guerra, Margarita, ob. cit., p. 190. 
21 Ibidem, p. 199.  
22 Ibidem, pp.190-191. 
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podrían recuperarse ambas ciudades del sur del país, en posesión chilena desde la Guerra del 
Pacífico, confiando en el principio de la libre determinación de los pueblos enunciado en los 
14 Puntos de Wilson y en el posterior Tratado de Versalles que puso fin a la Gran Guerra. Sin 
embargo, Chile también hacía campaña para ir ocupando estos territorios, complicándose la 
situación al punto de romperse las relaciones diplomáticas en 1918. La cuestión de Tacna y 
Arica será recién resuelta en 1929 por el gobierno de Augusto B. Leguía, pactándose la 
retención de Arica por el lado chileno y la devolución de Tacna a la soberanía peruana. 
Por último, un cambio trascendental en la gestión de Pardo fue la apertura, en materia 
religiosa, a la tolerancia de cultos. Esto implicó una modificación constitucional a través de la 
Ley 2391 de 1915, ya que la Constitución vigente de 1860 prohibía la profesión pública de 
otra religión que no fuese la católica. La modificación consistió en eliminar esa prohibición 
que a partir de ese año, ha sido siempre ratificada por las posteriores constituciones del país. 
Para llegar a este punto en nuestra legislación se deben contemplar dos factores: la mayor 
presencia de organizaciones protestantes en el país –procedentes de Estados Unidos y Gran 




                                                          
23 Como puede apreciarse en el siguiente cuadro de las organizaciones protestantes establecidas en el Perú hasta 
1930, casi todas ellas son procedentes de Inglaterra y Estados Unidos, países con los que el Perú había tenido 
fuertes lazos comerciales, y que especialmente con el segundo se verá acrecentado durante el Oncenio de Leguía: 
Iglesias y misiones Año de inicio Procedencia 
Iglesia Metodista Episcopal 1889 Estados Unidos 
Misión Evangélica Independiente – Charles Bright 1893-1907 Inglaterra 
Regions Beyond Missionary Union  1893-1911 Inglaterra 
Iglesia de la Santidad 1903 Estados Unidos 
Ejército de Salvación 1910 Inglaterra 
Unión Evangélica de Sudamérica 1911 Inglaterra 
Gospel Missionary Alliance – Independiente 1911-1917 Estados Unidos 
Iglesia del Nazareno 1914 Estados Unidos 
Iglesia Libre de Escocia 1917 Escocia 
Asambleas de Dios 1919 Estados Unidos 
Iglesia Evangélica Peruana 1922 Perú 
Misión Independiente – Ana Soper 1922 Inglaterra 
Alianza Cristiana y Misionera 1926 Estados Unidos 
South America Inland Mission 1926 Inglaterra 
Misión Bautista Irlandesa 1927 Irlanda 
   
Otros organismos Año de Inicio Procedencia 
Sociedad Bíblica Americana 1888 Estados Unidos 
Sociedad Bíblica Británica y Extranjera 1912 Inglaterra 
Asociación Cristiana de Jóvenes 1920 Estados Unidos 
En: Fonseca Ariza, Juan, ob. cit., Apéndice 2, pp. 341-342. 
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1.1.2. «LA PATRIA NUEVA» DE AUGUSTO B. LEGUÍA (1919-1930) 
Antes de finalizar su mandato, Pardo convocó a elecciones, presentándose Ántero 
Aspíllaga como candidato del Partido Civil. Sin embargo, el civilismo ya se encontraba 
debilitado como fuerza política, y quien obtuvo el triunfo en las elecciones de 1919 fue 
Augusto Bernardino Leguía, quien coincidentemente sucedió a Pardo como presidente tal 
como había ocurrido once años atrás. Leguía había sido presidente de la República del Perú 
de 1908 a 1912. Por mandato de Billinghurst, sufrió el destierro a Panamá en 1913, luego de 
lo cual se trasladó a Londres y Nueva York, para retornar al Perú en 1918, capitalizando 
rápidamente los sentimientos anticivilistas y democráticos de los nuevos actores sociales. 
Habiendo propiciado un golpe de estado el 4 de julio de 1919, por temor a que se cancelaran 
los comicios que le habían dado el triunfo, la Asamblea Nacional lo eligió presidente 
constitucional por cinco años. Se inició así la llamada «era» o «siglo» de Leguía, periodo 
también denominado como «Patria Nueva».   
Los once años de gobierno de Leguía pueden dividirse en dos etapas claramente 
diferenciadas: la etapa democrática (1919-1922) y la etapa autoritaria (1923-1930).24 Augusto 
B. Leguía asumió una posición de dura crítica contra el régimen político de la «República 
Aristocrática». Así, el primer periodo estuvo marcado por la instalación de una Asamblea 
Nacional con el propósito de preparar una nueva Constitución, promulgada el 18 de enero de 
1920. Saranyana Closa y Armas Asín destacan el «centralismo» y «caudillismo», así como el 
«tono indigenista» y «antigamonal» de la nueva Carta. Se eliminó la elección de los gobiernos 
locales y estos pasaron a depender del gobierno central, lo cual significaba un golpe directo al 
civilismo y gamonalismo concentrando cada vez más el poder en el ejecutivo. En el plano 
indigenista se legalizaron las comunidades indígenas, favoreciendo la reivindicación del indio 
en el país; Leguía también declaró un feriado nacional para celebrar el Día del Indio (24 de 
junio), y creó una Oficina de Asuntos Indígenas (1921) y el Patronato de la Raza Indígena 
(1922). 
Fue fundamental para el gobierno de Leguía contar con el apoyo de la Iglesia Católica, 
como «mecanismo de unión y homogeneización social»25, imbuido como estaba en su lucha 
contra el civilismo. Si bien la Constitución de 1920 recogió la modificatoria de 1915 al 
artículo 4° de la Constitución de 1860, garantizando así la tolerancia religiosa, sin embargo, 
                                                          
24 Saranyana Closa, Josep-Ignasi y Fernando Armas Asín, La Iglesia contemporánea en el Perú (1900-1934), 
Asambleas Eclesiásticas y Concilios Provinciales, PUCP, Instituto Riva Agüero, Lima 2010, p. 141. 
25 Ibidem, p. 142. 
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se mantuvo el carácter confesional del Estado y la expresa protección a la Iglesia Católica. El 
artículo 5° de la nueva Constitución estipuló: «La Nación profesa la Religión Católica, 
Apostólica, Romana. El Estado la protege».26 Fue también crucial el papel de Leguía para 
frenar el proyecto de ley sobre divorcio que a pesar de su aprobación en las dos cámaras 
legislativas (en setiembre de 1918 por la Cámara de Diputados y en setiembre de 1920 por la 
Cámara de Senadores), encontró unas observaciones en el ejecutivo que le pusieron freno por 
diez años. 
Durante la segunda etapa (1923-1930), Leguía fue reelegido con holgura para un segundo 
(1924) y tercer (1929) mandatos, y se acentuó el centralismo del ejecutivo amparado en la 
nueva Constitución. En esos años llevó a cabo ciertas políticas represivas para afianzarse en el 
poder enviando al exilio a sus antiguos aliados, líderes estudiantiles, líderes sindicales, y 
reprimiendo duramente el movimiento obrero en Lima, embriones del movimiento socialista. 
En esta etapa del Oncenio, se estrecharon los vínculos con los Estados Unidos. Leguía 
promovió medidas para proteger al capital extranjero bajando los impuestos al sector minero 
y petrolero, mientras los elevaba para los sectores agro-exportadores, base económica de la 
oligarquía civilista. Leguía encontró en el país norteamericano un vital aliado para afianzar 
sus políticas internas y externas, y destacamos las primeras en cuanto que los Estados Unidos 
contribuyeron «[…] en la modernización directa del Estado: misiones y asesores 
norteamericanos fueron esenciales en las áreas educativas y hacendarias del régimen, 
promoviendo nuevas ideas y metodologías».27  
La Iglesia de esos años, liderada por el arzobispo de Lima, Mons. Emilio Lissón, buscó 
afianzar su influencia espiritual en la sociedad estrechando lazos con el gobierno. Expresión 
de esto fue el intento de consagrar oficialmente el Perú al Sagrado Corazón de Jesús en 1923, 
lo que encontró una fuerte oposición en obreros y estudiantes encabezados por Víctor Raúl 
Haya de la Torre, ante lo cual se tuvo que suspender la consagración. 
 
1.2. DESARROLLO ECONÓMICO Y CONFIGURACIÓN SOCIAL 
Buscamos señalar algunos aspectos de la situación económica del país en los años 
estudiados resaltando el importante auge que vivió la economía nacional, tan urgente para la 
reconstrucción del país postrado tras la derrota sufrida en la guerra contra Chile. Fue notable 
                                                          
26 Ibid. 
27 Ibidem, p. 143. 
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el crecimiento económico que abarcó alrededor de cuatro décadas (1890-1930), y que 
adquirió un nuevo rostro, de naturaleza diversificada, en el que hubo factores externos e 
internos que favorecieron considerablemente la producción nacional. Debe contemplarse, 
además, lo dicho por el historiador Raúl Palacios Rodríguez quien menciona el impulso «[…] 
de la filosofía positivista de la pujante oligarquía civilista»28 como un motor importante detrás 
de las políticas económicas que se impulsaron. 
Apuntamos la relación entre esta activación económica y la cuestión religiosa, en el 
sentido de que se fue modificando el predominio religioso en la sociedad peruana debido, 
entre otros factores, al proceso de modernización del Perú. El motivo fue que este proceso 
incentivó la entrada masiva de inmigrantes europeos, sobre todo ingleses y alemanes; 
asimismo, se consolidó la presencia del capital extranjero, especialmente norteamericano. En 
la última década del siglo XIX, las inversiones extranjeras comenzaron a arribar al Perú, se 
modernizaron los puertos y las instalaciones mineras. En 1878 se dio una ley que autorizaba 
la pertenencia de minas a extranjeros, lo que benefició la producción de plata y cobre; y en 
1896 se creó el Ministerio de Fomento para promover el progreso económico. Así las cosas, 
«[…] no es extraño que en 1897 se haya dado la ley de matrimonio civil para los no 
católicos»29, a fin de resolver los problemas casuísticos que ya se estaban presentando, en 
cuanto al reconocimiento estatal de esas uniones para que no sean consideradas como mero 
concubinato.  
El Perú se recuperó económicamente gracias a las exportaciones, especialmente desde los 
últimos años de la década de 1890,30 en los que empezaron a advertirse los efectos completos 
del impacto del contrato de Grace.31 A partir de esa década se inició una etapa de constante 
crecimiento de las exportaciones peruanas hasta la década de 1920, teniendo en el lapso de la 
Primera Guerra Mundial un notable auge. Habiendo superado la época del guano y el 
                                                          
28 Palacios Rodríguez, Raúl, ob. cit., p. 209. 
29 Arce Espinoza, Mario Rommel, El matrimonio peruano. Del Estado confesional al Estado laico (1821 -2015), 
Cuaderno de Investigación N° 2, Arequipa 2015, p. 35. 
30 «En agosto de 1901, el Times de Londres publicó un artículo en el que se comentaba la marcha general del 
Perú. El artículo era parco en elogios, pero se sumaba a otros reconocimientos del despegue económico que vivía 
el país. “Todo hace suponer –decía–que el Perú se halla en vísperas de despertar del largo letargo en que estuvo 
sumido por la guerra internacional y por las rencillas internas”. Atribuía ese buen pie a la “ausencia de 
disensiones y a la nueva mira de sus gobernantes”».  En: Palacios Rodríguez, Raúl, ob. cit., pp. 208-209. 
31 Ante la enorme deuda externa que el Estado Peruano padecía, se firmó el Contrato Grace en 1889 entre el 
gobierno de Andrés Avelino Cáceres y los acreedores ingleses representados por Michael Grace. Para poder 
cancelar su deuda, el Perú se comprometía mediante este contrato a entregarle a su acreedores el control de sus 
ferrocarriles por un periodo de 66 años, la libre navegación por el lago Titicaca, al pago de 33 anualidades de 80 
mil libras esterlinas cada una, la cesión de 2 millones de hectáreas de tierras en la selva para ser colonizadas, 
entre otras obligaciones.   
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estancamiento de otros sectores, la producción económica nacional se diversificó en un 
amplio espectro que incluyó otras materias primas como el azúcar, algodón, lana, minerales, 
etc.   
Dos sucesos internacionales favorecieron considerablemente este despegue de la 
economía nacional: la Primera Guerra Mundial y la apertura del Canal de Panamá. La Gran 
Guerra elevó notablemente los precios de los productos que se exportaban del Perú, siendo los 
productos más favorecidos el algodón y el azúcar provenientes del agro costeño del norte y 
sur medio; el cobre y la plata procedentes de la minería de la sierra central; las lanas 
producidas en el sur andino; y el petróleo que se extraía del norte. 
La apertura del Canal de Panamá en agosto de 1914 conectó rápidamente al Perú con 
Europa y con el lado este de los Estados Unidos. Antes de esa fecha, las exportaciones 
peruanas al viejo continente debían recorrer el camino de Cabo de Hornos, en Chile, y a la 
altura de Buenos Aires cruzar el Océano Atlántico. La ruta hacia Nueva York era aún más 
engorrosa. Cabe precisar que será recién en la década de 1920 en que el paso por el Canal se 
intensificará, abreviando tiempos, distancias y fletes,32 debido a que los primeros años de 
inaugurado tuvo algunos problemas en las obras y extremas medidas de seguridad ante el 
temor de operaciones de sabotaje.  
Ambos hechos internacionales posibilitaron el aumento de las relaciones comerciales con 
Estados Unidos desplazando a Gran Bretaña como principal destino de las exportaciones del 
país. En tan solo unos meses del año 1914 subieron las ventas a Estados Unidos del 7,35% al 
34,03%; en 1915 abarca un 45,7%, en 1916 llega al 61,53% y en 1917 se estabiliza con el 
61,38%.33 Esta fuerte participación de capitales extranjeros, principalmente ingleses en un 
primer momento para luego tomar el protagonismo los norteamericanos trajo consigo la 
mayor presencia de inmigrantes de países no católicos, lo cual planteaba un nuevo escenario 
en el panorama social que fue demandando mayor atención y reconocimiento por parte del 
Estado peruano que, conforme a la Constitución vigente de 1860, tenía prohibido el ejercicio 
público de toda religión que no fuera la católica.   
El aumento de inversiones extranjeras y de exportaciones también propició 
indirectamente, mayores alteraciones sociales. Efectivamente, se enriquecieron el aparato 
estatal y ciertos sectores de la sociedad, concentrándose las riquezas sobre todo en la costa 
                                                          
32 Palacios Rodríguez, Raúl, ob. cit., p. 254. 
33 Guerra, Margarita, ob. cit., pp. 225-226. 
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peruana, beneficiándose Lima y la costa norte por encima del resto del país, lo que acentuó 
cada vez más las diferencias sociales. La prosperidad económica no significó un bienestar 
general para todos los peruanos. A este respecto, cabe señalar el dato de que entre 1900 y 
1930, el 73.77% de la población era abrumadoramente rural,34 que se encontraban 
establecidos en pequeños poblados de la sierra del Perú.35  
Además, si bien la situación económica favorecía a nuestros exportadores, «[…] quienes 
vendían al exterior como Gildemeister, Grace y otros, mayoritariamente no eran peruanos y 
los frutos de esas ventas no revertían, necesariamente, como inversiones para el Perú y, en 
cambio, las importaciones que tienen un menor crecimiento, limitan el ingreso de divisas».36 
Asimismo, continuando con la misma crítica, «Thorp y Bertram juzgan que el capital 
extranjero, al acaparar muchos de los mejores recursos y al llevarse fuera el grueso de las 
ganancias, lejos de ser un instrumento de difusión del progreso fue, en realidad, un factor 
causante de estancamiento o, en todo caso, de un menor dinamismo del que pudo haberse 
tenido, de mediar una propiedad nacional».37 En esta misma línea, Raúl Palacios también hace 
referencia al desarrollo económico en este periodo de tiempo, vinculándolo a la cuestión del 
empleo y los salarios, señalando que estos no aumentaron en la misma medida que 
incrementó la producción. No obstante lo dicho, reconoce también el autor que en este 
período hubo «[…] un apreciable mejoramiento en el bienestar económico de los trabajadores 
en general».38 
Reflexionando sobre esta situación, Portocarrero juzga de manera negativa que la 
República Aristocrática haya concebido un proyecto nacional. A juicio de este autor, no se 
plantearon objetivos que involucrasen a todos los sectores, sino que se trató «más bien de la 
imagen de un futuro que se supone se hará paulatinamente presente por la tendencia natural y 
espontánea de los acontecimientos». Para el autor se trató de un «exclusivismo», es decir, que 
la clase dirigente veló por el desarrollo del país en la medida en que respondía también a sus 
propios intereses, es decir, «no hay en sus esquemas sitio para la integración nacional y el 
compartir los frutos del progreso».39 
                                                          
34 Saranyana Closa, Josep-Ignasi y Fernando Armas Asín, ob. cit., p. 19. 
35 «Que al decir de Luis Eduardo Valcárcel, en Tempestad en los Andes, eran pequeños mundos totalmente 
apartados de la vida moderna. La escuela y la cultura occidentales estaban bien lejos de llegar con prontitud a 
esos ambientes». En: Saranyana Closa, Josep-Ignasi y Fernando Armas Asín, ob. cit., p. 19. 
36 Guerra, Margarita, ob. cit., p. 225. 
37 Portocarrero, Gonzalo, ob. cit., p. 10. 
38 Palacios Rodríguez, Raúl, ob. cit., pp. 209-210. 
39 Portocarrero, Gonzalo, ob. cit., p. 10. 
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Se percibe cierta polaridad entre lo urbano y rural; así como que se fue gestando una clase 
media que asume cada vez más un mayor protagonismo como actor económico y político. 
Estos elementos confluyeron en una creciente popularidad de Augusto B. Leguía, quien logró 
mantenerse durante varios años en el poder. En efecto, «apoyado por el creciente descontento 
de los nuevos sectores sociales surgidos de aquel proceso modernizador (clase media, obreros, 
estudiantes), Leguía asume el poder y da un nuevo impulso al proceso modernizador pero 
desalojando a la vieja plutocracia del control del Estado».40 Con el gobierno de Leguía se 
inició una mayor intervención estatal. Lo que ya venía impulsándose desde los gobernantes 
civilistas, durante el Oncenio se dio con mayor ímpetu, en la medida en que el Estado asumió 
su «función de promotor y acelerador del progreso»41. El aparato estatal se fortaleció e 
impulsó un importante conjunto de obras públicas, cuidando Leguía de no aumentar 
significativamente la carga tributaria.  
La situación política y económica era por tanto de relativa estabilidad y prosperidad, en 
cuanto que este desarrollo no llegaba de forma equitativa a todas las realidades sociales. 
Leguía despertó mucha expectativa en la población ansiosa de cambios más profundos; sin 
embargo, conforme fueron transcurriendo los años de su gobierno, sus políticas fueron 
derivando hacia un personalismo, que fue de la mano con mayores medidas represivas y de 
persecución hacia los sectores de la oposición. Todo esto propició el golpe de Estado liderado 
por Luis Miguel Sánchez Cerro, en la ciudad de Arequipa, en 1930. La caída de Leguía 
significó también que se persiguiera a personas cercanas de su entorno, entre las que figura el 
arzobispo de Lima, Mons. Lissón, situación que finalmente llevó a que se forzara su salida, el 
año 1931. 
 
1.3. EL PREDOMINIO POSITIVISTA EN EL CAMPO DE LAS IDEAS 
El tiempo estudiado fue fructífero en la aparición de intelectuales. El cambio de siglo trajo 
nuevas ideas que fueron dominando los espacios culturales del país y se alzaron influyentes 
personalidades por su carácter y pensamiento como Manuel González Prada, Francisco García 
Calderón, Víctor Andrés Belaúnde, José Carlos Mariátegui, Víctor Raúl Haya de la Torre, 
entre otros. Superada la Guerra del Pacífico, uno de los temas que demandó una reflexión más 
profunda fue la idea de «nación» debido a que había la convicción de que la ausencia de una 
                                                          
40 Fonseca Ariza, Juan, ob. cit., p. 59. 
41 Portocarrero, Gonzalo, ob. cit., pp. 14-16. 
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«nación peruana» contribuyó a la derrota bélica. Otro tema que suscitó mayor reflexión y 
preocupación fue el indígena y su papel en la historia peruana. 
El Perú de fines del siglo XIX e inicios del XX recibió una fuerte influencia del 
positivismo, corriente de pensamiento vinculada a los ideales del progreso. El positivismo se 
había desarrollado en Europa en la primera mitad del siglo XIX como reacción al 
romanticismo, y sus postulados pueden sintetizarse en la creencia de que el conocimiento 
científico es el único conocimiento posible, en desmedro de toda explicación metafísica o 
religiosa de la realidad. Las ideas positivistas se desarrollan en nuestro país en la segunda 
mitad del siglo XIX alcanzando su mayor vigencia doctrinaria entre 1885 y 1915. El pensador 
que más influyó en un primer momento fue el francés Auguste Comte, y luego, de manera 
especial fueron las ideas de Herbert Spencer sobre la evolución de la sociedad, las que 
tuvieron mayor acogida en la intelectualidad de la época, vinculada al claustro universitario.42 
Manuel González Prada (1844-1918) fue una figura singular que representó estas ideas, 
siendo considerado como «profeta del positivismo»43. Criticó duramente a la religión y 
exhortó a que el hombre se liberase de ésta para dar paso al predominio de la ciencia y la 
razón, signo de una etapa de madurez de la humanidad. Lo que hizo de él una figura relevante 
fue que su ateísmo y escepticismo no fueron posiciones meramente negativas, sino «armas 
positivas en el avance de la moral».44 Es decir, proponía un ateísmo militante, enérgico, que 
podía contribuir al desarrollo de la sociedad. A pesar de no ser un pensador sistemático, tuvo 
gran influjo en pensadores, poetas y escritores preocupados por lo social como Abraham 
Valdelomar, José Carlos Mariátegui y Víctor Raúl Haya de la Torre.   
En las primeras décadas del siglo XX se perfilaron dos posiciones intelectuales conocidas 
como: la «Generación del Novecientos», afines al escritor Ricardo Palma, conservadores, 
preocupados por rescatar el pasado y la tradición; y, por otro lado, la «Generación del 
Centenario», más cercanos a las ideas de González Prada, que postulaban una transformación, 
en algunos casos radical, de la sociedad peruana.45 Juan Fonseca, comentando sobre estas 
generaciones, afirma que un elemento común en los miembros de la denominada «Generación 
                                                          
42 Para un recorrido amplio en la historia de la corriente positivista en el Perú ver la obra de Augusto Salazar 
Bondy, Historia de las ideas en el Perú contemporáneo ¿Existe una filosofía de nuestra América?, Fondo 
Editorial del Congreso del Perú, Banco Central de Reserva del Perú, Lima 2013.  
43 Klaiber, Jeffrey, S.J., Religión y Revolución en el Perú, 1824-1988, 2da Edición, Centro de Investigación de la 
Universidad del Pacífico, Lima 1988, p. 49. 
44 Ibid. 
45 Gonzales Alvarado, Osmar, La cultura, En: Perú, La apertura al mundo, Tomo 3_1880/1930, Fundación 
Mapfre, Taurus, Madrid 2015, p. 272. 
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del Centenario» fue la crítica social, lo cual, enfrentó a estos autores con los de la 
«Generación del Novecientos», porque entendían que estos últimos, si bien expresaron 
también una preocupación por la reflexión social sobre el Perú, sin embargo, adolecían de 
cierto optimismo idealista y no encarnaron sus preocupaciones en programas políticos 
concretos.46 
Entre los autores de la «Generación del Centenario» había la convicción de que los que 
habían asumido la conducción del país, a quienes se les imputaba el fracaso en la Guerra con 
Chile, no podían seguir dirigiendo el país; y en ese sentido promueven un mayor 
protagonismo de los sectores populares quienes contribuyeron a dinamizar el mundo de las 
ideas en el Perú. Encarnó estas ideas la famosa frase de Manuel González Prada en un 
discurso pronunciado con la finalidad de recaudar fondos para recuperar Tacna y Arica 
durante la ocupación chilena: «¡Que vengan árboles nuevos a dar flores nuevas y frutas 
nuevas! ¡Los viejos a la tumba, los jóvenes a la obra!». 
En el ámbito universitario, sin duda la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 
ubicada en Lima, era la más importante de la época, albergando a dos tercios de la población 
universitaria peruana.47 Muchas autoridades y catedráticos de la universidad San Marcos 
fueron miembros del partido civilista y el pensamiento positivista encontró amplio desarrollo 
en sus aulas. En cuanto al positivismo, la «mayor influencia de esta corriente fue marcada por 
las propuestas spencerianas con sus nociones sobre evolucionismo o darwinismo social. Con 
incidencia en el territorio de la moralidad fundado en el orden y la libertad»48. Los positivistas 
sanmarquinos más destacados fueron: Javier Prado, Mariano Cornejo, Manuel Vicente 
Villarán, Federico Villarreal, entre otros. Sobre la evolución del positivismo, indica Augusto 
Salazar Bondy que la influencia de esta corriente comenzó a sentirse al inicio en dos carreras 
universitarias: Derecho y Medicina. Esto no podía dejar de tener su influjo entre los alumnos. 
En este ambiente académico, se comenzaron a escribir tesis universitarias para obtener el 
grado académico de bachiller en derecho, que en la mayoría de ellas se asume la necesidad de 
implantar el matrimonio civil, y también de implementar el divorcio en nuestra legislación. 
                                                          
46 Fonseca, Juan, Diálogo intercultural y pensamiento religioso: John A. Mackay y la Generación del 
Centenario, En: Intelectuales y poder. Ensayos en torno a la república de las letras en el Perú e Hispanoamérica 
(ss. XVI-XX), Carlos Aguirre y Carmen Mc Evoy (eds.), Tomo 22, Actes & Mémoires, Instituto Francés de 
Estudios Andinos, Instituto Riva Agüero, Lima 2008, p. 284. 
47 Garfias Dávila, Marcos, La misión de la universidad en la consolidación de la nación peruana. El discurso 
positivista del Novecientos, En: Trabajos de historia. Religión, cultura y política en el Perú, siglos XVII-XX, 
Editores: León Fernández, Dino, Loayza Pérez, Álex y Garfias Dávila, Marcos, Fondo Editorial Universidad 
Nacional Mayor de San Marcos, Lima 2011, p. 217. 
48 Ibidem, p. 221. 
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Una respuesta a ese ambiente universitario positivista, concentrado sobre todo en la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, fue la creación, en 1917, de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, en un contexto donde la aprobación de la tolerancia de cultos 
en 1915,  
desató una ola de ataques a la iglesia que se expresó fundamentalmente en la 
universidad y decidió a la jerarquía a la fundación de una universidad de carácter 
confesional, que aparece en 1917 con el nombre de Pontificia Universidad Católica del 
Perú, destinada a formar profesionales católicos, comprometidos en la defensa de la fe, 
de la verdad científica y de la peruanidad.49 
Recordemos que, obtenida la independencia del Perú, se desplegaron a lo largo del siglo 
XIX actitudes cada vez más radicales contrarias a la Iglesia, que tomaron un carácter diferente 
en el cambio de siglo. Las posturas «de tinte masónico anticlerical»50, fueron reemplazadas en 
el cambio de siglo «por las corrientes positivistas venidas de Europa, que encontraron fácil 
eco en nuestros intelectuales y universitarios»51. Consideraba el historiador jesuita Armando 
Nieto que los intelectuales positivistas de los principios del siglo XX como Riva-Agüero, 
Víctor Andrés Belaunde, Javier Prado y Ugarteche, Francisco García Calderón, Mariano H. 
Cornejo, Manuel Villarán, Alejandro Deustua, no eran nada afectos a la Iglesia, pero tampoco 
se mostraron hostiles o necesariamente anticlericales. «Se consideraba a ésta [la Iglesia 
Católica] más bien como una fuerza retrógrada que nada podía ya aportar creativamente a la 
cultura».52  
Merece la atención este cambio de actitud, puesto que significaba de todos modos para los 
intelectuales de la época que la Iglesia no tenía nada que decir en el plano cultural. Es en ese 
ambiente, «más de indiferencia despectiva que de hostilidad»53 que se fundó en 1917 la 
Pontificia Universidad Católica del Perú, por iniciativa del padre Jorge Dintilhac, religioso de 
los Sagrados Corazones. El crecimiento de ese centro de estudios se vio favorecido por 
algunos factores, entre ellos la crisis que vivió la Universidad de San Marcos a la caída del 
presidente Leguía, y el prestigio de intelectuales como José de la Riva-Agüero y Víctor 
Andrés Belaúnde quienes, al volver al país convertidos plenamente al catolicismo, 
                                                          
49 Guerra, Margarita, ob. cit., p. 267. 
50 Nieto Vélez, Armando, S.J., La Iglesia católica en el Perú, en Historia del Perú, Tomo XI, Juan Mejía Baca, 






consideraron que la Universidad Católica tenía que ser un poderoso foco de irradiación de la 
cultura cristiana y de formación de profesionales competentes.54 
 
1.4. RELACIONES IGLESIA – ESTADO 
Consideración especial merece la religión en el estudio de la historia del Perú y más aún 
para una mejor comprensión de nuestro tema de análisis. En las primeras décadas del siglo 
XX, la religión fue objeto de importantes reflexiones sobre el lugar que ocupaba en la 
sociedad peruana. Así, tanto Haya de la Torre como Mariátegui y Víctor Andrés Belaunde, 
«los tres ideólogos de las principales corrientes políticas del Perú contemporáneo –aprismo, 
socialismo y socialcristianismo– concordaron sobre el lugar preponderante que la religión 
ocupaba como factor de explicación de los problemas del país, así como de sus posibilidades 
de progreso».55 Al hablar de religión nos referimos esencialmente a la Iglesia Católica y sus 
relaciones con el Estado peruano independiente debido al rol no solamente espiritual que ha 
desempeñado, sino también cultural, social y político, lo que ha sido reconocido en nuestra 
historia constitucional. 
Tras la independencia nacional del dominio español, el país no vivió una situación 
dramática de ruptura entre el naciente Estado peruano y la Iglesia Católica, como podría 
suponerse al haber estado estrechamente vinculada esta última con la Corona española 
durante los años del Virreinato. Hubo en términos generales un reconocimiento hacia la 
Iglesia como un elemento unificador para la consecución de la estabilidad social y en la 
configuración de la propia identidad peruana. El proceso de secularización, que venía 
ocurriendo en el transcurso del siglo XIX56 y en los primeros años del XX en muchos países 
occidentales, europeos y americanos, en nuestro país ha seguido su propio ritmo57, 
                                                          
54 Ibid. 
55 Fonseca, Juan, Diálogo intercultural y pensamiento religioso…, loc. cit, p. 284. 
56 El historiador jesuita Jeffrey Klaiber al referirse al anticlericalismo en el Perú del siglo XIX dice: «En 
comparación con el de otros países latinoamericanos, el anticlericalismo liberal en el Perú fue relativamente 
suave, pero nunca una causa popular. Esto se debe, en parte, a la fuerza de la cultura y tradición hispánicas entre 
la clase alta y, en parte, a la fuerza del catolicismo entre los mestizos e indios de clase baja». En: Klaiber, 
Jeffrey, S.J., Religión y Revolución en el Perú 1824-1988, loc. cit., p. 21. 
57 «El Estado camina, lentamente pero en progresión más o menos coherente, hacia una progresiva 
secularización. La regulación del divorcio y el matrimonio civil, la limitación a la acción de la Iglesia dentro de 
la esfera político-administrativa, y en general, la recepción de teorías y acontecimientos históricos que se 
suceden el resto del mundo, están señalando el camino para que la tradicional confesionalidad del Estado 
peruano sea reemplazadas por un esquema más acorde con las bases de colaboración en términos de igualdad de 
trato entre el Estado y las confesiones religiosas, católica o no católica. La Constitución de 1933 será más 
contundente en ese sentido, no obstante, hasta 1979 no se desvincula el Perú de su confesionalidad católica, al 
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comúnmente resistido por las fuerzas católicas o conservadoras, en las que tuvieron 
participación activa el clero y la jerarquía eclesiástica, así como grupos de laicos reunidos en 
asociaciones civiles o políticas.    
Algo común que ha ocurrido en nuestra historia republicana es que, si bien se han dado 
fuertes debates parlamentarios o académicos que discutían la presencia e influencia del 
catolicismo, sin embargo, estos debates, pudiendo haber llegado incluso hasta violentos 
ataques, muchas veces no se plasmaron en modificaciones sustanciales de las Cartas Magnas 
que se han dado en nuestro país. Se ha garantizado por medio de nuestras constituciones la 
protección de la Iglesia Católica, prohibiendo además otras confesiones hasta el año 1915. 
Así, en todo el siglo XIX predominó una mentalidad contraria a la libertad de cultos, a pesar 
de que se había mantenido el derecho del Patronato, heredera del patronato colonial, es decir 
que el poder legislativo ostentaba la prerrogativa de proponer a los obispos para su elección 
por el Papa, lo que suponía cierto control de los miembros del clero por parte del Estado. Se 
considera un primer paso para cambiar este estado de intolerancia hacia otros cultos, la 
autorización en 1897, del matrimonio civil para los no católicos, «concesión que preparó el 
camino a leyes más amplias y generales».58   
Sobre esta situación de la Iglesia en el Perú, la historiadora española Pilar García Jordán 
ofrece una abundante investigación en su obra «Iglesia y poder en el Perú contemporáneo, 
1821-1919». En este trabajo sostiene que la Iglesia fue perdiendo terreno debido a que «los 
últimos años del siglo XIX fueron de una progresiva laicalización de la legislación y de la 
sociedad peruanas. Ello fue motivo suficiente para que algunos sectores sociales, entre los 
cuales se contaron los eclesiásticos, en tono más o menos catastrofista, profetizasen la 
disolución del Perú si no se ponía fin a aquella situación».59 La historiadora considera que la 
Iglesia, como institución, sufrió un «progresivo decaimiento»60 desde la Independencia del 
Perú hasta aproximadamente la década de 1870, «cuando los eclesiásticos, conscientes de las 
demandas de los grupos dirigentes, comprendieron que la asunción de las funciones que el 
estado asignaba a la iglesia, permitirían a ésta reconquistar espacios detentados secularmente, 
                                                                                                                                                                                     
menos de modo formal». En: Mosquera Monelos, Susana, El derecho de libertad de conciencia y de religión en 
el ordenamiento jurídico peruano, Primera edición, Palestra Editores, Lima 2005, p. 76. 
58 Nieto Vélez, Armando, S.J., ob. cit., pp. 588-589. 
59 García Jordán, Pilar, Iglesia y Poder en el Perú Contemporáneo 1821-1919, Centro de Estudios Regionales 
Andinos «Bartolomé de Las Casas», Cusco 1991, p. 320. 
60 Ibidem, p. 333. 
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y consolidarse en forma creciente como estructura de poder, lo que logró en la década de 
1920».61 
Estos sucesos generaron que la jerarquía de la Iglesia reaccionara exhortando a una 
participación más activa de todos los laicos católicos en la vida pública del país. En 
consecuencia surgieron importantes iniciativas como la fundación de la Unión Católica, la 
aparición de partidos políticos católicos62, así como periódicos que se afirmaron en la defensa 
de los valores cristianos, además de la ya mencionada fundación de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú.63 Los miembros del episcopado peruano también impulsaron el 
reconocimiento de Santa Rosa de Lima como patrona de la nación, la consagración de las 
familias peruanas al Corazón de Jesús y el posterior proyecto por consagrar el Perú al mismo 
durante el gobierno de Leguía, y la celebración de un congreso eucarístico nacional que se 
realizó efectivamente en 1935. Todas estas acciones merecen ser mencionadas porque 
ayudaron a consolidar el papel de la Iglesia en la década de 1920.64 En estas iniciativas 
pueden quedar de manifiesto las acciones de una Iglesia dinámica, liderada por los obispos 
como sus principales dirigentes, pero también con la mayor conciencia de la necesidad de que 
la sociedad civil, es decir los laicos, participen o manifiesten públicamente su fe, para que las 
creencias cristianas no queden relegadas al fuero privado.  
Otro aspecto a considerar que tuvo implicancias en la relación Iglesia–Estado, fue la 
mayor presencia de grupos no católicos en el país desde fines del siglo XIX. Cuando 
hacíamos referencia a la economía de las primeras décadas del siglo XX, se vio la fuerte 
participación de extranjeros en la economía nacional, ingleses y norteamericanos 
principalmente. Esta situación trajo consigo la presencia de un mayor número de inmigrantes 
de estos países no católicos, lo cual planteaba problemas no menores debido a que conforme a 
la Constitución vigente de 1860, se «prohibía el ejercicio público de toda religión que no 
fuera la católica. «Esta disposición significaba un recorte de los derechos de los 
norteamericanos e ingleses no-católicos residentes en el Perú, los que debían reunirse en 
                                                          
61 Ibid. 
62 «[…] A pesar de la escasez de noticias sobre el tema, nos consta que la fundación del primer partido católico 
tuvo lugar en Cuzco, el 22-XI-1896, surgido del acuerdo entre algunos “notables” cuzqueños, firmantes del 
denominado “Pacto de Unión”. El objetivo del grupo fue, según declaraciones de sus miembros, la constitución 
de un Centro Conservador que contrarrestara la acción de los que, a través del control del sistema electoral, 
imponían leyes anticlericales; en consecuencia, el Centro promocionaría la elección de representantes 
parlamentarios y de autoridades locales favorables a las tesis católicas». En: García Jordán, Pilar, ob. cit., p. 320. 
63 Ibidem, pp. 320-329. 
64 Ibidem, p. 319. 
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modestos locales o en las legaciones diplomáticas».65 Los sectores liberales del país apoyaron 
la causa protestante hasta obtener en el gobierno de José Pardo, luego de encendidos debates 
en el Parlamento y en la prensa, la aprobación de la tolerancia de cultos. Esta vinculación 
entre liberales y protestantes es señalada por Juan Fonseca: 
En varias importantes coyunturas, los protestantes recibieron el apoyo de los liberales 
hasta lograr, en 1915, el reconocimiento constitucional de la tolerancia religiosa. La 
presencia del protestantismo deja de ser una posibilidad y se convierte en una realidad. 
Los liberales apoyan a los protestantes en tanto que extranjeros y portadores, según su 
perspectiva, de valores culturales deseables para la nación. Los primeros misioneros 
protestantes presentan al protestantismo como una alternativa religiosa propiamente 
dicha, pero pronto, para lograr su legitimidad ante los liberales, empiezan a mostrarse 
ante todo como un modelo civilizador. Así, el protestantismo es visto principalmente 
como una propuesta civilizadora útil para modernizar al país y no tanto como una 
fuerza religiosa.66 
La posición liberal pretendía una mayor autonomía del Estado frente a los postulados de la 
religión católica. El protestantismo, entonces, se presentó más como ocasión para lograr sus 
objetivos, que como propuesta religiosa alternativa al catolicismo, ya que las posturas 
liberales buscan la autonomía del Estado frente a cualquier influjo religioso. Puede verse en 
relación al matrimonio civil, que coincidentemente el mismo año en que se aprueba la 
tolerancia de cultos, 1915, se dio inicio a la discusión sobre el divorcio, cuando por iniciativa 
de un diputado liberal se presentó un proyecto de ley para aprobar el matrimonio civil y el 
divorcio. Siguiendo a Juan Fonseca Ariza, la reacción de los protestantes fue favorable hacia 
la instauración del divorcio. Considera este autor, que desde la perspectiva protestante «[…] 
el divorcio era un mal menor y preferible a la convivencia o a la imposición del celibato para 
los que vivían separados de hecho».67 
El reconocimiento constitucional de la tolerancia de cultos implicó la modificación del 
artículo 4 de la Constitución68 suprimiendo la última frase, es decir que se eliminó la 
afirmación de que el Estado no permite el ejercicio público de otra religión que no sea la 
católica. Y siguiendo con la misma tónica, «la Constitución de 1920, y con mayor razón la de 
1933, sin dejar de reconocer que el Perú es una nación católica, no presentan trabas al 
                                                          
65 Nieto Vélez, Armando, S.J., ob. cit., p. 588. 
66 Fonseca Ariza, Juan, Misioneros y civilizadores,… loc. cit., p. 41. 
67 Fonseca Ariza, Juan, Los protestantes, el Estado y la legislación modernizadora en el Perú (1889-1930), 
Boletín del Instituto Riva Agüero, Lima 2003, p. 221. 
68 Art. 4 de la Constitución de 1860: «La Nación profesa la Religión Católica, Apostólica y Romana: el Estado la 
protege, y no permite el ejercicio público de otra alguna». 
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ejercicio público de otras confesiones religiosas».69 Asimismo, cabe destacar una 
modificación importante que presentó la Constitución de 1933: 
La Constitución de 1920 mantuvo asimismo la fórmula clásica en nuestra historia 
republicana: «El Perú profesa la religión católica, apostólica y romana», pero la Carta 
de 1933 ya no proclama tal confesionalidad. «Respetando el sentimiento de la mayoría 
nacional el Estado protege la religión católica, apostólica y romana» (art° 232). De 
hecho, esa protección debe conciliarse con la libertad de cultos introducida en 1915 y 
que es una de las garantías individuales establecidas en la Constitución de 1933.70  
Subrayamos la protección que el Estado peruano brindaba a la religión católica, lo cual se 
reflejaba por ejemplo en asuntos económicos, como la designación de parte del Presupuesto 
General de la República para el sostenimiento de los obispados, prefecturas y vicariatos, 
seminarios y algunos centros eclesiásticos. Otra forma de protección consistió en la exención 
de determinados impuestos y cargas tributarias, así como la exoneración del servicio militar 
obligatorio para miembros del clero secular y regular.71 
 
1.5. LA PROBLEMÁTICA SOBRE EL DIVORCIO  
El primer Código Civil peruano, que fue publicado en 1852 y  tuvo vigencia hasta el año 
1936, estipulaba la indisolubilidad del vínculo matrimonial. Cabe mencionar como 
antecedente del divorcio, la postura del jurista Manuel Lorenzo de Vidaurre (1773-1841), de 
pensamiento ilustrado quien ocupara la función de oidor de la Audiencia Real del Cuzco 
(1811-1815), y luego de la independencia nacional, participó activamente en la vida pública 
como presidente de la Corte Suprema, ministro de Gobierno y Relaciones Exteriores, 
presidente del Congreso y decano del Colegio de Abogados de Lima. A pesar de ser partidario 
del divorcio absoluto, mantuvo el matrimonio indisoluble en un Proyecto de Código Civil 
(1834-1836) preparado por él mismo. Al no haber encontrado este proyecto de Vidaurre una 
sanción oficial, se formó una comisión que preparó el Código de 1852, en el cual se impuso, 
luego de varios debates, el matrimonio conforme al Concilio de Trento. Este Código de 1852 
sí tenía contemplada la figura del divorcio, pero se entendía ésta como la separación de los 
esposos, quedando subsistente el vínculo matrimonial. Recordemos que para 1920 se tenía 
aprobado por el Parlamento un proyecto de ley de matrimonio civil y divorcio absoluto, que, 
sin embargo, fue vetado por el presidente Leguía. La Junta Militar de 1930 levantó el veto y 
                                                          
69 Nieto Vélez, Armando, S.J., ob. cit., p. 589. 
70 Ibidem, pp. 597-598. 
71 Ibidem, p. 598. 
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promulgó las leyes 6889 y 6890, estableciendo así ambas instituciones, las mismas que fueron 
incorporadas en el nuevo Código Civil de 1936, con la modificación de que el matrimonio 
civil no era obligatorio previo al religioso, pudiendo celebrarse indistintamente, antes o 
después. 
Traemos nuevamente a reflexión el importante cambio que significó en 1915 la 
modificación de la última parte del artículo cuarto de la Constitución de 1860 en la que se 
prohibía el ejercicio público de cualquier otra religión distinta de la católica.  
[…] El año 1915 marca de manera formal el comienzo de una nueva era. La tolerancia 
que ahora se introduce en el panorama político y jurídico peruano supone que, por vez 
primera el Estado reconoce un principio de respeto, de tolerancia vertical (como la 
califica el profesor Llamazares), del Estado hacia los ciudadanos. El respeto hacia 
otras confesiones, hacia el culto que pueden ahora practicar en público sin las 
limitaciones que la tradicional confesionalidad del Estado les imponía.72 
La Constitución de 1920 incorporará esta modificación en el artículo 5, incluyendo, 
además, en el artículo 23, la no persecución de nadie por razón de sus creencias. Así fue 
quedando claro que «el culto católico sigue siendo el del Estado, pero las actividades 
religiosas de otra tendencia confesionalidad ya no estarán prohibidas y los ciudadanos que las 
practiquen no serán perseguidos».73 Señalamos estos hechos porque la entrada del divorcio se 
verificó en el marco de estos sucesos. 
De este modo vemos, como esos primeros años del siglo XX nos muestran todavía a 
una república vinculada con las estructuras de poder de la antigua etapa colonial. Se 
mantiene la posición de la Iglesia dentro del entramado político y administrativo del 
Estado, al tiempo que se dan los primeros pasos hacia la tolerancia en materia 
religiosa, y hacia el reconocimiento de derechos para otras confesiones distintas a la 
católica. El Estado camina, lentamente pero en progresión más o menos coherente, 
hacia una progresiva secularización. La regulación del divorcio y el matrimonio civil, 
la limitación a la acción de la Iglesia dentro de la esfera político-administrativa, y en 
general, la recepción de teorías y acontecimientos históricos que se suceden el resto 
del mundo [sic.], están señalando el camino para que la tradicional confesionalidad del 
Estado peruano sea reemplazada por un esquema más acorde con las bases de 
colaboración en términos de igualdad de trato entre Estado y las confesiones 
religiosas, católica o no católica.74 
Ya en 1896 se había introducido en nuestro país el matrimonio civil para los no católicos. 
Durante el gobierno de José Pardo, en 1915, se aprobó la tolerancia religiosa y se presentó 
una propuesta legislativa en materia de matrimonio civil para todos los peruanos. Pocos años 
                                                          
72 Mosquera, Susana, ob. cit., p. 67. 
73 Ibidem, pp. 70-71. 
74 Ibidem, p. 76. 
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después, en 1918 se presentó un caso particular que sirvió de ocasión para darle un nuevo 
impulso a dicha propuesta. El hecho fue que en la ciudad de Arequipa se siguió un proceso de 
nulidad matrimonial entre los señores Felipe Osorio y Raquel Durand. Este caso derivó en un 
conflicto de jurisdicción a causa del envío de este expediente matrimonial canónico al 
Tribunal Apostólico con sede en Roma. El juez eclesiástico de Arequipa había remitido el 
expediente a Roma para que resolviera el caso, ante lo cual el abogado de Felipe Osorio, José 
La Rosa, formuló una queja ante el gobierno peruano amparando sus argumentos en una Real 
Cédula de 1608 que señalaba que los pleitos eclesiásticos fenecían en el Perú, y así el caso 
derivó a los tribunales civiles. Ahí se invalidó la actuación del defensor del vínculo, por 
considerar que no era un funcionario del Estado. En todo este asunto intervinieron el obispo 
de Arequipa y el Vicario Capitular de la arquidiócesis de Lima, así como otros funcionarios 
de aquel fuero. 
Hubo un conflicto de intereses entre el fuero civil y el eclesiástico que fue entendido por 
algunos como consecuencia de tener contemplado en el país un matrimonio religioso, con 
reconocimiento civil, pero que se encontraba regulado bajo los parámetros canónicos. 
Aprovechando este caso, se planteó una propuesta con el fin de evitar futuros conflictos de 
intereses, lo que suponía poner todo bajo regulación estatal, y los senadores Ángel Gustavo 
Cornejo y Mariano Lino Urquieta presentaron proyectos de ley para establecer el matrimonio 
civil para todos, autorizar el divorcio con ruptura del vínculo y encomendar a los tribunales 
civiles el conocimiento de las causas sobre separación y nulidad. Aprobadas estas propuestas 
en el Senado aquel año de 1918, la Cámara de Diputados la sancionó el 30 de setiembre de 
1920 quedando la ley expedita. El camino estaba abierto para el divorcio y el matrimonio civil 
en el Perú.75 
Sin embargo, el Ejecutivo formuló una serie de observaciones a que constitucionalmente 
tenía derecho el 19 de noviembre de 1920. Y el asunto no volvió a ser tocado durante todo el 
tiempo que gobernó Leguía, hasta que la Junta de Gobierno presidida por el comandante Luis 
Sánchez Cerro retiró aquellas observaciones y expidió los decreto-leyes N° 6889 –de 4 de 
octubre de 1930–, y 6890 –de 8 de octubre del mismo año–, para promulgar la ley que el 
Parlamento aprobara en 1918 y 1920.76 Colocamos a continuación el texto de la norma 
                                                          
75 Basadre, Jorge, Historia de la República del Perú, Tomo IX, Quinta Edición, Ediciones “Historia”, Lima 
1964, pp. 4177-4178. 
76 Ibidem, p. 4178. 
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aprobada –cuyo contenido fue materia de análisis y discusión como se detallará en los 
próximos dos capítulos de nuestro trabajo–:  
Artículo 1.- Para que el matrimonio produzca efectos civiles debe celebrarse en la 
forma fijada por la ley de 23 de Diciembre de 1897. 
Los párrocos, pastores y sacerdotes que hagan sus veces exigirán antes de celebrar el 
matrimonio el certificado del matrimonio civil. Sufrirán la pena de arresto mayor los 
sacerdotes o pastores que casen sin este requisito. 
Artículo 2.- De los juicios de divorcio y nulidad conocerán los Tribunales civiles, 
sustanciándolos por los trámites fijados para los juicios de menor cuantía. 
Artículo 3.- El divorcio cuando tenga por causa los motivos consignados en los incisos 
1.°, 2.°, 3.°, 4.°, 10.°, 11.°, 12.° y 13.° del artículo 192.° del Código Civil producirá los 
mismos efectos que la nulidad. 
Por las causas de los incisos 2.° y 3.° la demanda corresponde sólo a la mujer; por la 
del inciso 1.° solamente al marido si no concurren las circunstancias del artículo 193.° 
Por las causas de los incisos 4.°, 10.°, 11.°, 12.° y 13.° la demanda corresponde 
únicamente al cónyuge inocente o sano. 
Artículo 4.- En los casos del artículo anterior si la sentencia de primera instancia es 
favorable a la demanda; será revisada por la Corte Superior aunque no haya apelación. 
Cuando la revisión sea de oficio el Tribunal citará a “comparendo” solamente a los 
cónyuges. Si ninguno concurre confirmará la sentencia estando el procedimiento 
ajustado a la ley. 
Siempre que el Tribunal examine a los cónyuges, a los testigos, recibirá sus 
declaraciones con Sala de tres Vocales. El examen lo hará oralmente el Presidente de 
la Sala preguntando lo que juzgue conveniente. La mayoría de los votos forma el fallo. 
Contra la sentencia de segunda instancia puede interponerse recurso de nulidad por 
cualquiera de los cónyuges, pero la Corte Suprema sólo podrá declarar la 
insubsistencia del auto de vista, indicando con precisión los vicios que debe subsanar 
el Tribunal, sin que en ningún caso vuelva el expediente a primera instancia. La 
sentencia que niegue el divorcio no impide que se inicie nuevamente el juicio después 
de un año. 
Artículo 5.- La sentencia que declare el divorcio en los casos del artículo 3.°, 
emancipará a los hijos mayores de dieciocho años y fijará necesariamente el régimen a 
que deben sujetarse los hijos menores de esa edad. A este respecto el Tribunal se 
conformará en cuanto sea conveniente con las medidas en que están de acuerdo ambos 
cónyuges. 
Se fijará, asimismo, la suma con que cada uno de los divorciados debe contribuir al 
sustento de los hijos menores de dieciocho años y de las mujeres solteras, aunque sean 
mayores de edad. En caso de que la madre carezca de bienes de fortuna, no está 
obligada a concurrir al sostenimiento de los hijos que corresponda al padre. 
El régimen que determine la sentencia para la vida de los hijos, puede ser cambiado a 
solicitud de cualquiera de los divorciados o de los hermanos de dieciocho años si 
concurren motivos atendibles. Esta solicitud se hará siempre ante el Tribunal, el cual 
seguirá un procedimiento oral limitado a oír en una audiencia a las partes y a los 
testigos que juzgue conveniente.  
Comuníquese al Poder Ejecutivo, para que disponga lo necesario a su cumplimiento. 
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso, en Lima, a los treinta días del mes de 
setiembre de mil novecientos veinte. 
A.E. Bedoya, Presidente del Senado. 
J. de D. Salazar O., Presidente de la Cámara de Diputados. 
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R.C. Espinoza, Senador Secretario. 
Miguel A. Morán, Diputado Secretario. 
Al señor Presidente de la República. 
Lima, 18 de noviembre de 1920. 
Devuélvase, con las observaciones acordadas. 
Rúbrica del Presidente de la República 
Barrós 
Por tanto: y habiendo sido retiradas las observaciones por decreto-ley N.° 6889; 
Mando: se imprima, publique, circule y se le dé el debido cumplimiento. 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los ocho días del mes de octubre de mil 
novecientos treinta. 
Luis M. Sánchez Cerro 
Armando Sologuren.77   
Fernando Cantuarias opina sobre la entrada del divorcio en la legislación nacional: «La 
figura del divorcio en el Perú ha tenido una peculiaridad muy especial. Su reconocimiento 
legal se debió más a la actuación de políticos que a la obra de los juristas llamados a revisar y 
reformar el Código Civil de 1852».78 Hemos visto que la iniciativa legislativa parte de ciertos 
políticos propulsores de políticas liberales que encontraron apoyo cuando desde el gobierno se 
favorecieron estas modificaciones como se verificó durante el gobierno de José Pardo y 
Barreda. Al haber una reacción anticivilista en la presidencia de Augusto B. Leguía, esta 
propuesta de introducir el matrimonio civil y divorcio vincular simplemente quedó paralizada 
durante todos los años en que se mantuvo en el poder. Finalmente, esta propuesta encontró su 
promulgación casi inmediata a la caída de Leguía propiciada por el golpe de Estado de 
Sánchez Cerro, nuevamente, más como una reacción antileguiísta. Anotemos, además, que 
cuando se discutió sobre el divorcio en la Comisión Reformadora del Código Civil de 1852, 
quienes integraban esta comisión no eran partidarios del divorcio vincular. Pero sucedió que 
el año 1936, el Congreso Constituyente dispuso que debían mantenerse sin alteración las 
normas sobre matrimonio civil y divorcio contempladas en las Leyes 7893 y 7894 dictadas 
por el Congreso Constituyente de 1931. En consecuencia, el Ejecutivo promulgó el Código 
Civil de 1936 adoptando la posición favorable al divorcio, que no fue la voluntad de quienes 
prepararon este nuevo Código. 
Finalmente, cabe precisar lo dicho por Jorge Basadre, para quien la promulgación de los 
decretos-leyes que sancionaban el matrimonio civil y divorcio en 1930, no significó 
necesariamente una actitud hostil por parte del gobierno hacia la Iglesia Católica. Podría 
                                                          
77 Ramos Núñez, Carlos, Historia del Derecho Civil Peruano, Siglos XIX y XX, Tomo V, Los signos del cambio, 
Volumen 2, Las Instituciones, Primera Edición, Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, Lima 
2005, pp. 362-363. 
78 Cantuarias Salaverry, Fernando, El Divorcio: ¿Sanción o Remedio?, Revista Themis, 18, Lima 1991, p. 66. 
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haberse creído esto porque además el nuevo gobierno peruano presionó ante la Santa Sede en 
Roma para que Mons. Lissón fuera relevado del arzobispado de Lima. Se le acusó al 
arzobispo de tener una postura política complaciente con Leguía, al punto de pretender 
legitimar lo que ya se consideraba como dictadura leguiísta; junto con otra grave acusación de 
irregularidades económicas en la administración de los bienes de la Iglesia –imputaciones que 
luego fueron reconocidas como injustas–. A pesar de lo dicho, no hubo otras actitudes de 
























                                                          
79 «Este se declaraba ferviente católico bajo la influencia predominante de su madre; ya cuando era gobernante 
constitucional fue herido en la iglesia de Miraflores a donde había acudido con el fin de oír misa y su 
condecoración de la Orden del Sol se la regaló al Señor de los Milagros por carta dirigida al Mayordomo del 
Anda el 17 de octubre de 1932». En: Basadre, Jorge, ob. cit., p. 58. 
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II. EL DIVORCIO EN LA PRENSA ESCRITA DE AREQUIPA DESDE LA 
PERSPECTIVA DE DOS PERIÓDICOS ANTAGÓNICOS: «EL DEBER» Y 
«EL DERECHO» 
Los cambios que estaban ocurriendo en el Perú no estuvieron referidos exclusivamente a 
la capital peruana. La ciudad de Arequipa, en el sur del país, que ya se perfilaba como la 
segunda ciudad más importante, fue asumiendo un rol vital en la historia peruana al fungir de 
balance al poder político y económico centralizado en Lima: económicamente se benefició de 
las exportaciones de lana a los mercados europeos, liderando un eje comercial en la región sur 
andina; asimismo, tuvo una vida política muy agitada que no se limitó a lo local, siendo en 
muchas ocasiones el foco de protestas y levantamientos que fueron causa del derrocamiento 
de gobiernos, como el caso de la sublevación de Luis Miguel Sánchez Cerro que llevó a la 
caída del gobierno de Augusto B. Leguía en 1930. El aporte de la ciudad del Misti pasó por 
ser también, durante las primeras décadas del siglo XX, escenario de un importante 
dinamismo intelectual. Fue cuna de personajes notables y en el periodo de tiempo que 
estudiamos, aportó una producción periodística numerosa, la que favoreció la propagación de 
ideas con distinto cariz político y literario. Estas tendencias políticas o ideológicas estuvieron 
enmarcadas en un enfrentamiento entre dos posiciones claramente definidas y continuamente 
presentes en nuestra historia republicana: liberales y conservadores. En esta época, la 
oposición de ambas posturas adquiere nuevos matices, dentro de los cuales, el tema del 
divorcio, fue también ocasión para que en algunos sectores se polarizara la discusión entre 
estos dos grupos antagónicos. 
 
2.1. EL PROTAGONISMO DE AREQUIPA EN LOS INICIOS DE UN NUEVO SIGLO 
2.1.1. Contexto político marcado por las acciones de conservadores y liberales 
A lo largo del siglo XIX ocurrieron una serie de revoluciones en la ciudad de Arequipa 
que expresaron ese rasgo rebelde que se haría típico de la ciudad del sur del Perú. Estos 
levantamientos tuvieron tal relevancia en la vida política del país al punto de considerar que 
«[…] a partir de 1834 y por lo menos hasta 1955 el pueblo de Arequipa marca la pauta de la 
conducción política del Perú»80. Queda establecido que las revueltas trascendieron el ámbito 
regional por lo que Arequipa fue adquiriendo un rol protagónico configurándose como la 
                                                          
80 Quiroz Paz Soldán, Eusebio, Arequipa: Una autonomía regional: 1825-1866, en Historia General de 
Arequipa, Fundación M.J. Bustamante de la Fuente, Cuzzi Impresores, Arequipa 1990, pp. 420-421.  
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segunda ciudad más importante del país81 y a decir de Guillemette Martin «[…] representa a 
la vez una amenaza para la unidad nacional y el poder central limeño, y cierto ideal de 
autonomía política»82. Por su parte, Francisco Villena sostiene: 
La ciudad de Arequipa del siglo XIX mostró a menudo una imagen singular e 
inquietante desde inicios de la República: la de una ciudad alzada en armas, resistida o 
comandada por escuadrones de voluntarios organizados al primer toque a rebato de 
campanas activistas. Jorge Basadre, haciendo mención a su liderazgo regional e 
indómito espíritu levantisco la bautizó elocuentemente con el nombre de «caudillo 
colectivo».83 
El carácter revolucionario arequipeño adquirió un nuevo rostro al iniciar el siglo XX, 
expresándose ya no solamente mediante las armas sino también por medio de las letras; así 
«[…] desde los años 1900, el espíritu rebelde arequipeño, si bien dejó de expresarse con las 
armas, renace por la pluma de un grupo de intelectuales locales, una nueva generación de 
liberales caracterizados por su fuerte anticlericalismo y por su oposición al centralismo 
político y económico de la capital».84 Entran así en la escena pública un grupo importante de 
liberales, que constituye una tercera generación de liberales arequipeños85, que marcará la 
pauta de los debates públicos en los primeros años del siglo XX. Estos intelectuales liberales 
se constituyeron en actores culturales y políticos de la ciudad arequipeña, con un dinamismo 
particular, fundando un gran número de periódicos y revistas literarias con el afán de difundir 
sus ideas y renovar intelectualmente a la sociedad.  
Los postulados de estos liberales86 produjeron en la sociedad arequipeña serios conflictos 
internos debido a que sus planteamientos novedosos chocaron con una sociedad fuertemente 
                                                          
81 «Si bien la ciudad de Arequipa padece todavía de cierto aislamiento dentro de la red de las grandes capitales 
(nacionales y provincianas) latinoamericanas a inicios del siglo XX, confinada entre el océano Pacífico y la 
cordillera de los Andes, no deja de ser sin embargo una ciudad de gran importancia política y económica; para el 
Perú es su "segunda capital". Más aún, Arequipa funge hasta bien entrado el siglo XX como una especie de 
"contrapeso" al poder centralizador limeño, representante de la región Norte, cuando Arequipa cristaliza 
claramente los intereses económicos del Sur. La oposición entre las dos ciudades es económica, pero también 
política y cultural; la región arequipeña es además un espacio político regionalista, en oposición constante con la 
capital del país y con la política centralizadora de la oligarquía tradicional limeña». En: Martin, Guillemette, Una 
lectura andina de la revolución mexicana desde la periferia: El caso de Arequipa, Perú (1910-
1930), Secuencia [online] 2014, n.90 [citado  2016-08-21], pp. 100-101. 
82 Ibidem, p. 101. 
83 Villena, Francisco, La sociedad arequipeña y el partido liberal, 1885 – 1920, Análisis N° 8-9. Lima 1979, 
p. 83. 
84 Martin, Guillemette, ob. cit., p. 102. 
85 Ballón Lozada, Héctor y Jorge Luis Cáceres Arce, La vida política en la Arequipa Republicana (1890 - 2009), 
LPG Editores, Arequipa 2009, p. 99. 
86 «Estas ideas fueron plasmadas en un primer momento en el periódico El Ariete, fundado por los líderes del 
grupo liberal Lino Urquieta (1868-1920) y Francisco Mostajo (1874-1953), dos personajes importantes tanto en 
el ámbito local como en el nacional. El Ariete, publicado entre 1901 y 1911 (es decir hasta principios de la 
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religiosos.87Como mencionamos anteriormente la religión católica había arraigado 
profundamente en el Perú siendo Arequipa una de las ciudades donde caló más hondo la fe 
cristiana expresándose ésta en una cultura y tradiciones que han perdurado hasta nuestros 
días. La causa católica tuvo una acción militante desde el siglo XIX, a lo que hace alusión 
Héctor Ballón en relación a la fundación del Partido Católico en 1913:  
[…] desde mucho tiempo atrás y en concreto desde 1863 en Arequipa se dio una causa 
católica militante, la Sociedad Católica, la Unión Católica y sus respectivos voceros 
periodísticos: La Voz del creyente de 1847; la Verdad de 1848: Arequipa Católica de 
1867; El Deber de 1890 entre otras publicaciones. Todas estas inquietudes ideológicas 
llevan al convencimiento de los católicos arequipeños que había llegado la hora de la 
fundación del Partido.88  
Este último acto resulta importante mencionarlo debido a lo que el mismo autor señala: 
«El Partido Católico arequipeño viene a ser la última manifestación organizada de su 
catolicismo tradicional, el mismo que pretende vertebrar un movimiento de raíces populares 
para oponerse a la tercera generación de liberales arequipeños liderada por Francisco Mostajo 
y Lino Urquieta […]».89 Se perfilan así estos dos grupos marcadamente enfrentados: por un 
lado, un liberalismo que fue expresión de la pequeña burguesía intelectual radical, que reunía 
a sectores del artesanado, del incipiente proletariado y de la pequeña burguesía urbana y 
rural.90 Y por otro, un conservadurismo en el que se encontraban integrados los intereses de la 
jerarquía eclesiástica con el poder aristocrático dominante.91 
Un apunte acerca de las propuestas de los liberales lo encontramos en un Programa 
planteado por el movimiento Liberal-Independiente arequipeño92 donde pueden leerse los 
postulados de este grupo que buscaba realizar una gran campaña de educación social. Dentro 
de sus propuestas se encontraba el establecimiento del matrimonio civil y divorcio. Es 
interesante ver en este conjunto de planteamientos una profunda reforma social-laboral que 
pasaba por abolir la servidumbre, fijar un límite a la jornada de trabajo, así como establecer 
                                                                                                                                                                                     
revolución mexicana) fue vocero durante una década de las ideas anticlericales y de una oposición política 
fuerte, tanto contra la municipalidad como contra el gobierno nacional». En: Martin, Guillemette, ob. cit., p. 103. 
87 «A partir de los años 1900, se desata un violento conflicto interno en la sociedad arequipeña entre este 
importante grupo conservador y los liberales, quienes defienden una serie de ideas novedosas sobre la sociedad, 
la política y la economía, apelando a profundos cambios no sólo a escala regional, sino también en la política 
nacional». En: Martin, Guillemette, ob. cit., p. 103. 
88 Ballón Lozada, Héctor y Jorge Luis Cáceres Arce, ob. cit., p. 45. 
89 Ibidem, p.48. 
90 Ibid. 
91 Villena, Francisco, ob. cit., p. 84. 
92 Carpio Muñoz, Juan Guillermo, Texao, Arequipa y Mostajo, La historia de un pueblo y de un hombre, Vol. 4, 
Arequipa 1983, pp. 196-197. 
42 
 
un salario mínimo, reconocer el derecho de huelga, crear cooperativas de producción, 
reglamentar el trabajo de mujeres y niños, etc. Ubicar dentro de estas propuestas al 
matrimonio civil y divorcio lleva a cuestionarse acerca de lo que se perseguía con esto, si es 
que estaba enfocado como una necesidad social en vistas a construir una sociedad más 
igualitaria. Tal vez nos ayude a tener más luces el que también se haya propuesto lograr 
igualar la condición jurídica de la mujer con la del hombre. Visto así, parece ser que con el 
matrimonio civil y el divorcio se pretende despojar al matrimonio de su carácter sagrado, para 
dejarlo al común acuerdo de las partes, por lo que, si en un momento pueden decidir un 
hombre y una mujer unirse libremente en matrimonio, de la misma manera puedan también 
dar por terminada la vinculación.  
2.1.2. La situación económica y los conflictos sociales 
En materia económica, Arequipa se benefició notablemente con las exportaciones de lanas 
al exterior. La región del sur del país, se había ido integrando gracias a la construcción del 
ferrocarril del sur, inaugurado en 1871, donde además de Arequipa, cobraron nueva vida las 
ciudades de Puno y Cuzco. La producción de lana se concentró en Puno, y Arequipa fue la 
que controló la exportación de este producto gracias al referido ferrocarril y al control sobre el 
puerto de Mollendo. Las condiciones favorables del mercado de lanas hicieron que muchos 
hacendados incrementasen sus propiedades a costa de las tierras comunales. Algunas 
propiedades indígenas fueron asaltadas y absorbidas por las grandes haciendas. Ello provocó 
una serie de revueltas indígenas entre 1900 y 1920. La más conocida fue la de 1915 liderada 
en el Altiplano por el sargento mayor del ejército Teodomiro Gutiérrez Cuevas, conocido 
como «Rumi Maqui». Su movimiento exigió la devolución de todas las tierras a los indígenas 
para restaurar el Tahuantinsuyo.93 Todas estas rebeliones fueron sofocadas por la fuerza.  
Lo anterior fue un factor que acrecentó la preocupación por los grupos sociales 
marginados o menos favorecidos de nuestra sociedad, y, en consecuencia, el pensamiento 
marxista fue acogido por algunos intelectuales arequipeños. Las luchas sociales se expresaron 
en la huelga de los obreros del ferrocarril por mejoras salariales en 1902; el mitin popular de 
1905; la realización de la primera huelga universitaria de la Universidad San Agustín en 1907; 
las celebraciones de las fiestas del Trabajo, el 1 de mayo de 1906 y los años siguientes; y 
finalmente se realizó un movimiento popular en enero de 1915.94 En el plano intelectual, 
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Francisco Gómez de la Torre, quien fuera un importante abogado, figura destacada del sector 
liberal de aquella época y quien llegó a ocupar el cargo de Rector de la Universidad de San 
Agustín, pronunció una conferencia el 1° de mayo de 1906, por el día del trabajo, titulada 
«Algo sobre el Socialismo», de la que señala Jorge Luis Cáceres Arce que «sorprende porque 
en esa época ya revelaba conocer el materialismo dialéctico de Carlos Marx»95; también se 
publicó un discurso de Max Guinassi Morán, considerado el primer marxista arequipeño. Max 
Guinassi Morán, perteneciente al Partido Liberal, expuso el 1 de mayo de 1908, ante el Centro 
Social Obrero, el primer tomo de «El Capital» y destacaba su pertinencia para los trabajadores 
que lo escuchaban, pues ya se estaban dando en nuestro país las secuelas negativas de la 
industrialización. «Luego de proclamar que el socialismo era el ideal de los trabajadores, 
Guinassi invocaba que los patrones y obreros regularan sus conflictos, e instaba a los 
trabajadores a que eligiesen parlamentarios socialistas».96 El movimiento obrero adquirió más 
fuerza con el estallido de la Revolución Rusa en 1917, impulsando paros y huelgas a nivel 
nacional que lograron en 1918 la ley que protegía a las mujeres y niños trabajadores, y en 
1919 fijar la jornada laboral en 8 horas. 
2.1.3. La prensa escrita: escenario de debate por las ideas 
En las primeras décadas del siglo XX hubo un importante auge del periodismo en todo el 
país, siendo considerado como una de las mejores épocas de la prensa nacional.97 En la ciudad 
de Lima se pueden mencionar entre los diarios más destacados de esa época a «El Comercio» 
y «La Prensa», fundados en 1839 y 1903, respectivamente; y, entre las revistas, «Prisma», del 
año 1905; «Amauta», de 1926; «Colónida», de 1916; y «Mercurio Peruano», de 1918. Cada 
uno, además, con una postura política o ideológica bien definida que buscó difundir en la 
sociedad y conseguir así la adhesión de los lectores simpatizantes con esa posición.98 El rol 
asumido por la prensa escrita fue cada vez más relevante al punto de llegar a tener injerencia 
en el curso político de nuestro país. Esto pudo verificarse en el segundo gobierno de José 
Pardo, quien a pesar de sus esfuerzos por mantener un clima democrático, fue duramente 
enfrentado por la oposición del Parlamento, y lo propio por la prensa, «[…] siendo en este 
                                                          
95 Cáceres Arce, Jorge Luis, Francisco Mostajo: El Liberalismo y su Trascendencia Histórica en Arequipa, 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas de la Universidad Católica de Santa María, XXXVII Aniversario, 
Arequipa 1998, p. 31. 
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97 Gonzales Alvarado, Osmar, ob. cit., p. 23. 
98 Ibidem, p. 24. 
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caso “El Tiempo” el periódico más activo y el que en opinión de algunos preparó la caída del 
presidente».99 
Fuera de la capital de la República, en la ciudad de Arequipa, se vivió también en el 
cambio de siglo un destacado desarrollo intelectual expresado en gran medida en la prensa 
local. Un rasgo particular de la producción periodística arequipeña fue que el carácter 
aguerrido o levantisco que se capitalizó en las revueltas que corrieron a lo largo de todo el 
siglo XIX, se fue expresando con mayor notoriedad en los periódicos aparecidos en las 
últimas décadas del siglo XIX y las primeras del XX. Las publicaciones de este periodo 
asumieron un marcado propósito político o ideológico. Dentro de esta prensa se encontraba 
por ejemplo «El Ariete» fundado por los líderes del grupo liberal, Mariano Lino Urquieta y 
Francisco Mostajo, que se publicó entre 1901 y 1911, y que fue durante esa década vocero de 
las ideas anticlericales. El lado conservador estuvo también representado por medios 
periodísticos: «La Voz del creyente» de 1847, «La Verdad» de 1848, «Arequipa Católica» de 
1867, y «El Deber» de 1890.100 
Uno de los temas que generó encendidas discusiones en las primeras décadas del siglo 
XX, por su trascendencia en la configuración de la sociedad, fue la promoción y posterior 
implantación del divorcio vincular en el país. El debate sobre el divorcio fue ocasión para que 
las publicaciones periodísticas defendieran y difundieran entre el público lector sus 
preferencias. La incorporación del divorcio en nuestra legislación civil puede colocarse dentro 
de una serie de cambios vinculados entre sí en los que la Iglesia Católica fue perdiendo 
injerencia dando lugar a una mayor presencia del Estado. La posibilidad de contemplar el 
divorcio en nuestra legislación representaba un cambio profundo en la concepción de la 
familia peruana. La razón fue que hasta su promulgación en 1930 imperaba en nuestro país el 
matrimonio religioso católico, sacramental, de carácter indisoluble. Esta unión, considerada 
sagrada por los católicos, no podía por tanto romperse aunque mediara el común deseo de las 
partes. La composición de la familia descansaba en este principio de indisolubilidad con lo 
que se garantizaba la persistencia del vínculo matrimonial y el desarrollo de la familia, con la 
incorporación de los descendientes, todo esto dentro de un marco de protección legal. En 
consecuencia, el divorcio absoluto no podía entrar en nuestra legislación sin que levantara 
encendidos debates que se verificaron en el Parlamento Nacional, en el mundo académico 
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universitario –especialmente con tesis dedicadas al tema para obtener el grado de abogado–, y 
en la prensa escrita de todo el país. 
En Arequipa sobresalieron, por su prestigio e impacto en la sociedad local y regional, dos 
periódicos que participaron activamente en este importante debate: el diario «El Deber», 
defensor del vínculo matrimonial, en consecuencia, refractario al divorcio; y de otro lado, la 
revista «El Derecho», boletín del Colegio de Abogados de Arequipa, en cuyas páginas se 
escribió para promover el matrimonio civil y el divorcio absoluto para todos los peruanos. 
Ambos medios escritos fueron los abanderados de cada una de las posturas señaladas, 
caracterizándose por su inflexibilidad en el asunto debatido.   
 
2.2.  «EL DEBER»: DIARIO CATÓLICO  
2.2.1. Situación de la prensa católica en el Perú 
Después de la Guerra con Chile hubo un renacer de la prensa católica en Lima y algunas 
provincias del país. En 1884, apareció en la capital peruana, «La Revista Católica» –que se 
había publicado originalmente en Arequipa– y duró hasta 1906. La única otra publicación 
católica en Lima que alcanzó el mismo nivel de prestigio fue «El Buen Público», órgano de la 
Unión Católica, que tuvo vida entre 1896 y 1912. Luego, en 1913, se fundó en su lugar «La 
Unión». Tuvo una vigencia de solo dos años, siendo reemplazada por «La Nueva Unión», 
también de corta duración. En 1918 se fundó «La Tradición» bajo la inspiración de Mons. 
Emilio Lissón, Arzobispo de Lima. Mantuvo una vida precaria hasta mediados del Oncenio. 
En opinión del sacerdote e historiador Jeffrey Klaiber, en general, «estos últimos periódicos, 
“La Unión”, “La Nueva Unión” y “La Tradición”, cuyo volumen no pasaba de un promedio 
de cuatro páginas, representaban una merma en el periodismo católico»101. 
En 1891 apareció «El Amigo del Clero», órgano oficial de la Arquidiócesis de Lima, que 
hasta el último número en 1968 fue una de las fuentes más importantes de noticias mensuales 
acerca de la Iglesia limeña. En la misma época aparecieron también otras numerosas revistas, 
de calidad variada: «La Rosa del Perú» (1886-1967), de los Dominicos; «Los Principios» 
(1900-1902), publicación de la Juventud Católica del Perú; el «Hogar Cristiano» (1908-1910), 
«Revista de los Sagrados Corazones» (1907) y «Las Florecillas», de los Franciscanos 
Descalzos. La revista católica de más alto prestigio fue sin duda «El Mercurio Peruano», 
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fundada por Víctor Andrés Belaúnde en 1918. Fue la expresión más importante del 
pensamiento católico en el campo de las humanidades hasta su extinción en 1978. 
«La Revista Católica», «La Tradición», «El Amigo del Clero» defendieron la 
intangibilidad del matrimonio sacramental. En ese sentido, «abundaban en notas editoriales en 
las que se alertaba a los creyentes contra los “perniciosos” avances de masones, 
librepensadores y estudiantes progresistas».102 Cabe destacar también en la ciudad de Lima, 
que «El Comercio» si bien no se trata de un periódico confesional, sin embargo tuvo entre sus 
filas al periodista Gonzalo Herrera, miembro de la Unión Católica, quien atacó el proyecto de 
ley y defendió las observaciones del Ejecutivo.103 
En provincias las otras diócesis también promovieron sus propios órganos de publicidad: 
en 1900 se fundó «El Estandarte Católico» en Ayacucho; en 1923 «El Heraldo» de Puno y en 
1919 «El Diario del Cusco», que fue dirigido por muchos años por el canónigo Hernando 
Vega Centeno. En Arequipa, el portavoz del Círculo Católico de Obreros, «La Colmena», 
salió entre 1920 y 1940. Ninguno de estos periódicos se comparaba, sin embargo a «El 
Deber» de Arequipa por su calidad y longevidad y por el lugar especial que ocupaba en el 
periodismo regional.104  
2.2.2. El Decano de la Prensa del Sur 
 a. Historia de «El Deber» 
«El Deber» fue considerado el vocero de la Iglesia Católica en Arequipa. Fundado el 3 de 
octubre de 1890 por el sacerdote José María Carpenter Aponte –quien llegó a ser obispo 
auxiliar de Lima– y un grupo de laicos pertenecientes a la orden de San José –hermandad 
creada por el mismo Carpenter–, dejó de publicarse en 1962, sobresaliendo entre los 
periódicos de mayor influencia en la sociedad arequipeña. Rodolfo A. Gómez, uno de sus 
redactores, cita a la Revista limeña «Rumbos», que en su N° 55 de fecha 6 de noviembre de 
1934, dedicó un artículo elogiando a este periódico: «La fundación de EL DEBER, de ese 
gran diario arequipeño, Decano de la Prensa del Sur, data desde el año de 1890 (31 de 
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Octubre), en que un grupo de notables arequipeños decidió fundar un órgano católico de 
publicidad, que fuera vocero y sostén de tan noble causa».105 
El primer director de «El Deber» fue Abraham de Vinatea y contó con la colaboración de 
los señores Carlos Rubén Polar, Juan Manuel Polar y Emilio Santistevan. Asumieron luego el 
cargo de dirección del periódico: Adolfo Chávez; José Miguel de Rosa, quien sería luego 
Presidente del Tribunal de Justicia de Arequipa; el sacerdote Francisco Rubén Berroa; Rubén 
Bustamante; Isaac Cáceres Bedoya; Domingo Gómez; Mons. Juan Gualberto Guevara, 
posterior Arzobispo de Lima y primer Cardenal del Perú. «El Deber» tuvo siempre un 
estrecho vínculo con la Iglesia local que venía ya garantizado desde la misma dirección del 
diario, lo que marcó el perfil de las noticias que éste informaba. La tendencia de «El Deber» 
fue la de oponerse a iniciativas que pudieran alterar el orden ya establecido. En ese sentido, su 
postura pasó por defender los derechos de la Iglesia Católica en el ámbito público de la 
sociedad, con el respaldo constitucional que garantizaba la protección a la Iglesia. Consagró 
su existencia a este propósito, asumiendo sobre todo valores morales y religiosos recurrentes 
en sus argumentaciones, para apelar a la conciencia de los laicos católicos, en defensa de la 
doctrina cristiana. Podemos adelantar, que esta actitud de «El Deber» lo hacía particularmente 
receloso de opiniones divergentes, y a propósito de nuestro tema de investigación, no hubo en 
«El Deber» ningún artículo favorable al divorcio o al matrimonio civil. Tuvo una posición de 
total intransigencia, expresada en un lenguaje muchas veces punzante contra quienes 
promovían ideas opuestas a las suyas.    
Fue en el editorial del diario donde regularmente se expresó la causa a la cual servía.106 
Ahí se manifestaba la opinión del diario como tal; es decir, más que el parecer de una persona 
en particular, eran todos los que laboraban en este medio quienes se consideraban un solo 
cuerpo defensor de los intereses de la Iglesia. Rodolfo A. Gómez –quien fuera redactor de «El 
Deber» en dos etapas: la primera de 1926 a 1949, y la segunda de 1961 a 1962– recordaba: 
«Eran los tiempos de auténtico periodismo. El Director consultaba antes a todo el personal de 
Redacción y de esa reunión, permítasenos la frase, nacía el Editorial, que trasuntaba la 
opinión unánime de quienes trabajamos en el gran vocero católico».107 El mismo periodista 
comentaba: «… pude identificar mis ideas con las sustentadas por ese vespertino, siguiendo 
las huellas trazadas por mi antecesor, que le tocó actuar en época de mayor lucha, de casi 
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intransigencia ideológica, pero cuyos sentimientos al lado de Cristo jamás abandonamos los 
hombres que actuamos en ese gran diario».108 Aquí destacamos la referencia que hacía el 
periodista sobre la «época de mayor lucha, de casi intransigencia ideológica» que le tocó vivir 
a su padre, que suponemos anterior a 1926, año en que comenzó a trabajar como redactor 
Rodolfo A. Gómez. 
Entre los redactores que tuvo «El Deber», cabe señalar el nombre de Pedro José Rada y 
Gamio por la función política que ejerció durante el Oncenio de Leguía y su defensa del 
carácter indisoluble del matrimonio ante el Congreso. Fue diputado por Arequipa entre 1919 y 
1923 y senador de la República entre 1929 y 1930. Presidió la Cámara de Diputados de 1921 
a 1922. Como diputado fue uno de los principales opositores a la dación de la ley sobre 
divorcio, y «El Deber» fue un constante difusor y promotor de su acción política. Llegó a ser 
alcalde de Lima en 1922; y ocupó los cargos de ministro de Fomento y Obras Públicas, 
ministro de Gobierno y Policía, ministro de Relaciones Exteriores y presidente del Consejo de 
Ministros, todos estos ministerios encargados durante la presidencia de Leguía. A propósito 
de su desempeño en estos cargos, como canciller, suscribió el Tratado de 1929 con Chile, 
conocido como el «Tratado de Lima» poniendo fin a la cuestión de Tacna y Arica: retornando 
la primera al Perú y quedando la segunda como territorio chileno. 
El diario tuvo momentos de mucha agitación. En general, «El Deber» se entendía a sí 
mismo como el blanco de los ataques de la prensa contraria a las posturas católicas, por lo que 
se concebía en lucha, en un constante batallar.109 Quienes atacaban a «El Deber», y quienes 
fueron también los receptores de sus propias críticas fueron los liberales, los que en sus 
propuestas progresistas se contraponían a los intereses del lado conservador. Estos primeros 
lustros del siglo XX vieron surgir nuevamente el enfrentamiento entre liberales y 
conservadores. Cabe precisar que la Iglesia católica no se oponía en principio al proceso de 
modernización del país, sin embargo, miraba con recelo los presupuestos de este proceso en 
cuanto que estaba influenciado por los principios positivistas, con una concepción inmanente 
de la realidad, que no tenía en cuenta lo trascendente o religioso.110 Por eso, la preocupación 
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de la Iglesia, que «El Deber» representó con una postura de mayor intolerancia a los cambios 
de los nuevos tiempos. 
«El Deber» no pretendió en ningún momento ser complaciente con las ideas del 
contrario. Fustigó, sin cansancio, cualquier iniciativa del bando liberal, así como lo que 
estuviese vinculado a este sector. Un caso que ilustra esto, fue que el segundo gobierno de 
José Pardo fue duramente criticado por «El Deber», como puede leerse en el siguiente párrafo 
de un editorial titulado «El régimen civil-liberal»: «Régimen pardista, significa gobierno sin 
presupuesto, dilapidación de los dineros fiscales, desorganización del ejército, desarme 
completo, errores diplomáticos, dictadura administrativa; y el alma de este régimen, el 
instrumento de este oprobioso gobierno, ha sido el partido liberal».111 
En relación a esta oposición al gobierno de José Pardo, asumió «El Deber» un apoyo 
entusiasta a la candidatura y presidencia de Augusto B. Leguía. «El Deber» comunicaba las 
noticias que llegaban desde Lima preparando el recibimiento de un autoexiliado Leguía «[…] 
anunciando los grandes preparativos que hay en los puertos de tránsito, para recibir 
dignamente al ilustre ex-mandatario del Perú»112, expresando así su propia preferencia política 
por el candidato Leguía por las palabras que hemos colocado en cursivas. En consecuencia, 
delataba las acciones de los opositores: «Algunos agentes del bloque y de ciertos círculos 
políticos contrarios a Leguía que preparaban en la sombra una manifestación adversa, han 
desistido de su propósito, ante la aplastante fuerza de la opinión que le rodea 
unánimemente».113 Fue una constante el reproche al gobierno de Pardo, que «[…] ha sido 
aciago para la causa del catolicismo peruano», así como su abierto respaldo al ex presidente 
Leguía. Por eso, «El Deber» declaró su posición ante la presentación de dos candidatos para 
las elecciones de 1919: por un lado se encontraba Antero Aspíllaga, «impuesto por el 
gobierno del señor Pardo» y del otro, Augusto B. Leguía, «apoyado en la casi unanimidad de 
los ciudadanos»114, y «El Deber» preguntó: «En esta circunstancia precisa ¿Cuál es el deber de 
los católicos? ¿Quedar indiferentes? No. Sería un crimen social»115, para decir a continuación: 
No queda pues otra disyuntiva que apoyar con toda entereza la candidatura del señor 
Leguía, que aparte de ser popular, su triunfo es garantía para la causa católica. En los 
cuatro años de su gobierno pasado no tuvimos ni una sola molestia, ni discusión 
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religiosa. Esto es lo que perseguimos los católicos, que se nos deje libertad de acción; 
que no se nos perturbe en el legítimo ejercicio de nuestras creencias seculares.116 
El principal valor que destacaba «El Deber» sobre la posible presidencia de Leguía era 
que garantizaba la causa católica. Por encima de cualquier otra consideración, «El Deber» 
perseguía que desde el gobierno se respetasen los intereses de la religión católica, por lo que 
su adhesión política quedó así expresada. Apeló siempre al deber de los católicos para que a 
su vez se acoplasen a su propuesta. El lenguaje manifestado no deja dudas de que fue uno de 
sus principales recursos para lograr sus propósitos. A todo esto, Leguía no dejó pasar la 
oportunidad de estrechar sus vínculos con la Iglesia Católica, esperando conseguir una mayor 
legitimidad en una sociedad mayoritariamente católica como la peruana. 
Consideró «El Deber» que su labor periodística fue más ardua, precisamente, por tratarse 
de un diario católico:   
Recia es la labor del periodista y más aún la del periodista católico. (…) Si para todo 
periódico hay dificultades y tropiezos, para la hoja católica estos se le multiplican y 
agigantan. Basta que lleve el nombre de tal para que los otros, los del bando contrario 
le hagan una guerra tenaz, manifiesta o solapada. Ante el solo mote de católico, miran 
de soslayo al periódico, lo prejuzgan, lo tildan, sus artículos pierden la mitad de su 
valor y a su criterio se tacha de estrecho y apasionado, sin más razón que porque sí, 
porque es católico.117 
Efectivamente, su estrecha vinculación a la Iglesia y a las ideas conservadoras, hizo de 
este periódico el centro de los ataques de la prensa liberal arequipeña. Guillemette Martin 
recogió algunas de estas expresiones lanzadas contra «El Deber» como «La Voz del Pueblo» 
y «El Zurriago», aparecidos ambos en 1901: «La Voz del Pueblo describe por ejemplo El 
Deber como un “diario infame”, cuando El Zurriago lo califica de “madriguera de los lobos 
rapaces e insectos ponzoñosos [que] se cubren con la piel de corderos inmaculados, siendo 
chacales voraces y sanguinarios».118 
Haber asumido la causa católica, significó para «El Deber» dar a conocer a la sociedad 
todos aquellos acontecimientos eclesiales que podrían estar vinculados con hechos ocurridos 
en la ciudad de Roma, corazón del catolicismo, o con la misma Iglesia nacional y local. Pero 
más importante aún, implicó asumir una actitud combativa en defensa de la doctrina cristiana. 
Es así que comenzó el año 1919 lamentándose de sucesos acaecidos en 1918, en el que 
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«[…] la vida política, llena de vicisitudes, ha corrido lánguida, desorientada y banal para el 
país, en el año que acaba de sepultarse en el abismo del tiempo».119 La razón de esto fue que  
Los políticos y representantes de un pueblo culto y católico, han convulsionado el país 
con proyectos de ley, que llevan en línea recta a la barbarie del paganismo y de la 
molicie musulmana, y en sus desplantes de legisladores, han pisoteado las flores 
delicadas, que perfuman el hogar cristiano, que se conserva inocente y puro, cuando 
en su seno, se refrenan los bajos apetitos y los desbordes de la concupiscencia.120 
Aquí es oportuno hacer notar lo que representaba el catolicismo para la sociedad peruana, 
que «El Deber» asociaba a un «pueblo culto», contraponiéndolo a la «barbarie del 
paganismo» y a la «molicie musulmana». Hubo una preocupación por salvaguardar lo que el 
catolicismo había aportado a nuestra civilización y «El Deber» alertó contra los intentos de 
atacar esto, acusando que volveríamos a una etapa de paganismo, sinónimo de barbarie. Lo 
que para unos podía significar un progreso, para «El Deber» representaba un retroceso. No se 
planteaba la posibilidad de discutir o reflexionar sobre los roles del Estado y de la Iglesia en 
la sociedad, sino, reiteramos, sostener lo ya obtenido por la Iglesia y garantizado por las leyes.  
Teniendo en cuenta lo anterior, es que «El Deber» expresaba su honda preocupación por 
lo que en 1918 estaba sucediendo, que afectaba a la educación y a la familia. Sobre lo 
primero, se había impulsado una reforma educativa en el país con el objeto de abolir la 
enseñanza religiosa en los colegios de instrucción media;  
Según el criterio de esos señores, la religión es algo que está de más en el mundo, un 
sistema de principios que para nada sirve, y que por lo tanto debe proscribirse de las 
escuelas. A tanto ha llegado, ó pretende llegar la cultura entre nosotros, que lo que se 
quiere es tener jóvenes estudiantes que sepan mucho de artes, letras ó ciencias, pero 
que en materia de moralidad y de religión caminen desorientados y condenados a tener 
de estas dos bases de todo perfeccionamiento individual una supina ignorancia.121 
En cuanto a lo que afectaba a la familia, en el mismo año, aprobó la Cámara de Senadores 
un proyecto de ley que buscó establecer el matrimonio civil y el divorcio absoluto. Es así que 
1918 significó para «El Deber» el inicio de una verdadera cruzada por la que consideraba 
justo no ceder porque estaba en juego la familia constituida sobre la base del matrimonio 
sacramental católico. 
Para el año que nos ocupa, 1918, «El Deber» se encontraba bajo la dirección del 
sacerdote y abogado Francisco Rubén Berroa y Bernedo, quien lo dirigió durante once años, 
desde 1911 hasta 1922, año en que fue nombrado obispo de Huánuco, diócesis que ocupó 
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hasta su designación como obispo de Ica en 1946. Al año siguiente de su salida del diario, en 
1923, asumió la dirección el también sacerdote Juan Gualberto Guevara, cargo que ejerció por 
más de veinte años, hasta que fue consagrado obispo de Trujillo en 1943. Posteriormente fue 
designado Arzobispo de Lima y primer Cardenal del Perú. Cabe destacar que en el tiempo de 
debate en relación al divorcio y otras iniciativas que afectaban las relaciones del Estado con la 
Iglesia católica, el diario estuvo bajo la dirección de los dos sacerdotes que luego fueron 
designados para ocupar sedes episcopales. En esto puede reconocerse que tuvieron una 
gestión destacada en la dirección de «El Deber» en cuanto a la defensa y promoción de la 
doctrina católica, así como también a la buena gestión del diario. Rodolfo Gómez recordaba, 
por ejemplo, la capacidad periodística de Juan Gualberto Guevara, así como su talento 
organizador y habilidad para sacar adelante el diario en momentos de crisis: 
En momentos cruciales de la vida de “El Deber” afrontó situaciones de verdadero 
peligro. Basta con recordar el asalto de talleres y redacción al iniciarse la revolución 
de Sánchez Cerro. Todo parecía indicar que el gran diario católico estaba condenado a 
desaparecer, pero felizmente no fue así. Mons. Guevara, muy querido por la sociedad 
de Arequipa, consiguió dinero por doquiera; no sólo para reparar máquinas y enseres, 
sino para atender al sostenimiento de redactores, empleados y obreros.122  
Además de los dos clérigos ya mencionados, añadimos la figura del obispo de Arequipa, 
Mons. Fr. Mariano Holguín, quien ocupó la sede episcopal arequipeña durante casi toda la 
primera mitad del siglo XX, desde 1906 hasta 1945, llegando a ser el primer arzobispo de la 
ciudad al ser ésta elevada al rango de Arquidiócesis en 1943. Monseñor Holguín «…fue brazo 
derecho de “El Deber”, porque tenía auténtica conciencia de lo que valía ese vocero y de la 
necesidad imprescindible de ayudarlo en toda forma».123 Tuvo una acción apostólica muy 
activa contribuyendo a la creación de la Acción Católica en todo el Perú, y en Arequipa el año 
1925, y fundó, también, los Círculos Católicos de Obreros en 1896.  
b. Noticias informativas sobre el divorcio 
Por tratarse de un diario, «El Deber» pudo informar con mucho detalle todo el desarrollo 
de lo que en definitiva llevó a que se introduzca el divorcio en el Perú. Comunicó el avance 
de este proyecto de ley, desde su debate y aprobación en la Cámara de Senadores primero, lo 
propio en la Cámara de Diputados, para luego ser observado por el presidente Leguía, hasta 
finalmente ver su promulgación definitiva en 1930.  
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El 9 de setiembre de 1918, «El Deber» publicó un editorial que llevó por título «El 
divorcio absoluto» en el que expresó desde el inicio su rechazo al proyecto de ley:  
En efecto, nuestras leyes contemplan el matrimonio de los católicos y el de los no 
católicos; de consiguiente respetan los principios según la conciencia. Si el proponente 
hubiera pedido que el matrimonio de los no católicos que se celebra ante el Alcalde se 
pueda disolver por divorcio absoluto, claro está que, aunque repugne la teoría, habría 
consecuencia en la manera de legislar; pero pretender que los católicos se sujeten a esa 
ley, es violentar sus principios, querer que practiquen lo que no aceptan en principios, 
y que reprueban y condenan en su conciencia.124 
En estas líneas quedaba trazada la actitud del diario, que incluso no dejó de expresar su 
rechazo al divorcio en los matrimonios de los no católicos, por más que hubiera obtenido 
reconocimiento en la legislación nacional. Las expresiones fueron contundentes y así fue la 
tónica durante esos años. Se rechazaba con fuertes calificativas lo contrario a las propuestas 
de «El Deber», así como también se hacía constante alusión a la conciencia de los católicos.    
El 1 de octubre de 1918 comunicó como noticia de «Última hora» la aprobación de la ley 
sobre matrimonio civil y divorcio que se había dado el día anterior, presentando una síntesis 
del proyecto:  
… la Cámara aprobó la ley, cuyos artículos y prescripciones, en síntesis son estos: 
En el artículo primero se establece que para que el matrimonio produzca en los que se 
casen sus efectos civiles, debe celebrarse en la forma fijada en la ley de 2 de 
Diciembre de 1897125. 
Los párrocos pastores o sacerdotes que hagan sus veces exigirán antes de proceder a la 
ceremonia del matrimonio religioso, el certificado de haberse formalizado el civil. 
Sufrirán la pena de arresto mayor los sacerdotes que casen sin este requisito 
indispensable e ineludible. 
En el segundo se establece que en los juicios de divorcio y de nulidad de matrimonio 
conocerán los tribunales civiles, sustanciándolos por los trámites fijados para los 
juicios de menor cuantía. 
En los tres artículos siguientes se determinan las reglas que deben observarse después 
de la declaración del divorcio.126 
En el proyecto salta a la vista la propuesta de sancionar con pena de arresto mayor a los 
sacerdotes que celebrasen un matrimonio sin el requisito previo del matrimonio civil. Si bien 
los puntos del proyecto eran discutibles, resultaba un exceso la propuesta de sancionar 
penalmente a los sacerdotes que no actuasen según la norma. Téngase en cuenta, además, que 
por muchos años venía operando precisamente lo contrario, es decir, que el matrimonio 
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celebrado ante el clérigo, bajo las normas del Concilio de Trento, recibía luego 
reconocimiento civil y así surtía efectos en nuestra sociedad. Se evidenciaba, en este punto 
sobre todo, que había detrás de la norma una fuerte carga ideológica, que es lo que 
denunciaba «El Deber», y por eso también el fuerte rechazo de la Iglesia peruana, que no 
podía dejar de ver en esto un carácter de persecución. 
Al día siguiente de haber publicado esta noticia, «El Deber» dio a conocer las reacciones 
generadas en la población limeña, haciendo patente sobre todo que «la ley del divorcio 
absoluto tan intempestiva y sorpresivamente sancionada antier en el Senado, ha indignado 
grandemente a todos los católicos de esta capital, que son la mayoría, quienes muy luego 
formalizarán una protesta enérgica para impedir que pase a la cámara de diputados, y se le 
acepte también».127 Informó de la protesta del Arzobispo de Lima, Mons. Emilio Lissón, 
quien se presentó ante el presidente de la República, José Pardo y Barreda, entregándole un 
memorial firmado por el mismo Arzobispo, el clero y muchos católicos donde dejaron 
expresado su rotundo rechazo al proyecto.128 Este memorial señalaba en sus conclusiones que 
Todas las disposiciones en el proyecto de ley aprobado por el Congreso además de ser 
anticonstitucionales, son opuestas a las enseñanzas de la doctrina católica; en 
consecuencia, es un deber imperioso declarar categóricamente ante Ud. Señor 
presidente, que para cuando llegue el caso de aprobarse la ley, cumpliremos con 
nuestro deber de católicos y sufriremos los arrestos y además las penas que quisieran 
imponernos. 
En los días sucesivos publicó «El Deber» diversos telegramas que fueron llegando de 
todas partes del país, en protesta contra la ley de matrimonio civil. Los telegramas que 
llegaron de la misma ciudad de Arequipa correspondían al obispo, al clero, al Partido Católico 
y a grupos de señoras católicas de la ciudad;129 hubo telegramas del Círculo de Obreros 
Católicos;130 un telegrama desde Mollendo que llegó a «El Deber» para que lo publique, 
firmado por el párroco Arenas;131 etc. De esta manera, «El Deber» fungió como espacio 
natural al alcance de personas particulares y asociaciones católicas que quisieron expresarse 
públicamente contra el proyecto de ley.  
Otros telegramas reproducidos también por «El Deber», fueron enviados directamente a 
Lima como por ejemplo, los remitidos por algunas asociaciones de fieles católicos como la 
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Hermandad de señoras del Señor de la Sentencia –que en el telegrama indicaba estar 
conformada por dos mil asociadas–; y por los Caballeros de la Hermandad del Señor de la 
Sentencia –integrado por mil miembros–; ambos telegramas dirigidos al Presidente de la 
República,132 esperando que influyera en la Cámara de Diputados, y advirtiendo que «vendrá 
conflicto nacional». Otros telegramas fueron dirigidos al Arzobispo de Lima en manifestación 
de adhesión. «El Deber» reforzaba, con todas estas publicaciones y de ser el caso, señalando 
el número de personas que se manifestaban, la actitud de rechazo de la sociedad arequipeña, 
mayoritariamente católica, que no pretendía abstenerse de emitir su opinión al respecto.  
Asimismo, informó sobre las acciones de diversos grupos de personas que se 
manifestaron contra este proyecto: de la Unión Católica de señoras de Lima;133 de la Unión 
Católica de caballeros de Lima;134 sobre una reunión que sostuvieron el nuncio apostólico, 
Mons. Lorenzo Lauri y el presidente José Pardo;135 la protesta del clero de Arequipa ante el 
Prefecto de la ciudad;136 etc.  
Por otro lado, el 7 de octubre de 1918, «El Deber» compartió la noticia que en Lima 
había aparecido un diario católico llamado «La Tradición», reemplazando a «La Unión», en 
cuyo primer artículo editorial se «[…] condena con energía la ley del divorcio absoluto y los 
males que traería a la nación».137Y en el editorial que apareció un día después, el 8 de octubre 
de 1918, se lamentó «El Deber» por la respuesta del presidente Pardo a los requerimientos del 
obispo, el clero, señoras e instituciones católicas de Arequipa. Expresó su decepción en 
cuanto que «en el presente caso, el presidente se ha cruzado de brazos», para decir luego que: 
«Nosotros hubiéramos deseado otra actitud más noble y más digna del Sr. Pardo; 
desgraciadamente su contestación le es muy desfavorable, no corresponde a las justas 
esperanzas que en él tenían fincadas los católicos y por ello protestamos».138  
La protesta de «El Deber» fue también contra el senador por Arequipa, Mariano Lino 
Urquieta (1865-1920), médico nacido en Moquegua, que tuvo una vida política muy activa, 
habiendo sido elegido diputado (1908-1912) y senador (1917-1919) representando a la ciudad 
de Arequipa. Según el parecer de «El Deber», Urquieta actuaba más por un afán anticlerical: 
«Pero la explicación lógica de todo esto es que el senador, desgraciadamente, no es ni legista 
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ni canonista, y en materias religiosas, con tal que dé contra la verdad católica, él se encuentra 
en su elemento».139  
Finalmente, cuando el asunto ya estaba siendo discutido en la Cámara de Diputados, 
escribió en un editorial contra dicha Cámara:  
Asuntos de esta naturaleza, por su trascendencia, por los graves problemas que entran 
y por su resonancia en el campo del hogar doméstico y de la sociedad en general, 
deben ser tratados maduramente consultando todas sus consecuencias y escuchando 
los sanos consejos que sobre este particular tiene formulados la autoridad legítima en 
la materia que es la Iglesia y la experiencia de lo acontecido en otros países. 
Pero por desgracia, parece que no es este el espíritu que informa los procedimientos de 
los representantes que en diputados quieren a toda costa dar a la nación la disociadora 
luz del divorcio absoluto. Allí impera la precipitación y el atropello, ni más ni menos 
que como se ha procedido todas las veces que en el Parlamento nacional se ha dado 
alguna ley vejatoria de los derechos de la Iglesia.140 
El reclamo que se deja ver en estas líneas estaba en no considerar a la Iglesia en la 
reflexión sobre el matrimonio, teniendo en cuenta que hasta ese momento era la Iglesia quien 
tenía injerencia sobre aquél. Se presentaba una constante del malestar que expresaba el diario: 
que estaba afectándose los derechos de la Iglesia. «El Deber» estuvo convencido de que esta 
iniciativa del divorcio absoluto respondía a la política liberal de secularizar el país y, en 
consecuencia, atentar contra la Iglesia Católica. En el editorial del 2 de octubre de 1918 
señaló: “Los liberales están en su hora. La noticia no nos ha causado ninguna sorpresa. Ya 
sabíamos que dada la forma como están constituidas las cámaras cualquier proyecto 
atentatorio a los fueros de la Iglesia tendría su aprobación».141 
c. Llamada a la participación política de los laicos 
«El Deber» escribía para los católicos, éstos conformaban su público lector, y a ellos se 
dirigió continuamente para que tomaran conciencia de lo que ser católico implicaba. No dudó 
en llamar la atención de todos los católicos a manifestarse contra esta norma que directamente 
afectaba la creencia en un matrimonio canónico e indisoluble de los que profesaban la misma 
fe católica. Les achacó, además, que si las ideas liberales habían ganado terreno en nuestro 
país, en buena cuenta se debía a su inacción política: 
Una vez más llamamos la atención de los católicos para que se convenzan por 
experiencia propia hasta donde ha llevado su prescindencia en política, hasta formar 
cámaras legislativas, compuestas de un elemento liberal que tiene creencias opuestas a 
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la de sus comitentes y que en su afán de reformadores serán los imitadores 
irresponsables de todo lo que ha desprestigiado a la Europa entera: la lucha 
religiosa.142 
A pesar de lo afirmado en las líneas precedentes, debemos indicar que sí había una 
presencia pública activa de los católicos arequipeños143, lo cual puede afirmarse al constatar la 
existencia de diversas asociaciones de laicos católicos: «La Sociedad Católica Peruana 
Departamental de Arequipa» (fue instalada en 1868 y al parecer dejó de funcionar luego de la 
guerra con Chile), «La Hermandad del Señor San José» (fundada en 1873 y que tuvo como su 
último presidente al Sr. Abraham de Vinatea elegido en 1900), «La Unión Católica» que será 
continuada su labor por «La Acción Católica» (fundada en 1925). Sobre la primera se puede 
decir que fue en su tiempo la asociación católica más importante a nivel nacional. Aunque no 
se tenga fecha cierta de su fundación, en la instalación del Consejo Central en Lima, en agosto 
de 1888, se hace mención a que la iniciativa de fundar «La Unión» salió de Arequipa. Y sobre 
«La Acción Católica» nuevamente la primera ciudad que la promovió fue la ciudad del Misti, 
iniciándose el 4 de octubre de 1925 (adelantándose en 10 años a su aparición oficial en todo el 
país) siendo su principal impulsor el padre Juan Gualberto Guevara. La labor de estas dos 
instituciones estuvo dirigida a la formación intelectual de sus miembros, la evangelización y 
catequesis, y la ayuda a los más pobres; además, se apoyaron en la prensa católica para 
promover su trabajo, especialmente en «El Deber» y también tuvieron labores de índole 
político. 
Sin embargo, por su parte, los liberales más radicales de ese tiempo también estuvieron 
muy activos en dar a conocer sus ideas y políticas. En ese sentido, entendía «El Deber» que 
era una época particularmente agitada, de intensa «lucha religiosa», por lo que exhortaba a 
que los católicos tuvieran una aún mayor participación en la esfera pública del país, y 
exhortaba a la acción política porque desde este ámbito se estaban tomando decisiones que 
afectaban a la sociedad entera.  
«El Deber» tuvo incluso una postura más radical en este punto expresándose en 
desacuerdo con el arzobispo de Lima, Mons. Emilio Lissón. El 26 de setiembre de 1918, «El 
Deber» publicó un editorial titulado «Los católicos y la política». Ahí señalaba que el 
Arzobispo de Lima había dicho que el partido católico «no existe en la Arquidiócesis», y 
efectivamente, no existía allí, en Lima, por cuanto no llegó a organizarse; pero lo que llamaba 
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la atención «El Deber» era que esa afirmación no se extendía a considerar que no existiera el 
partido católico en todo el Perú. A continuación sostuvo sobre Mons. Lissón:  
Este prelado dice que «es opinión suya que los católicos como católicos no 
intervengan en política». Bien; opinión suya es y muy respetable, desde luego, pero 
nada más que opinión suya. El Iltmo. Sr. Lissón ha considerado oportuno que la 
Arquidiócesis no actúe en política por tales o cuales circunstancias, sus razones tendrá 
para ello, pero esta actitud, lo repetimos, no destruye el principio general marcado por 
la Santa Sede en estos últimos tiempos.144  
Y citando las enseñanzas de los últimos Papas, León XIII y Pío X, «El Deber» 
conminaba a los católicos arequipeños a la participación política. Ambos papas tuvieron una 
especial preocupación por la acción de los católicos en la esfera pública, así puede leerse la 
encíclica de León XIII «Sapientiae Christianae» de 1890, sobre los deberes de los ciudadanos 
cristianos; y también la encíclica de Pío X «Il fermo proposito» de 1905, sobre la Acción 
Católica en Italia. Sin embargo, vale la pena acotar que dentro de estas encíclicas papales no 
hay una directriz explícita que proponga la formación de partidos políticos católicos, 
interpretación que sí asume «El Deber» a diferencia del arzobispo de Lima. 
d. Cómo deben pensar y conducirse los católicos en relación al divorcio 
«El Deber», vocero de la Iglesia Católica, se sintió siempre en la obligación de educar la 
conciencia de todos los católicos. Por eso, ante la pregunta planteada ¿qué debe pensar el 
católico del matrimonio civil? respondió sin titubeos:  
Debe pensar lo mismo que piensa acerca de él el Papa y la Iglesia. Pues bien, el Papa 
ha hablado muy claro y muy terminante. Pío IX en una alocución en el consistorio de 
1852 dijo: Que la unión entre el hombre y la mujer fuera del Sacramento, aun bajo 
cualquier formalidad civil o legal no es otra cosa que aquel concubinato torpe y 
violento condenado de tantos modos por la Iglesia.145 
Para mayor contundencia afirmó: «No puede existir entre cristianos en virtud de un 
contrato un matrimonio verdadero».146 Añadió lo que la Iglesia ha dicho y debe ser aceptado 
por todo fiel laico: «El matrimonio civil nada vale. Por sí solo no es más que una fornicación 
autorizada por la ley. Sólo es verdadero el matrimonio de Cristo».147 La constante de «El 
Deber» fue recurrir a este tipo de argumentaciones, es decir, citar a la autoridad eclesiástica 
para que se adecúe la conducta de los fieles a lo dicho por la Iglesia.    
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La preocupación de «El Deber» para que los católicos actúen conforme a sus principios 
pasó por presentar una «Norma de conducta» donde quedarían establecidos sin titubeos los 
criterios que debían prevalecer:  
El matrimonio, como simple contrato natural, es indisoluble por Derecho Natural. 
El matrimonio, como Sacramento, es indisoluble por expresar ordenación divina. 
- El católico que apela al divorcio absoluto y vuelve a casarse es un Apóstata. 
- El divorciado, que viviendo su consorte, vuelve a casarse, comete adulterio. 
- El divorciado que se casa, no se casa, sino que se amanceba. Vive en punible y 
dañada unión. 
- El divorciado, mientras viva su cónyuge, no puede volverse a casar católicamente; 
sólo podrá casarse civilmente y para ello necesita declarar que no pertenece a la 
Unión católica, esto es, la apostasía pública. 
La gente honrada, la gente que se estima, la gente que tiene dignidad y decoro, no 
puede ni debe cultivar relaciones sociales con personas amancebadas y que llevan 
mala vida.148  
«El Deber» desempeñó cierta función de ente normativo de la vida social de los católicos. 
Las palabras resaltadas, al ser colocadas en itálicas por el mismo periódico, evidencian su 
intención de impactar en la conciencia del pueblo católico y de cuál debía ser su manera de 
proceder. El diario solía hacer uso de este lenguaje más condenatorio, con expresiones como 
«apóstata», «adulterio», «amanceba», «punible y dañada unión». Hemos precisado la 
preocupación de la Iglesia por los cambios de tinte laicista que se estaban introduciendo en la 
vida de los peruanos. El lenguaje de «El Deber» no es sino expresión de la manera de 
manifestarse de ciertos sectores conservadores en aquéllos primeros años del siglo XX. 
Resaltamos este aspecto porque hubo un cambio que va a experimentar la Iglesia en todo el 
mundo a partir del Concilio Vaticano II –iniciado en octubre de 1962 y concluido en 
diciembre de 1965–. El Papa que lo convocó e inauguró, Juan XXIII, sostuvo en la ceremonia 
de Apertura del Concilio, en relación a los errores doctrinales que habían sido condenados a 
lo largo de la historia de la Iglesia: «Siempre la Iglesia se opuso a estos errores. 
Frecuentemente los condenó con la mayor severidad. En nuestro tiempo, sin embargo, la 
Esposa de Cristo prefiere usar la medicina de la misericordia más que la de la severidad».149 
Esto trajo una renovación importante para la Iglesia, que se verificó también en un lenguaje 
de mayor tolerancia y apertura al diálogo que de condenación a las ideas contrarias. 
Coincidentemente, sin que haya una vinculación, «El Deber» dejó de publicarse en 1962, año 
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en que se daba inicio al Concilio. Hubiera sido de mucho interés para nuestro análisis conocer 
cuál hubiera sido la reacción del periódico ante los nuevos tiempos que estaba viviendo la 
Iglesia. 
e. Participación del público católico 
«El Deber» fue el espacio natural para que el público participara expresando su opinión 
en contra del divorcio. Uno de estos artículos que publicó llevó por título: «La voz del 
pueblo» que es firmado al final por: «LOS AREQUIPEÑOS». En esta nota se escribió: «Para 
colmo de tantos sufrimientos, los Padres de la Patria,… se ensañan todavía contra nosotros, 
atacando nuestros sentimientos religiosos, la paz de nuestros hogares y el porvenir de nuestros 
hijos con sus proyectos de matrimonio civil y divorcio absoluto que harán abandonar, por el 
más fútil pretexto, el esposo a la esposa y ésta a su marido para formar familia extraña que 
luche con la primera y legítima».150 Que sea firmado esta nota con el seudónimo “LOS 
AREQUIPEÑOS” hace pensar en cómo la identidad del arequipeño ha estado definida 
también por el catolicismo, y que «El Deber» quería valerse de este sustrato católico para 
continuar bregando en su lucha.  
El religioso fr. Ángel Urbina aprovechó por su parte la tribuna de este diario para 
publicar el 29 de enero de 1920: «El Divorcio absoluto en el Perú. Es abominable y 
abominado por la buena sociedad».151 Afirmó aquí que «… el divorcio vincular o absoluto en 
el Perú, es una anomalía, un despropósito, una ley enteramente fuera de lugar». Dio peso a su 
argumentación atestiguando que habiendo recorrido el país no ha encontrado que sea 
costumbre el divorcio, sino por el contrario, «… quizá no hay otra idea y convicción más 
arraigada en el pueblo peruano, que la indisolubilidad del matrimonio y de que nada repugne 
tanto nuestra sociedad como la poligamia, aunque sea aparentemente legal, y que les causa a 
todos insuperable repugnancia y asco supremo la poliandría».152 Desde el título de este 
artículo quedaba en evidencia la tónica de lo que desarrollaría. Puede entenderse de los 
adjetivos utilizados que la «buena sociedad» es la sociedad católica que repugna el divorcio. 
La última frase que reproducimos llama particularmente la atención para darnos luces de la 
situación de la mujer en la sociedad peruana, porque lo que muestra el autor es que generaba 
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mayor rechazo la situación de la mujer con varios matrimonios, pero no dice nada sobre el 
hombre casado más de una vez. 
El 3 de setiembre de 1920 publicó «El Deber» unas «Reflexiones» que aparecen firmadas 
bajo el seudónimo «ESPADA». En estas reflexiones quien escribe se lamentó primero de la 
poca resistencia de la población a este proyecto de ley. Pero especialmente se enfocó en el 
daño moral que el divorcio había causado en los países donde se aprobó, «[…] 
comprometiendo la estabilidad de la familia, a tal punto que los sociólogos se han preocupado 
con detención del asunto; pues la disminución de la natalidad era alarmante».153 Mencionó 
algunos ejemplos de lo que había ocurrido en países como Francia, Bélgica, Suiza, Italia. Y 
finalmente, acusó a la masonería de ser la principal causante de la situación que se vivía en el 
Perú.154 Sobre el particular, algunos autores consideraban también a los masones como grupo 
activo detrás de todas las iniciativas legales que hemos mencionado buscando desvincular a la 
Iglesia Católica de sus espacios de trabajo e influencia. El motivo fue que el divorcio se 
presentó también como una ocasión de lucha ideológica. El historiador jesuita Jeffrey Klaiber 
acusaba a los masones y liberales de la expulsión de los miembros de la Compañía de Jesús el 
año 1886. En relación a la aprobación del matrimonio civil para los no católicos en 1897, el 
arzobispo de Arequipa, Mons. Juan Ambrosio Huerta, se pronunció defendiendo la 
indisolubilidad del matrimonio católico y criticando sobre esa medida que a su parecer no era 
más que «[…] una burda imitación de un progreso, que a todas luces era condenable»;155 
advirtiendo, además, del hecho «[…] que los masones estaban detrás de todo, pues en su 
diócesis, La Gran Logia del Perú estaba propagandizando conferencias al respecto».156 
 
2.3. EL DERECHO: ÓRGANO DEL COLEGIO DE ABOGADOS DE AREQUIPA 
2.3.1. Los Colegios de Abogados y las revistas jurídicas 
Sobre el divorcio, cabe señalar que el debate en el ámbito jurídico fue siempre intenso en 
toda sociedad donde se implantó esta figura, por lo que Héctor Cornejo afirma que «no es 
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preciso, para comprobarlo, sino revisar la nutrida literatura jurídica que se ha formado en 
torno al problema, la cuidadosa exposición de razones que en la legislación de todos los 
países ha precedido a la adopción de un criterio divorcista laxo o restrictivo, y el crecido 
número de argumentos que se ha vertido en un sentido o en otro por ilustrados juristas».157  
En relación a «El Derecho», esta revista se circunscribió dentro de una importante 
producción hemerográfica en materia legal que se gestó en las provincias del Perú durante las  
primeras décadas del siglo XX. Lo que tienen de particular estas revistas es que tuvieron su 
origen en los gremios de abogados que comenzaron a institucionalizarse en Colegios. 
Destacaron dos revistas pioneras en este campo: «El Debate Judicial. Órgano del Ilustre 
Colegio de Abogados del Cuzco», fundado en 1897, que fue la primera publicación en el 
mundo jurídico; y, años después, en Arequipa, el ya referido «El Derecho. Órgano del Ilustre 
Colegio de Abogados», creado en 1914, reconocido por la calidad de sus artículos y su larga 
duración en el tiempo. En los años siguientes fueron apareciendo publicaciones pertenecientes 
a los respectivos gremios de abogados de las provincias: en 1915, apareció «La Revista del 
Derecho», un nuevo boletín del Colegio de Abogados del Cuzco, que reemplazó a «El Debate 
Judicial»; en 1918, «El Derecho» de Ayacucho; en 1924, «La Revista Jurídica» de Trujillo; en 
1926, «El Foro de Ancash»; en 1927, «La Revista Judicial», de Puno; en 1929, «La Revista 
Jurídica» de Cajamarca; en 1935, «El Foro» de Chiclayo; y en 1940, «El Derecho», editado 
por el Colegio de Abogados de Junín. 
La aparición de estas revistas, a pesar de los obstáculos económicos que debían asumir 
afectando la periodicidad de sus publicaciones, ha sido apreciada «en tanto que voceros de los 
intereses gremiales, ponían a sus afiliados al tanto de la marcha de los respectivos 
Colegios»158; pero, más importante aún, «fungían de verdaderas revistas de doctrina, en las 
que se albergaban tesis universitarias, artículos de doctrina, ensayos y hasta iniciativas 
legislativas»159. En ese sentido, estas revistas «servían como poderosos vehículos de opinión 
del foro citadino y regional»160. En cuanto a los asuntos que fueron materia de análisis por 
parte de estos boletines «… abundan los pronunciamientos relativos a acuciantes temas 
sociales, tales como cuestiones de Derecho Laboral, contratos agrícolas, la condición del 
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indio o la legalización del divorcio».161 Se generó de esta manera una valiosa producción 
intelectual jurídica en las primeras décadas del siglo pasado, por lo que Ramos Núñez llegó a 
sostener que «… las revistas legales de provincias asoman como fuentes invalorables para 
reconstruir el estado del pensamiento legal en el interior del país».162  
Estas revistas especializadas propiciaron la publicación de artículos en la línea de 
promoción del divorcio, ésta fue su nota característica. La primera revista jurídica de 
provincia en publicar sobre el tema fue «El Debate Judicial», del Cuzco, en la que apareció un 
artículo anónimo titulado «Legislación civil» del año 1905.163 Siguiendo en la ciudad de los 
Incas, el jurista y magistrado puneño José Frisancho Macedo, entonces vocal de la Corte 
Superior y años después presidente de la Corte Suprema, publicó en 1921, otro artículo bajo 
el nombre «La ley de divorcio», en el que elogiaba al presidente uruguayo José Battle 
Ordóñez por haber implantado el divorcio vincular el 26 de octubre de 1907 para la nación 
uruguaya; e hizo también referencia al proceso de reformas a la ley de divorcio revisando las 
leyes del 11 de julio de 1910 y la famosa ley del 9 de setiembre de 1913, que concedía a la 
mujer el derecho a repudiar al marido sin expresión de causa alguna (que apuntaba también 
Francisco Mostajo para incorporarlo en nuestra legislación). A juicio de Frisancho, «la ley de 
divorcio absoluto encarna un principio de justicia». El profesor universitario César A. Muñiz 
publicó, a su vez, un militante artículo: «El divorcio y sus efectos en el nuevo Código civil». 
Otro autor cuzqueño fue Francisco Ponce de León, quien escribió un luminoso trabajo titulado 
«Divorcio. El mutuo disenso». En este, cuestiona una ejecutoria suprema del 8 de julio de 
1936, inserta en la Revista de los Tribunales n.° 254, que, al interpretar el Código Civil, 
consideró que no se podía por mutuo disenso obtener directamente el divorcio si antes no se 
había conseguido la separación de cuerpos».164 
2.3.2. «El Derecho» y su posición favorable al divorcio 
«El Derecho» fue el órgano oficial del Colegio de Abogados de Arequipa. Apareció 
como una revista mensual el 1 de julio de 1914, siendo ese año decano del Colegio el 
Dr. Francisco Gómez de la Torre, quien escribió en su primera edición un artículo titulado 
«Moral profesional» en el que justificó la aparición de la revista: «[…] el Colegio de 
Abogados ha creído necesario tener un periódico que sirva de órgano de publicidad de sus 
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ideas, anhelos y labores y en el que, a la vez, se inserten producciones científicas, destinadas a 
robustecer los conocimientos de los profesionales, y transcripciones que le sean útiles para el 
mejor ejercicio de su ministerio social».165 Los periódicos más importantes de la época 
saludaron con agrado la aparición de esta revista:   
Notas de saludo aparecieron en los periódicos locales La Bolsa, El Deber, El Pueblo y 
El Sur. El diario La Bolsa señalaría que el flamante órgano «[…] viene a satisfacer 
hoy una verdadera necesidad, tiempo ha sentida [sic.] en Arequipa, dada la 
importancia que ha adquirido nuestro foro»; mientras que El Pueblo comentaría que su 
aparición «será de gran aliento para los profesionales que dedican su vida a las batallas 
de la idea».166 
La historia de esta revista se ha dividido en tres etapas: la «etapa inicial» abarca desde su 
fundación en 1914 hasta 1939; la «etapa moderna», corre desde el año 1939 y llega al año de 
1970. Y, finalmente, la «etapa contemporánea», desde 1970 hasta la actualidad. En la etapa 
inicial dominó el pensamiento liberal, debido a que sus principales colaboradores fueron 
exponentes de estas ideas, sobresaliendo la figura de Francisco Mostajo. Nos dice Antero 
Peralta Vásquez: 
…en la historia antigua de “El Derecho” sobresalen tres nombres… Me refiero a 
Francisco Gómez de la Torre que, como pensador macizo, escritor preciso y 
doctrinario alerta, puso la nota majestuosa y serena de su claro espíritu ático en los 
primeros 24 tomos de la revista; a Emilio Luis Gómez de la Torre que, como hombre 
de mentalidad práctica y jurista ciento por ciento, se constituyó en el mentor asiduo de 
las secciones de legislación, jurisprudencia de los tribunales y doctrina estrictamente 
jurídica; y a Francisco Mostajo que, como irrecusable teórico del liberalismo 
arequipeño, escritor de fuste, polémico acerbo, de prosa restallante y orador fogoso, 
llevó al periódico las vibraciones del nervio cívico y los resabios del mitin y la 
barricada. Tres nombres que demandan la gratitud eterna del Colegio.167 
En esta primera etapa la publicación de la revista fue sobre todo mensual, convirtiéndose 
después en una revista de aparición bimensual, trimestral, semestral, bianual y anual. Al ser 
una revista especializada en temas jurídicos, los principales lectores de la revista fueron los 
propios abogados de la ciudad, que conforme a una lista que apareció en el primer número de 
la revista, llegaban a cuarenta y seis.168    
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La historia de «El Derecho» está íntimamente vinculada a la vida del Colegio de 
Abogados de Arequipa. Éste se había fundado el 30 de julio de 1911,169 siendo elegido como 
su primer decano, el Dr. Andrés Meneses. En 1918, actuando como decano el Dr. Emilio 
Gómez de la Torre, el Colegio de Abogados prestó un amplio apoyo al proyecto de ley sobre 
matrimonio civil y divorcio absoluto, presentado en la Cámara de Senadores. Esta decisión 
fue respaldada por otros Colegios del país;170 y por su parte, Francisco Mostajo, 
desempeñándose también como decano del Colegio a partir de agosto de 1919, defendió esta 
posición asumida el año anterior. El apoyo referido al proyecto de ley se entendía, en el 
contexto que se ha explicado, como un respaldo ideológico a las nuevas ideas de 
secularización de ciertas instituciones, como los cementerios, el registro civil o el matrimonio. 
Las iniciativas liberales en Arequipa, plasmadas en un programa descrito líneas arriba en este 
mismo capítulo, tenían el propósito de lograr, además de una serie de derechos laborales, 
conseguir para el país la instauración del matrimonio civil y divorcio; es decir, que esto 
último entraba en un conjunto de propuestas de reformas sociales impulsadas por el bando 
liberal del país.171 
Consecuentemente, «El Derecho» se expresó en concordancia con la actitud asumida por 
el propio Colegio de Abogados, al punto que no es posible encontrar un solo artículo en la 
revista que sea contrario al divorcio, pudiendo deducirse que «… una suerte de censura en 
contra parece haber predominado».172 Ramos Núñez señala una influencia de las ideas 
liberales en el pensamiento jurídico expresado en los artículos de «El Derecho»:  
La conexión entre el pensamiento liberal y el derecho privado asoma con absoluta 
claridad en las páginas de El Derecho. Entre los años 1914, año de la fundación de la 
revista, y 1930, cuando se dicta la ley de la materia, e inclusive años después, hacia 
1936, cuando entra en vigencia el nuevo Código Civil, el pensamiento jurídico 
mistiano que se manifiesta en esta revista se convertirá en una caja de resonancia de 
las convicciones libertarias y secularizadoras de Mostajo y de los juristas que se 
aglutinaban en torno a él.173 
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Además de los artículos que se analizarán más adelante de la autoría de Francisco 
Mostajo, otros autores que compartieron la misma tendencia favorable al divorcio encontraron 
cabida en la revista arequipeña. Incluso Ramos Núñez sugiere que estos trabajos fueron 
probablemente solicitados por el mismo Mostajo. Esos otros autores fueron Manuel J. 
Bustamante de la Fuente, político y jurista, tenaz partidario del divorcio absoluto quien 
sustentaría una propuesta legislativa sobre el divorcio; Sixto Morales, a su vez, redactaría 
unos comentarios; Arturo P. Linares haría lo propio; y José Simón García escribiría «El 
divorcio». Desde Lima, un catedrático de San Marcos, Plácido Jiménez, manifestaría su 
conocida postura «divorcista» en las páginas de «El Derecho», y de la ciudad del Cusco, el 
profesor César A. Muñiz, también escribió examinando la ley de divorcio por mutuo disenso, 
que se aprobó el año 1934.174 
2.3.3. Francisco Mostajo (1874-1953) 
Personaje destacado de la ciudad del Misti, su vida se desarrolló en la primera mitad del 
siglo XX. Mostajo fue un hombre de amplia cultura: periodista, abogado, poeta, maestro, 
historiador, caudillo liberal. Guillermo Zegarra describe el ambiente en que crece y madura 
este pensador, siendo una sociedad tradicional, de una fe católica profundamente arraigada, qy 
que por lo tanto, «el pensador de mente despejada, el escrutador de nuevas ideas y doctrinas, 
el militante de credos, distintos al católico, no tenían cabida en ese ambiente».175 
Como líder del grupo liberal arequipeño, tuvo una participación sobresaliente junto a 
Mariano Lino Urquieta en la formación del Partido Liberal, que tuvo constantes 
enfrentamientos con las posturas conservadoras de la época. «Su principal colaboración al 
Partido liberal Independiente, consistió en la elaboración del famoso programa que contenía 
avanzados planteamientos referidos a asuntos sociales, agrarios, de la reforma de la estructura 
del Estado, sobre descentralización administrativa y normas legales vinculadas a la libertad de 
cultos y al divorcio».176 
Su faceta como periodista fue tan prolija que «difícil será encontrar un solo órgano de 
prensa, sin la colaboración o la dirección suya. Su pluma era ágil, briosa, docta, pródiga y 
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adaptable a las circunstancias».177 En todas esas publicaciones quedaba plasmado siempre su 
ideario político, muchas veces con tono satírico o confrontador:  
Francisco Mostajo fue uno de los grandes periodistas de este tipo de prensa a veces 
satírica, a veces partidaria, pero siempre crítica: entre las numerosas publicaciones 
creadas por Mostajo o con su colaboración, podemos mencionar El Carnavalón, 
periódico satírico liberal anuncian claramente su orientación anticlerical, o El Ariete, 
órgano del Partido Independiente dirigido por Lino Urquieta, y cuyo primer número es 
una clara llamada a la renovación política.178 
Mostajo actuó como director de «El Derecho» desde 1916 hasta 1920, y en los años 
1932, 1934 y 1938, y en buena cuenta se debió a su pluma el prestigio que rápidamente ganó 
la revista, como se aprecia en el juicio del Dr. Guillermo Romero, calificando a «El Derecho» 
de esa época como la mejor revista de su clase en el Perú.179 En las Bodas de Plata de la 
revista, se tributó homenaje a su gran impulsador en reconocimiento a su labor de tantos años 
al frente de su dirección. En el discurso de agradecimiento, el homenajeado recordó las 
grandes luchas que en el campo jurídico libró el órgano del Colegio de Abogados:  
Nuestra revista… libró campañas indeclinables por las altas manifestaciones jurídicas, 
cerniéndose sobre lo casero y concitándose muchas veces el ceño adusto del poder. 
Me bastará recordar sus actividades resueltas por la efectividad del HABEAS 
CORPUS, por la implantación del matrimonio laico y el divorcio vincular, por la 
promulgación del Código de Procedimientos en materia criminal y por la derogatoria 
urgente de la Ley de Emergencia.180 
Cuando hacíamos referencia a la intransigencia ideológica de «El Deber», de igual 
manera puede afirmarse la inflexibilidad de esta revista en el ámbito jurídico. Mostajo 
reconocía el valor de las «campañas indeclinables» emprendidas por la revista jurídica dentro 
de las cuales se encontró la implantación del matrimonio laico y el divorcio vincular. 
Tampoco permitió «El Derecho» posiciones intermedias o neutras en sus artículos, sino que 
asumió una posición férrea en la pluma de Mostajo, aunque revestida siempre de un mayor 
tinte jurídico. 
2.3.4. Tres artículos sobre el divorcio aparecidos en «El Derecho»181 
En 1918, Mostajo dedicó tres artículos a la discusión que sobre el divorcio se había 
iniciado. Estos artículos aparecieron en las ediciones de agosto, setiembre y diciembre de 
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178 Martin, Guillemette, ob. cit., p. 100. 
179 Zegarra Meneses, Guillermo, ob. cit., p. 258. 
180 Arce Espinoza, Mario Rommel, ob. cit., p. 272.  
181 Estos tres artículos escritos por Francisco Mostajo se ofrecen como Anexos al final de este trabajo. 
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aquel año. Luego de estas publicaciones, el escritor no escribió en «El Derecho» otro artículo 
sobre el tema discutido sino hasta después de que el divorcio vincular sea introducido 
definitivamente en nuestra legislación en 1930.  
Es preciso hacer notar que, por tratarse de una revista, fue posible que se escribieran 
artículos con una mayor extensión y así las ideas podían articularse también con mayor 
elaboración y profundidad. Así, por ejemplo, a diferencia de «El Deber» que escribía sus 
artículos editoriales en pequeños párrafos, «El Derecho» tuvo mayor amplitud en sus páginas. 
Mostajo no desaprovechó este factor para poder exponer con profusión las razones que 
consideraba necesarias para la modificación de nuestra legislación en derecho de familia. El 
autor no mencionó en ninguno de esos tres artículos algún diario o revista en particular que 
defendiera postulados opuestos a los suyos; sin embargo, sí fue reiterada su referencia al 
elemento religioso-conservador como el principal obstáculo para la dación de la reforma tan 
deseada por él. En la presentación de sus argumentos si bien no mencionó a «El Deber», 
portador del estandarte católico, podremos ver más adelante que los razonamientos que 
Mostajo procuró responder se encontraban claramente delineados en el diario católico. 
a. Agosto de 1918 
Este primer artículo se publicó luego de que se hubiera presentado el proyecto de ley 
sobre el divorcio pero previo a su aprobación por el Senado. Mostajo fue un fiel exponente 
del positivismo jurídico y apoyado en los presupuestos de esta doctrina es que no encontraba 
razones que se opusieran a la instalación del divorcio, a no ser, solamente cuestiones prácticas 
vinculadas con la situación de la cónyuge y los hijos. «Solo es dable hacer partería alrededor 
del divorcio en el terreno del derecho positivo»,182 afirmaba, y, en consecuencia, el proyecto 
del senador Urquieta solo debía ser examinado en este terreno y en ningún otro. Señaló que se 
formulaban contra el proyecto meras razones religiosas.183 Criticó así que nuestro régimen 
familiar estuviera dominado por dos fuertes «fetichismos»: el concepto romano y el prejuicio 
medieval.184 Debido a estos dos criterios dominantes fue que Mostajo consideró que para que 
                                                          
182 El Derecho, Año V, T. V, N° 39 Ago. 1918, aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, Tomo 3, 
Compañía Cervecera del Sur del Perú, 2002, p. 64. 
183 «Contra el divorcio absoluto no cabe otro reparo que el religioso, reparo que, si pudo ser atendido en las 
épocas Comte calificaría de teológicas, ahora, que la solución científica es la única que puede imperar en los 
campos ajenos a lo incognoscible y al misterio, ya es infantil, o quizás senil, el formulario». Ibidem, p. 68. 
184 «Aquel [el concepto romano] domina tan absolutamente que aún hace de la patria potestad un cúmulo de 
derechos en vez de un cúmulo de obligaciones y de la mujer una capitis disminutio en vez de una personalidad 
integral. Y este [el prejuicio medieval] campea tan a sus anchas que aún mantiene el estigma canónico sobre los 
hijos naturales y sanciona la indisolubilidad sacramental en la institución del matrimonio, que solo es 
vinculación contractual». Ibidem, p. 64. 
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el divorcio «…devenga en ley hay que librar la lucha por el derecho no solo en la palestra 
jurídica, que es la única que le es propia, sino también en la palestra religiosa».185  
Un razonamiento contra el divorcio defendía que no era factible su implantación puesto 
que la mayoría del país era católica y no sería jurídica una norma que fuera contra las 
convicciones de esa mayoría, a lo que respondió Mostajo: «En el fondo, este argumento 
redúcese a desconocer la índole contractual, enteramente civil, de la institución del 
matrimonio, índole que le es intrínseca, y a sólo reconocerle el carácter religioso que le dejó 
el ceremonial de otras épocas y que le es, por tanto, extrínseco».186 Le quitó peso a esa 
pretensión de una mayoría católica, diciendo que se trataba más de una «masa neutra». Atacó 
también la idea de que el legislador debía ser la voz de la mayoría del espacio geográfico que 
lo eligió. Para ello afirmó que un representante nacional no es apoderado de un núcleo 
demográfico, y que la función del legislador, en consecuencia, es saber captar el «ambiente 
nacional» que no necesariamente se desenvuelve en función de la mayoría. 
Un defecto que no dudó en señalar del proyecto de ley del senador Urquieta es que no 
hubiera tenido en cuenta la existencia del artículo 156 del Código Civil vigente187. Es que para 
Mostajo mientras subsistiera ese artículo «… no podría establecerse el divorcio para los 
matrimonios que se contrajesen bajo de él, sin que la ley se contradijera a si misma 
lamentablemente».188 Porque la lógica era que este artículo seguía considerando el matrimonio 
como un sacramento y por lo tanto, siendo así, se debían aceptar las consecuencias que de 
esto se derivaban, como lo era la indisolubilidad del vínculo. Ir contra esto significaría una 
«disparidad jurídica»189, «antidemocrática»190, «anárquica»191, «socialmente inmoral»192. Y a 
continuación señaló lo que resume su propuesta:  
Antes de introducir en nuestra legislación el divorcio o al mismo tiempo que se le 
implante, es imprescindible llevar a cabo, porque es reforma básica, esta laicalización, 
consagrando en la ley únicamente la índole contractual de las nupcias, dejando para el 
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fuero interno el carácter religioso que quiera dárseles, extendiendo, en resumen, a la 
totalidad de casos las leyes del matrimonio civil.193     
Otra deficiencia señalada por Mostajo al proyecto de Urquieta fue que no estableció 
cuáles eran los casos en que el divorcio procedía y cuáles serían sus formalidades procesales 
específicas. Aportó aquí el jurista: «Quizá, por ejemplo, sería conveniente prescribir que la 
acción de divorcio no podrá incoarse a raíz de que se produzca la causal, sino después de 
transcurrido cierto tiempo, porque nunca la termalidad de la pasión recién ebullida es buena 
consejera».194 
Criticó también que nuestra legislación sancionara la separación de cuerpos y no 
contemplara el divorcio absoluto, porque a su juicio las consecuencias de la primera eran más 
nefastas social y familiarmente que las del segundo. Porque la separación de cuerpos «es 
como una autorización legislativa para el adulterio…»195 y «… los cónyuges separados, sin 
poder unir legalmente su suerte a otra suerte, tienen que buscar, por imperiosas leyes 
biológicas, la satisfacción de sus necesidades sexuales y afectivas por sobre la mística mentira 
convencional de la indisolubilidad en vínculo el terreno donde el hogar que cada uno levante 
tendrá el estigma social de lo ilícito y el estigma legal de lo delictuoso».196 En cambio, el 
divorcio absoluto zanjaría esta situación permitiendo «que los nuevos hogares, donde quizá 
more la felicidad que en el otro rompió sus alas, construyan en el campo de lo lícito y lo 
jurídico».197 
b. Setiembre de 1918  
Este segundo artículo fue más breve que el anterior. Comenzó augurando una pronta 
aceptación del proyecto de ley: «(…) muy en breve en nuestro derecho positivo el matrimonio 
será una institución puramente civil y el divorcio revestirá su verdadero carácter jurídico».198 
El proyecto que estaba siendo discutido en la Cámara de Senadores no tenía las propuestas del 
proyecto original del que ya Mostajo había señalado algunas deficiencias:  
Este otro proyecto confirma los reparos que a vuela pluma hicimos al inicial, que en 
verdad mostraba deficiencia básica, forma no jurídica e incompletud. Y decimos que 
los confirma porque ha salvado el primero consagrando como punto de partida la 
laicalización del matrimonio, ha hecho desaparecer el segundo articulado 
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codificadoramente sus disposiciones y ha remediado el tercero estatuyendo las 
causales, el procedimiento y las medidas conexas con éste.199 
Para luego dar su punto de vista en cuanto a la penalización propuesta para los párrocos 
que celebren el matrimonio religioso sin haber solicitado antes el registro del matrimonio 
civil: «Y, aunque somos partidarios de que la consagración civil del matrimonio debe 
prevalecer sobre toda otra, creemos que quizá, para privar a la curia de un argumento 
efectista, habría sido de consejo práctico no imponer por ahora penalidad a los párrocos que 
inviertan el orden de aquellos términos».200 
A Mostajo no le parecía un exceso o una injusticia que la norma penalizara a los párrocos 
que no procedieran conforme a las disposiciones señaladas por el proyecto de ley. Sin 
embargo, más por cuestiones prácticas, pedía una mayor cautela y sugería como pasos a 
seguir que en primer lugar el matrimonio civil vaya incorporándose en la costumbre del país y 
que recién luego se debía incluir la ley penalizadora. De paso, consideró Mostajo que así se  
quitaba cualquier afán de «mártires» a los eclesiásticos que incumplieran la norma. Tuvo el 
jurista una marcada perspectiva anticlerical, que fue una nota característica de los liberales 
arequipeños de este periodo de tiempo, que podemos deducir de su conformidad con la pena 
de cárcel para los párrocos que no celebren el matrimonio con el requisito previo de estar 
casados civilmente, donde además no cuestiona por qué solo merecerían esta pena los 
párrocos, es decir los sacerdotes católicos, y no tendrían también responsabilidad los mismos 
esposos que contraen el matrimonio, siendo precisamente ellos las partes interesadas y 
celebrantes del mismo.  
Como Mostajo no veía razones jurídicas para no permitir la incorporación del divorcio 
absoluto en nuestra ley, entendía que la oposición –además de las razones religiosas 
mencionadas en el artículo anterior– se escudaba más en la falta de idoneidad con las 
condiciones del Perú. Incluso, a juicio de Mostajo, el Arzobispo de Lima sí aceptaría la 
reforma… en teoría, pero que la encontraba inadaptable a la realidad peruana. En 
consecuencia, se planteó la pregunta: «¿Por qué el matrimonio civil i [sic.] el divorcio 
absoluto no son adaptables a las condiciones del país?».201 Luego de unas reflexiones hizo una 
afirmación contundente: «Adaptable al país es el divorcio por la sencilla razón de existir en el 
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país, como en cualquier otro, los motivos generadores de la ruptura matrimonial, las 
situaciones de hecho que ésta produce i [sic.] el cortejo de males que de ella se derivan».202   
c. Diciembre de 1918 
A este tercer artículo sobre el divorcio, Mostajo le dedicó casi igual extensión que al 
primero. Inició criticando las estadísticas. Sostenía nuestro autor que quienes defendían la 
indisolubilidad indicaban con cifras cómo había aumentado el número de rupturas del vínculo 
matrimonial en países donde se había aprobado el divorcio, lo cual era una evidencia para 
ellos de un lamentable aumento de inmoralidad en dichas sociedades. Mostajo respondió: 
Lo que no se ve, en el caso propuesto, es que ese mayor número de disoluciones 
matrimoniales obedece a que los hogares infelices, donde la ley consagra el divorcio 
absoluto, como en Francia, encuentran modo legítimo de poner término a su 
infelicidad y hacen naturalmente uso del remedio legal, que les posibilita licitud de 
situación, mientras que donde la ley no consagra el divorcio absoluto, como entre 
nosotros, no encontrando ese modo legítimo o remedio legal, prefieren muchos de 
aquellos hogares permanecer en el potro de su desventura a transformar ésta, con la 
simple separación de lecho y habitación, en lo azaroso de una situación anómala, 
generadora de otras situaciones ilícitas.203  
Quiere decir que el divorcio absoluto no hacía otra cosa que exteriorizar y hasta remediar 
lo que ya estaba roto, puesto que muchas veces la simple separación dejaba ocultas estas 
situaciones. Otro punto que discutió fue la situación de la mujer. Se decía que con el divorcio 
absoluto el hombre haría lo que quisiera perjudicando por sobre todo a la cónyuge. Para 
Mostajo este argumento se presentaba de mala fe, porque el divorcio «… más que del 
hombre, salvo el caso de adulterio de la mujer, es amparo de ésta».204 
Desarrolló luego una detenida argumentación desde el punto de vista de la Iglesia. 
Comentando a san Agustín, expuso en varios puntos cómo el tema del divorcio siempre había 
sido un asunto difícil de determinar, y que por más que los elementos conservadores 
contemporáneos hayan presentado la «indisolubilidad del vínculo» como algo que desde el 
principio y en todo momento hubiera estado unánimemente definido, en realidad no había 
sido así en la historia de la Iglesia. Desarrolló en varios puntos estos hechos que según dice 
«…atestigua la historia y que consigna cualquier tratado de Derecho Canónico, si es 
honrado».205 Comenzó haciendo referencia a la respuesta que dio Cristo en el evangelio de 
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Mateo ante la pregunta del repudio y el divorcio, y, luego, cómo se fue entendiendo esto de 
distintas formas por algunos padres de la Iglesia, concilios, príncipes cristianos, etc. Luego de 
exponer estos puntos dijo:  
Si nuestra pluma los ha enumerado, no es por darles el mérito que les daría la 
ortodoxia en cuanto cuadrarse a su dogmatismo, pues para el dilucidamiento de la 
cuestión del divorcio en sí, nos es indiferente que la iglesia pensara o procediera en tal 
o cual forma, sino simplemente como denuncio de que a los creyentes, para que la 
fuerza que incide en su ánimo no sufra titubeaciones, se les oculta las humanas 
contingencias de la que se dice prescripción divina: no fue todo tan parejo que no 
hubieran brincos.206  
A pesar de lo dicho por Mostajo en esta última referencia, la doctrina común de la Iglesia 
Católica ha sido siempre la de defender la indisolubilidad del vínculo matrimonial. Como 
ejemplo histórico muy recordado, se encuentra la pretensión del Rey Enrique VIII de 
Inglaterra de anular su matrimonio con Catalina de Aragón, que al no encontrar la aceptación 
del Papa, rompió las relaciones con la Iglesia Católica, declarándose él mismo cabeza de la 
Iglesia en su país. Y más cercano en el tiempo a la discusión que se estaba dando en nuestro 
país, se puede citar la Carta encíclica «Arcanum Divinae Sapientiae» del Papa León XIII 
sobre la familia, de fecha 10 de febrero de 1880, que en un apartado dedicado a los «males del 
divorcio» afirma: 
17. Realmente, apenas cabe expresar el cúmulo de males que el divorcio lleva consigo. 
Debido a él, las alianzas conyugales pierden su estabilidad, se debilita la benevolencia 
mutua, se ofrecen peligrosos incentivos a la infidelidad, se malogra la asistencia y la 
educación de los hijos, se da pie a la disolución de la sociedad doméstica, se siembran 
las semillas de la discordia en las familias, se empequeñece y se deprime la dignidad 
de las mujeres, que corren el peligro de verse abandonadas así que hayan satisfecho la 
sensualidad de los maridos. (…) fácilmente se verá cuán enemigo es de la prosperidad 
de las familias y de las naciones el divorcio, que nace de la depravación moral de los 
pueblos, y, conforme atestigua la experiencia, abre las puertas y lleva a las más 
relajadas costumbres de la vida privada y pública. 
En todo caso, en el Perú colonial y republicano, la Iglesia católica ha afirmado y 
defendido la misma doctrina de la indisolubilidad del matrimonio. 
 
2.4. POSICIÓN DE «EL PUEBLO» 
El diario «El Pueblo» se había fundado en 1905 y sigue publicándose en la actualidad, 
convirtiéndose en uno de los voceros más importantes del sur de nuestro país. Los fundadores 
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de este diario fueron los señores Alberto Ulloa, Manuel Arispe y Edilberto Zegarra Ballón, y 
apareció, según nos dice Guillemette Martin, «en momentos en que se sentía la necesidad de 
un diario modernizante de la prensa local y sin vínculos tendenciosos. Introdujo reformas en 
el contenido periodístico y el parte material».207 Continúa diciendo la historiadora: “Enarbola 
desde su fundación el compromiso de defender la VERDAD, la JUSTICIA y la LIBERTAD. 
Razones que […] ha procurado mantener a lo largo de su historia, como bandera ante la 
inevitable lucha con el poder, pero también como objetivo en el ejercicio del periodismo 
independiente».208 
En referencia al tema en discusión el periódico «El Pueblo» no tuvo un papel activo en el 
debate sobre el divorcio, ni asumió una actitud radical, como los ya referidos «El Deber» y 
«El Derecho». Como «El Pueblo» mismo pregonaba, su interés era blandir un «periodismo 
independiente». A pesar de lo señalado, sí encontramos un editorial de 1918 en el que quiso 
dejar expresado su opinión ante el proyecto de matrimonio civil y divorcio. Dicho artículo, lo 
reprodujo «El Deber» el día 11 de octubre de 1918, al día siguiente de su aparición. Dijo «El 
Pueblo» en su editorial:  
Pero no es nuestro propósito, como ya dijéramos, ocuparnos del fondo del asunto que 
ha sido en diversas ocasiones ampliamente debatido por grandes inteligencias, en el 
terreno de los principios. Queremos sólo, en cumplimiento de nuestro deber, 
manifestar que el proyecto ha merecido el rechazo de la mayoría de las personas y que 
la protesta del señor Arzobispo –que ha calificado a la ley que pretende sancionarse 
como anticonstitucional– es perfectamente fundada y apoyada por casi todo el país.209 
En lo que se enfocó fue en el carácter anticonstitucional del proyecto de ley que 
recientemente había sido aprobado por el Senado. La lógica del argumento que siguió «El 
Pueblo» descansaba en que el artículo 4° de la Constitución vigente en nuestro país señalaba 
que la nación peruana profesaba la religión católica y el estado la protegía. Estando 
garantizada esta protección por la norma suprema, «… no pueden darse leyes que se opongan 
a las doctrinas de la Iglesia Católica».210 Por este motivo, teniéndose la indisolubilidad del 
matrimonio como un dogma católico «… el estado peruano, que protege la religión católica, 
no puede legislar contra ese dogma, que la nación profesa; no puede estar en pugna con las 
creencias de los peruanos, reconocidas y apoyadas expresamente por la Carta Magna».211 
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Considerando lo anterior «El Pueblo» se planteó la siguiente pregunta: «¿Conviene al 
Perú establecer la lucha religiosa, dividir a la sociedad, crear conflictos de conciencia, por 
establecer una reforma, que ningún bien puede traerle y que nadie piensa que sea una 
necesidad nacional?».212 El diario respondió negativamente a esta pregunta, dejando así 
expresado su posición de rechazo frente al tema discutido, pero, repetimos, sin haber entrado 
propiamente en una discusión sobre la materia. 
 
2.5. ALCANCES DEL DEBATE 
Lo publicado por «El Deber» y «El Derecho» fue expresión del sincero interés que 
perseguía cada uno de los periódicos analizados en relación a un tema que afectaba 
directamente a la familia como tal y a la concepción que sobre ella se tenía. Las noticias y 
artículos aparecidos en ambos periódicos en torno al divorcio estuvieron en consonancia con 
lo ocurría también en otros países, en los que el divorcio absoluto o vincular había sido 
introducido, debido a que despertó siempre serias discusiones. El divorcio significaba un 
cambio profundo, radical, muy diferente a la figura de la separación de cuerpos, que ha sido 
siempre admitida casi unánimemente, como había ocurrido también en el Perú. El divorcio 
fue debatido en las dos cámaras parlamentarias existentes en ese periodo de tiempo, en el 
claustro universitario213 y en la prensa. Respecto a esta última, tanto «El Deber» como «El 
Derecho» se insertan en dos tipos de publicaciones que animaron la discusión sobre el 
divorcio en nuestra nación. Por un lado la prensa católica, que por esos años vivía un nuevo 
impulso; y por otro, un tipo de publicación más especializada, las revistas jurídicas que, 
nacidas de los Colegios de Abogados que se fueron conformando en las provincias del país, 
tuvieron su aparición precisamente en la primera mitad del siglo XX. 
2.5.1. Postura protestante frente al divorcio 
Desde fines del siglo XIX, el número de grupos que profesaban un credo distinto al 
católico fue en aumento, y aunque siempre se han mantenido como grupos minoritarios, 
reclamaban mayor participación en el desarrollo de los acontecimientos del país. Una manera 
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de conseguir que su voz fuese más escuchada fue por medio de la prensa escrita, creando sus 
propios órganos periodísticos para difundir sus doctrinas. En estos medios expresaron su 
opinión favorable a la norma sobre divorcio. El historiador Juan Fonseca Ariza ha recogido lo 
sostenido por estos sectores. Consideraban que la falta de una ley sobre divorcio «[…] no sólo 
impide casarse debidamente a cónyuges burlados y abandonados, sino que también muchas 
mujeres de clase obrera alegan ésta como la razón porque, aun cuando viven en el 
concubinato, se resisten a cumplir con la ley y casarse debidamente».214 Una distinción 
fundamental respecto a los católicos es que para los protestantes el matrimonio no reviste 
carácter sacramental, aunque, de todas formas, no dejan de concederle un carácter sagrado. 
Los protestantes consideraban el divorcio como un mal menor, y en ese sentido tuvieron una 
actitud favorable al proyecto de ley discutido en el Congreso: «El divorcio es un mal, pero la 
cohabitación ilegítima, y la tiranía del vínculo matrimonial indisoluble cuando la relación ha 
terminado, son males muchísimos mayores; el divorcio a veces se presta a abusos, pero 
también el matrimonio, y al haber el derecho de contraer nuevas nupcias el abuso del divorcio 
tiene remedio».215 
Este asunto discutido fue también ocasión para enfrentarse a la Iglesia católica, a la que 
criticó duramente su obstinación en la persistencia del vínculo matrimonial: «La iglesia tendrá 
derecho de imponer a los suyos, dentro de su propia esfera, la indisolubilidad del vínculo 
matrimonial, y los católicos verdaderos la aceptarán. Pero no tiene derecho de imponer su 
disciplina a todo el mundo»216. Por su parte, la propaganda católica hacía lo suyo denunciando 
a los protestantes como partidarios del divorcio y destructores del matrimonio, aliándolos con 
los liberales y masones.  
Sobre la masonería en el Perú, el padre Klaiber considera que ideológicamente «no 
representó otro pensamiento que el del liberalismo anticlerical» y que «hasta la aparición del 
Partido Aprista en 1930 las logias masónicas constituyeron los focos más beligerantes del 
anticlericalismo en el Perú».217 
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civilizadores, Protestantismo y modernización en el Perú (1915-1930), loc. cit., p. 316. 
215 «Editorial». El Cristiano, 84 (setiembre 1918), pp. 130-131. En: Fonseca Ariza, Juan, ob. cit., p. 317. 
216 Fonseca Ariza, Juan, ob. cit., p. 317. 
217 Klaiber, Jeffrey, S.J., La Iglesia en el Perú, Su historia social desde la independencia, loc. cit., p. 113. 
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2.5.2. El divorcio peruano en el contexto latinoamericano 
El estudio de los dos periódicos permite a su vez conocer lo que en esos años estaba 
sucediendo en otros países latinoamericanos. Las referencias encontradas en la prensa local en 
relación al divorcio en otros países, están dedicadas especialmente a Uruguay, debido a que 
éste fue el primer país sudamericano en dar una ley definitiva sobre divorcio en 1907, además 
de considerar a la mujer dentro de los interesados en requerirlo. Al respecto, tanto «El Deber» 
como «El Derecho» dieron a conocer la iniciativa uruguaya, pero evidentemente con el cariz 
que defendía cada medio.   
«El Deber» hizo eco de lo que ocurría en la nación uruguaya, publicando las voces 
discordantes a la ley sobre divorcio. Por ejemplo, recogió la postura del diputado uruguayo 
Carlos Roxlo y Miralles, quien, dirigiéndose a la Cámara de su país se pronunció en contra de 
la disolución del vínculo indisoluble del matrimonio. Para «El Deber» era importante recoger 
su intervención, que fue publicada el 22 de octubre de 1918, porque este político uruguayo 
destacaba por sus ideas republicanas y liberales, que él mismo se encargaba de pregonar, lo 
cual no le impedía rechazar el divorcio: «Pero si soy tan republicano como el más republicano 
y soy liberal como el más liberal, este doble amor mío a la república liberal, no puede 
inducirme a aceptar la disolución del vínculo indisoluble, que, como ya dije en la discusión 
general, creo que tiene en contra suya lo que opinan los anales de la humanidad y lo que 
requieren las costumbres de nuestro pueblo».218 Intentaba con esta noticia conseguir que las 
facciones liberales de nuestro país, sin dejar necesariamente su identificación ideológica, que 
por lo menos reconozcan las consecuencias negativas que traería el divorcio para el Perú. 
El diputado Roxlo hizo mención a lo ocurrido en Francia, país en el que mientras se 
discutía la aprobación del divorcio, se afirmó «… que el número de los adulterios 
disminuiría; pues resulta que el número de los adulterios no ha disminuido, sino que más bien 
ha aumentado, en Francia».219 Y dio cifras al respecto sacadas de un libro titulado «Le 
Mariage», de 1904, cuyo autor era Ernest Roguin. Hizo mención a otros dos supuestos que se 
plantearon al momento de argumentar a favor del divorcio que sin embargo la experiencia en 
Francia ha constatado que no ha sido así. El primer caso es que el divorcio ayudaría a resolver 
la situación familiar en la que luego de hacer esfuerzo en llevar vida conyugal, ya no era 
posible una vida de hogar; sin embargo, la experiencia estaba mostrando que el mayor 
número de divorcios se presentaba en los matrimonios que aún no contaban con dos años de 
                                                          




vínculo. Y el segundo supuesto, era que se planteaba que el divorcio haría menos estragos en 
las clases pobres. Lamentablemente resultaba que las personas más necesitadas eran las más 
afectadas en cuanto que la constitución familiar ayudaba a soportar las crisis de la vida, las 
distintas necesidades familiares que se presentaban. 
Sobre lo vivido en Uruguay, recordemos que por el lado de «El Derecho» se saludaba 
más bien la iniciativa uruguaya y que el propio Mostajo planteaba para el Perú la misma 
consideración del país extranjero de que debía proceder el divorcio a solo pedido de la mujer. 
«El Deber» también comunicó lo que estaba ocurriendo en Bolivia. La noticia que 
compartió llevó como título: «El matrimonio civil en los indígenas»220, en el que se informó 
que el nuevo gobierno instaurado en Bolivia, el 31 de agosto de 1920, había suprimido el 
matrimonio civil para los indígenas. La Junta de Gobierno instalada en el vecino país 
consideró «que la legislación civil debe estar en justa adecuación al estado social de un 
pueblo, a fin de que sus prescripciones no se encuentren fuera de la posibilidad de ser 
beneficiosas», y que en ese sentido, al imponerse el matrimonio civil a la raza indígena «ha 
dado lugar a su indigna explotación por parte de las autoridades inferiores, llegando a 
engendrar únicamente el desorden en la constitución de la familia indígena»221. En Bolivia se 
había establecido el matrimonio civil para toda la población en 1911. Y lo que la nueva norma 
hacía al suprimir el matrimonio civil para los indígenas, era que para estos debía regir el 
matrimonio canónico, cuyos efectos jurídicos serían iguales al civil, y que los párrocos serían 
quienes lleven el registro de los matrimonios.222 
Es particular el caso boliviano porque si bien por un lado aprobó el matrimonio civil para 
todos los ciudadanos en 1920, sin embargo, en relación al divorcio, Bolivia lo incorporó a su 
legislación en 1932, colocándose como el penúltimo país sudamericano en permitir el 
divorcio, siendo Chile el último de la región en hacerlo, al promulgar una ley de divorcio 






                                                          





III. PRINCIPALES IDEAS DISCUTIDAS SOBRE EL DIVORCIO 
Habiendo analizado la naturaleza y los objetivos de los periódicos «El Deber» y «El 
Derecho», deteniéndonos particularmente en la postura que tuvo cada uno en relación a la 
cuestión del divorcio, vamos a profundizar en los principales puntos en discusión, lo que 
permitirá ampliar la perspectiva sobre el divorcio y considerar otros temas conexos sobre los 
que se discutía también en el país. En ese sentido, podremos contemplar con mayor hondura 
lo que sostuvo cada periódico en lo referente a la idoneidad de la norma sobre matrimonio 
civil y divorcio vincular, al carácter constitucional de esta iniciativa legal, así como si el Perú 
de las primeras décadas del siglo XX estaba preparado como Estado y sociedad para 
introducir una modificación de gran impacto para la configuración familiar. La postura de la 
Iglesia Católica y sus relaciones con el Estado fueron otro punto que demanda particular 
atención. Una reflexión especial merecen la mujer y su rol en el país, cuyo reconocimiento 
social iba también en aumento, y de qué manera esta iniciativa legal podía significar un 
avance en el establecimiento de los derechos de la mujer, o por el contrario, considerar si esta 
norma podía dejarla en un estado de mayor indefensión de darse la ruptura del vínculo 
matrimonial. 
Será oportuno ver los alcances que tuvo esta exposición de ideas de los periódicos locales 
para articularlos en un debate mayor, a nivel regional y nacional, y comprender mejor los 
aportes y originalidad del debate arequipeño, así como también señalar los vacíos o ausencias 
que presentó la discusión por parte de la prensa escrita de Arequipa. Desde lo informado por 
los periódicos materia de análisis podemos también esbozar la situación de otros países en 
América Latina que estaban viviendo su propio proceso de cambio, siendo Uruguay el país 
sudamericano que propugnaba una secularización a pasos más avanzados en relación al resto 
de países de la región. 
 
3.1. IDEAS DEBATIDAS EN RELACIÓN AL DIVORCIO 
En octubre de 1918, «El Deber» le increpó al Colegio de Abogados de Arequipa su 
actitud en relación al divorcio. Tituló una noticia: «El Colegio de Abogados de Arequipa y el 
divorcio». En ella señaló lo siguiente: «Ha producido admiración que la junta directiva del 
Colegio de Abogados de Arequipa, se hubiera dirigido a la cámara de diputados, pidiendo se 
cometa un atentado contra los derechos de la sociedad religiosa, cuando debía velar más bien 
porque el derecho no fuera conculcado por ningún valor, sea cual quiera la sociedad que los 
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tenga».223 En diciembre del mismo año, le dedicó un editorial a la revista: «“El Derecho” 
órgano del Colegio de Abogados», y ahí se lamentaba: 
Quien nos diría que este periódico, que tiene por misión difundir la ciencia jurídica y 
por consiguiente defender los derechos en su más lata extensión, se había de convertir 
en un órgano de difusión de doctrinas opuestas a la religión del estado que es la 
católica; en arma de ataque contra los derechos ciudadanos del clero; en sustentáculo 
de doctrinas perniciosas contra la moral, como es la del matrimonio civil, y del 
divorcio absoluto. No hay número de «El Derecho» en el que no vea la luz pública esa 
clase de artículos, sin que hasta ahora haya habido ningún abogado del Colegio que 
contradiga esa campaña de disociación, como si todos los abogados pensaran de igual 
manera.224 
Expresó «El Deber» su preocupación por la actitud del Colegio de Abogados al impulsar 
este proyecto, entendiendo que al ser «El Derecho» una revista jurídica, debía velar por el 
derecho y la moral, y que por lo tanto, el apoyo al matrimonio civil y al divorcio atentaba 
contra los mismos. Denunciar estas actitudes perseguía el objetivo de advertir a los 
ciudadanos de las intenciones de quiénes estaban detrás de estos órganos. Señalaba esto 
«El Deber» para luego preguntarse sobre los motivos que llevaron al Colegio de Abogados a 
pretender alterar la legislación nacional, siendo que ésta tenía garantizado el respeto al 
matrimonio católico, y se respondía el mismo periódico acusando a la ideología liberal: «¿A 
título de liberales? Vaya con nuestros liberales rancios, que tienen la tradición del odio contra 
la Iglesia, fomentado por la masonería y el protestantismo. No son de los modernos que ya 
han dejado esas chicanerías, propias de corazones innobles».225 Le daba este calificativo de 
rancios a los liberales de la época, resaltado en itálicas por el mismo diario para llamar la 
atención sobre este adjetivo, ya que a su criterio los liberales de esa época persistían con una 
posición anticlerical más propia de décadas pasadas.  
«El Deber» colocaba en un mismo bando a los liberales, masones y protestantes: los tres 
grupos conformaban un solo cuerpo interesado en atacar la influencia católica en el Perú. Es 
interesante resaltar la representación de «El Deber» y «El Derecho» para la sociedad 
arequipeña, que remitía a una antigua oposición política entre conservadores y liberales, que 
en las primeras décadas del siglo XX vivió otro momento de agitación en la ciudad mistiana. 
En ese contexto de lucha ideológica fue que los periódicos defendieron sus posturas sobre el 
divorcio con total intransigencia. Es particularmente significativo que «El Deber» llevara ese 
nombre, es decir, el nombre del diario no era declaradamente confesional, si es que 
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consideramos otros periódicos como «La Voz del creyente» o «Arequipa Católica». Lleva a 
pensar en el mayor alcance en la población que quería lograr este periódico; así como que 
también este periódico asumió el deber de defender la doctrina católica y que en los lectores 
católicos pretendió suscitar la misma obligación moral de defensa de la fe cristiana. Por eso, 
su constante apelación a la conciencia del laico católico para que actúe en consecuencia a 
dicha conciencia. Sobre «El Derecho» no queda duda de su sentido de promoción del saber 
jurídico. Además las revistas jurídicas que fueron apareciendo por esos años llevaron el 
mismo nombre o alguno similar que remitía al derecho o a la ciencia jurídica. Sin embargo, es 
preciso apuntar que «El Derecho» de Arequipa lo que estaba promoviendo, en esos años, era 
la comprensión del derecho como ciencia, y por eso, quizá sea más exacto decir, que lo que 
impulsaba «El Derecho» era, ante todo, la ciencia jurídica.226 
Insistió «El Deber» en mencionar a «El Derecho» como el único medio arequipeño en 
mostrarse favorable al divorcio: «La pretendida ley de divorcio aprobada en la Cámara de 
Senadores y propuesta por el senador de este departamento Dr. M. Lino Urquieta, encontró en 
esta ciudad franca oposición y repulsa; la prensa local excepción hecha de «El Derecho» 
órgano del Colegio de Abogados, la execró en sus páginas y dio lugar a diversas refutaciones 
en artículos y conferencias».227 Por el mismo diario pudimos conocer la posición de «El 
Pueblo», el otro importante diario de Arequipa, que si bien evitó entrar en el debate, sí 
consideró oportuno indicar el rechazo de la sociedad y el que la norma contraviniera los 
principios de la religión garantizados por la Constitución.  
Por su parte, la revista «El Derecho» informó en abril de 1919 que se había publicado una 
memoria del año 1918 a cargo del decano cesante del Colegio de Abogados, el Dr. Emilio 
Gómez de la Torre, en la que defendió el proyecto de matrimonio civil y divorcio. Destacó 
«El Derecho» cómo es que esta memoria había sido reproducida por los diarios «El Pueblo» y 
«El Deber»:  
El Pueblo, acreditado diario local, ha publicado íntegramente la memoria del señor 
Decano cesante de nuestra institución doctor Emilio L. Gómez de la Torre. El Deber, 
diario conservador, ha reproducido los conceptuosos párrafos de esa memoria en los 
                                                          
226 Podríamos preguntarnos si el Colegio de Abogados eligió el nombre de «El Derecho» a manera de eco o 
contraparte del periódico «El Deber». Sin embargo, no hemos encontrado una referencia al respecto que pueda 
ayudar a dilucidar este punto, porque como bien señala el abogado Mario Rommel Arce Espinoza, al celebrarse 
los 90 años de fundación de la revista, «(…) Sin exposición de motivos, es decir, sin editorial ni nota especial de 
presentación, el primer número de la revista entra directamente en materia con el magnífico artículo del decano 
Gómez de la Torre…» En: La revista «El Derecho» cumple 90 años, «El Derecho», Colegio de Abogados de 
Arequipa, Año XC, N° 305, diciembre 2004, p. 271.  
227 El Deber, 1 de enero de 1919, p. 5. 
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que se defiende, con razones científicas, el proyecto de ley de matrimonio civil y 
divorcio absoluto y la exclusión del clero de las funciones electorales. Los 
comentarios con que adereza la reproducción no enervan la propaganda.228 
Que ambos periódicos hayan reproducido la memoria referida por «El Derecho» fue 
ocasión para que éste lo hiciera público, porque ponía de manifiesto que, aunque no 
compartiesen las mismas opiniones, por lo menos existía el reconocimiento implícito de la 
relevancia de la revista jurídica. La manera en que cada uno reprodujo la memoria a que hace 
alusión «El Derecho», nos habla también de la mayor imparcialidad de «El Pueblo», así como 
la ocasión que se presentó para «El Deber» de criticar la actuación del Colegio de Abogados.  
El debate sobre el divorcio entre ambos periódicos giró especialmente en torno a los 
siguientes temas: 
3.1.1. Anticonstitucionalidad de la ley 
Habiéndose aprobado el proyecto de ley en la Cámara de Senadores, «El Deber» esgrimió 
el argumento de la anticonstitucionalidad de la ley amparándose en el reconocimiento de la 
religión católica como la religión del Estado y en la mayoría católica de la nación: «… si la 
religión católica es la del Estado, según lo prescribe la Constitución, una legislación que se 
oponga a este principio fundamental, es violatoria de la organización sustancial».229 Insistirá 
con este argumento: «Efectivamente, es un verdadero contrasentido que reconociendo el 
Estado como religión oficial la religión católica, pretenda desconocer, sin embargo, los actos 
practicados por esa religión en orden al matrimonio».230 Para reafirmar luego: 
El proyecto es anticonstitucional porque las leyes se dan para las mayorías de la 
nación y no para minorías insignificantes; y en este caso, siendo la mayoría del Perú 
católica, los legisladores se desprenderían de las hermosas cualidades de la sagacidad 
y de la prudencia, faltarían a su deber de mirar por el bien común y general, harían 
flagrante renuncia de su carácter de representantes de una nación católica […].231 
Ante estas razones jurídicas, amparadas en la confesionalidad del Estado y revestidas 
también de cierta carga moralizante, Francisco Mostajo, haciendo uso de su reconocida 
retórica, pretendió quitarle peso a ese principio de la mayoría católica diciendo que «[…] 
aunque la mayoría del país sea católica, no todos los que constituyen esa mayoría, fuera de su 
acatamiento a los dogmas, tienen las mismas opiniones sobre materias que dejan incólumes a 
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aquellos».232 Afirmó que más que de una «mayoría» se trataba de una «masa neutra», 
«inerte», en la que están incluidos católicos que lo son solo nominalmente, y muchos que 
«…no alientan el criterio eclesiástico, sino el laico».233 Ya hemos visto la insistencia de 
Mostajo en afirmar el carácter exclusivamente contractual del matrimonio, por lo tanto, de 
naturaleza civil, y esto sería a su juicio un aspecto intrínseco del matrimonio; a diferencia del 
carácter sacramental con que se le tiene revestido, que es de índole religioso y, por ende, 
extrínseco al mismo. Recordemos que para la Iglesia el matrimonio era un contrato elevado a 
la categoría de sacramento, que era lo que defendía «El Deber». La inflexibilidad ideológica 
de los dos periódicos no les permitía considerar este aspecto común que hubiera permitido 
una reflexión más interesante en torno a la naturaleza de este contrato matrimonial, que para 
Mostajo era enteramente civil, y para «El Deber» de naturaleza sacramental.   
No obstante lo argüido por Francisco Mostajo, y en honestidad a sus conocimientos 
jurídicos, no podía negar que la norma vigente en nuestro país contemplaba el carácter 
sacramental del matrimonio y su consecuente indisolubilidad:  
En efecto, si el artículo 156 del Código Civil subsiste, no podría establecerse el 
divorcio para los matrimonios que se contrajese bajo de él, sin que la ley se 
contradijera a sí misma lamentablemente. La subsistencia de ese artículo significaría 
que nuestro Código Civil reconoce para esos matrimonios la condición de sacramento, 
y para ser lógico tiene que aceptar, como hoy acepta, todas las consecuencias que de 
esa condición se derivan: la principal de ellas es la indisolubilidad del vínculo.234  
Esto que en un primer momento Mostajo llegó a reconocer como un obstáculo para 
introducir el divorcio, no lo volverá a mencionar en las próximas publicaciones que realizó 
sobre esta discusión. Sin embargo, este punto de la inconstitucionalidad será la principal 
observación que se fundamente por parte del Ejecutivo, bajo la presidencia de Augusto B. 
Leguía, para frenar este proyecto de ley.235       
3.1.2. Oposición entre la religión católica y los postulados de la ciencia jurídica 
«El Deber» entendía que pretender implantar el divorcio vincular era atacar la sacralidad 
del matrimonio, lo que implicaba socavar el dogma cristiano. «El Deber» defendió 
aguerridamente que la ley divina no podía ser usurpada por la ley civil: «La ley sobre 
matrimonio civil, que autoriza el divorcio absoluto y que da injerencia a los jueces comunes 
                                                          
232 El Derecho, Año V, T. V, N° 39 Ago. 1918, aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, loc. cit., 
p. 65. 
233 Ibid. 
234 Ibidem, p. 66. 
235 Ver Las Observaciones del Ejecutivo a la Ley del Divorcio, en Herrera, Gonzalo, ob. cit., pp. 51-56. 
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para que intervengan en la disolución del vínculo es sencillamente una usurpación de la 
autoridad divina, que es la que se ejercita por la Iglesia, con materias matrimoniales».236 Y 
más adelante, en la misma noticia: «Es dogma de fe que el matrimonio es un contrato elevado 
a la dignidad de sacramento y que por lo mismo entre cristianos no se puede separar el 
contrato del Sacramento; de donde resulta que el poder civil no puede legislar sobre la materia 
misma del matrimonio».237 También en el editorial del día 3 de octubre de 1918 defendió: 
«Porque se trata ahora de poner a salvo el dogma católico, vulnerado en sus más esenciales 
principios; se trata de resguardar un derecho inalienable de la Iglesia: la indisolubilidad del 
vínculo matrimonial y la ejecución misma del matrimonio».238 
El rechazo al proyecto no era sólo porque contemplara propuestas consideradas 
anticonstitucionales, sino que también el rechazo se daba por ser opuestas a las enseñanzas de 
la doctrina católica. Este punto nos permite ahondar un poco más en qué es lo que se estaba 
poniendo en juego con estas propuestas de matrimonio civil y divorcio. Se debe tener presente 
que el Estado peruano estaba a muy poco de celebrar cien años de vida independiente. Al 
iniciar su etapa republicana, necesariamente se mantuvieron algunas instituciones heredadas 
del periodo colonial, como el Patronato Real que mencionáramos en el primer capítulo del 
presente trabajo. El Estado fue creando su propio cuerpo de leyes también de a pocos, y recién 
la primera codificación civil se promulgó en 1852, que estuvo vigente hasta 1936. 
Tradicionalmente la Iglesia en el Perú se ocupaba de asuntos que el Estado fue reclamando 
como dentro de sus propias competencias: el registro de nacimientos, defunción, matrimonio 
civil, etc. Este proceso estaba siendo impulsado por concepciones políticas liberales, cuyos 
presupuestos invocaban la necesidad de lograr la secularización institucional en orden al 
progreso modernizante, que contemplaba derogar progresivamente las prerrogativas 
eclesiásticas como era el fuero eclesiástico y los diezmos (1856), la secularización de los 
cementerios (1869), la tolerancia de culto (1915) y la legalización del divorcio absoluto 
(1930)239. Esto generó una «[…] tensión provocada por la irrupción de un nuevo sistema 
político que, al tiempo que exalta la libertad del individuo-ciudadano, reclama para sí 
progresivamente la exigencia de totalidad en el espacio público»240. Naturalmente todo este 
proceso era resistido por la Iglesia peruana, que le exigía plantearse nuevas formas de 
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relacionarse con el Estado, lo cual fue reflexionado y debatido por la Iglesia universal, la 
misma que, posteriormente a la realización del Concilio Vaticano II, fue entendiendo esas 
relaciones con los estados modernos, más en términos de cooperación que de confesionalidad. 
Frente a la constante defensa que hizo «El Deber» de la religión católica, Francisco 
Mostajo insistía en que el divorcio debía ser una victoria del derecho positivo; sin embargo, 
reconocía que era necesario luchar en la «palestra religiosa» por los intereses creados por la 
misma confesión católica. Lo que Mostajo defendía era el carácter esencialmente contractual 
del matrimonio, por lo tanto, que éste era de naturaleza civil y no religiosa. En su criterio, en 
la cultura peruana imperaba un prejuicio medieval que frenaba el avance de nuestro derecho. 
La calificación de medieval por Mostajo era en sentido peyorativo, con una visión reducida y 
limitada de lo que fue la Edad Media.241 
En su último artículo del año 1918 sobre el divorcio, Mostajo criticó de los defensores de 
la indisolubilidad «… que no aduzcan un argumento de razón i [sic.] que combatan el 
divorcio con citas de la Biblia, de los santos padres, de los concilios y de canonistas, 
olvidando que todas las ciencias sociales y filosóficas están ya tan remotamente lejos de la 
teología que ésta a la inteligencia desentelarañada [sic.] le deja la impresión de cosa 
prehistórica».242 Terminó su escrito confiado en que lograría la victoria debido a que «[…] 
jurídicamente la cuestión del divorcio no ha sido herida en lo menor por sus contradictores, 
que, en verdad, han mostrádose [sic.] ayunos de material científico, aunque sí ahítos de 
sagrados textos».243 Lo que exaltaba «El Derecho» era la ciencia jurídica por sí misma, que en 
el siguiente párrafo queda expresado con claridad  
Ábrase, pues, paso la reforma legal, materia de este improvisado artículo, y sea ella el 
primer avance del progreso jurídico en el seno de nuestra legislación civil que ya 
clama por una modelación que no sea ni del derecho romano, ni la del derecho 
canónico, ni la del Código de Napoleón, sino la de la ciencia jurídica moderna, aleada 
con las determinaciones de nuestro estado social, político y económico.244    
Mostajo propugnaba una ruptura con todo lo pasado, y lo que promovía era la no 
interferencia de lo que él consideraba factores ajenos a la ciencia jurídica, sea por su 
antigüedad como el caso del derecho romano, sea por influjo de la Iglesia católica en el caso 
                                                          
241 Para una mayor profundización en estas interpretaciones erróneas del periodo medieval puede verse el libro 
de Jacques Heers el libro La invención de la Edad Media, Ed. Crítica, Barcelona 1995, 295 pp.  
242 El Derecho, Año V, T. V, N° 43 Dic. 1918, aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, loc. cit. 
p. 72. 
243 Ibidem, p. 74. 




del derecho canónico, o sea por influjo de una potencia extranjera como en el caso del Código 
de Napoleón. La idea de Mostajo es que la ciencia jurídica moderna debe mirar únicamente la 
realidad concreta en la que se desenvuelve, lo que él llama “estado social, político y 
económico”; y, en ese sentido, podemos decir que el positivismo jurídico planteaba un 
enfoque del derecho, precisamente menos como derecho, y más como ciencia jurídica.   
3.1.3. Bien de la mayoría o bien de las minorías 
Mencionamos líneas arriba que «El Deber» atacó la norma considerándola 
anticonstitucional amparándose en la mayoría católica de la nación, y que, por tanto, no podía 
darse una ley que afectara la conciencia de esa mayoría. Reproducimos otros dos momentos 
en los que defendió la misma posición. El primero atacando la acción del senador Urquieta, 
elegido por un pueblo mayoritariamente católico como lo era el arequipeño: 
«Lo que se tiene que extrañar más es que el Dr. Urquieta está representando a 
Arequipa en la cámara y que según el Censo último los católicos son treinta y siete 
mil, por ochocientos no católicos; lo que quiere decir que el senador ha presentado un 
proyecto de ley que repugna a casi la totalidad de sus representados, y que no sólo les 
repugna sino que son opuestos a tales desórdenes».245 
Llama la atención, en primer lugar, cómo una persona del carácter liberal de Mariano 
Urquieta,246 que «El Deber» fustigaba con insistencia, pudo haber sido elegido como senador 
y diputado por Arequipa en 1912 y 1917, respectivamente, representando a una ciudad 
mayoritariamente católica como la arequipeña. Esto nos lleva a una reflexión sobre ciertas 
contradicciones ideológicas que ha vivido la ciudad del sur del país, en el sentido de que así 
como pudo tener amplia aceptación un diario como «El Deber», alcanzó también un 
importante reconocimiento la revista «El Derecho» debido especialmente, en esos años, al 
dinamismo impulsado por sus intelectuales liberales como ya hemos referido sobre Mostajo. 
Más que preguntarnos, ¿Cómo es que en una sociedad tan religiosa-conservadora hayan 
proliferado importantes líderes de pensamiento liberal radicalmente opuestos a las ideas 
conservadoras? Probablemente una consideración esté en ese mismo conservadurismo que 
generaba como reacción la aparición de ideas opuestas, que se presentaban como diferentes, 
novedosas, que portaban también la preocupación por sectores menos favorecidos de la 
sociedad. Ayuda a comprender este contraste, una breve semblanza hecha por Guillermo 
                                                          
245 El Deber, 9 de setiembre de 1918, p. 2. 
246 «Hemos tenido referencia de un periódico llamado “El Ariete”, que lo dirigió el que fue polemista, 
parlamentario y médico moqueguano, doctor Mariano Lino Urquieta, líder del radicalismo y del liberalismo de 
aquellos tiempos; es decir de los últimos años del siglo pasado y primeros del siglo actual en que vivimos». En: 
Gómez G., Rodolfo A., ob. cit., p. 291. 
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Zegarra Meneses quien escribía: «Entregado de lleno a la política, alcanzó a tener una gran 
popularidad, gozando, como ningún otro político, en la historia de Arequipa, del cariño del 
pueblo. Influyeron, a su favor, sus cualidades personales, sobre todo su brillante imaginación 
e impresionante oratoria (no hubo otro orador popular de mayor arrastre que él, desde el Deán 
Valdivia, según Mostajo); su probada honradez; su desapego al dinero y su filantropía (jamás 
se negó para ningún enfermo y si era indigente, le entregaba, con la receta, el dinero para su 
dieta); y su arrogante valor (más fundado, según el mismo Mostajo, en el pundonor que en el 
temperamento). Fue Senador y Diputado por Arequipa, en 1912 y 1917, respectivamente, 
actuando con gran entereza, pero sin mayor eficiencia, por su falta de conocimientos 
jurídicos».247  
Y en otro momento, aseguraba «El Deber» que las normas debían darse en la búsqueda 
del bien común: «Según nuestro modo de apreciar los hechos, con la ley de matrimonio civil 
no se va a prestar ningún servicio a la colectividad peruana, sino que se pretende servir los 
casos raros y excepcionales que se suelen presentar en toda sociedad, y las leyes se dan para 
el bien común, para promoverlo o garantizarlo; pero jamás para crear privilegios odiosos».248 
«El Deber» criticaba que con la norma en discusión se termine privilegiando a una minoría, 
siendo que las normas deben ser hechas en vistas al bien común. Sin embargo, el diario se 
limitaba a señalar eso pero no se ve una propuesta para atender a esa «minoría». Si en todo 
caso se reconoce que es una realidad, aunque sea pequeña, la legislación nacional debe 
también brindarle protección jurídica. 
«El Derecho» respondió que el principio de las mayorías rige para el «funcionamiento 
corporativo del Estado» y que en el terreno de la pura conciencia, que es lo que afectaría el 
divorcio, «…la minoría, cualquiera que sea su volumen, tiene derecho tan insojuzgable que el 
de la mayoría».249 Luego, Mostajo planteó una argumentación  afirmando que los 
legisladores, si bien son efectivamente elegidos por una circunscripción particular, sin 
embargo, deben saber atender a toda la nación, al «ambiente global» que no necesariamente 
se mueve en función de las mayorías. Reproducimos a continuación un párrafo donde puede 
apreciarse cómo va delineando su argumentación el director de «El Derecho»: 
Si un legislador no fuera su voz autónoma, sino disco fonográfico de la mayoría de su 
pueblo, entonces la legislación retardaría su devenir, puesto que bien claro muestra la 
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ciencia social la inercia de las mayorías. El fermento de progreso siempre lo pone una 
minoría que va lentamente aumentando su volumen hasta dar al traste con aquella 
inercia, para luego de triunfar convertirse a su vez en mayoría en la que surge otro 
globulillo inquieto. Corresponde, pues, al legislador, que se hace órgano de un orden 
de ideas, tener la perspicuidad acerca de si el ambiente nacional, globalmente 
considerado, es ya propicio a que aquellas se transubstancien en las instituciones 
positivas, sin que le importe el censo arroje una cifra de mayoría contra ese orden de 
ideas, pues esa misma perspicuidad lo hará darse cuenta de si esa mayoría es real o 
solo nominal, por estar incluida bajo su etiqueta gran masa neutra.250 
Este punto es delicado y relevante porque Mostajo procura precisar la función del 
legislador, en la línea de si éste debe atender a los intereses de la mayoría de la nación –que 
además lo ha elegido– o si es que más bien su principal tarea al legislar es anticipar 
transformaciones sociales que apunten a un progreso del país –lo que en ocasiones exigirá ir 
contra los intereses de la mayoría e incluso alterando el orden ya establecido–. Este segundo 
supuesto es por el que se inclina nuestro autor. Mostajo parte del siguiente presupuesto: la 
ciencia social ha mostrado la inercia de las mayorías. Consideramos una afirmación que 
requeriría mayor análisis, y que por lo menos en el texto citado no se da un mayor sustento o 
referencias que permitan llegar a dicha afirmación. Más allá de esto, es cierto que no siempre 
la mayoría tiene el criterio justo. El legislador debe buscar el bien común, y la legislación no 
debería afectar a ningún sector, sea éste un grupo grande o pequeño. Por último, merece la 
pena destacar en este planteamiento del líder liberal la insistencia en que el legislador debe 
estar en continua atención a las realidades sociales, a las nuevas situaciones que de hecho van 
apareciendo y que, de ser el caso, requerirán el amparo legal del Estado, pero, repetimos, 
cuidando de no afectar los derechos de ningún sector. 
3.1.4. El divorcio y el «estado moral» de la mujer 
«El Deber» expresó su preocupación por la situación «moral» de la mujer ante la 
situación de darse el divorcio, considerándola la gran afectada, junto con los hijos –en caso 
los hubiera– 
Aquellas naciones que lo han impuesto como obligatorio, saben perfectamente que a él 
se debe, en su mayor parte, la creciente oleada inmoralidad…; la inmensa masa de 
niños que han quedado en la triste condición de no saber con cuál de sus padres 
puedan vivir; ese otro número de mujeres que abandonadas por varones que han 
encontrado incómodo hacer vida conyugal las dejan en el desprestigio o en la 
deshonra.251 
                                                          
250 Ibidem, p. 66. 
251 El Deber, 2 de octubre de 1918, p. 2. 
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En un editorial afirmó: «Laicalizado el matrimonio sufrirá el honor de la mujer y la 
honestidad de las costumbres».252 Días después se preguntó:  
¿Y quién llevará la peor parte en la disolución matrimonial confirmada por la ley? 
Indudablemente que la mujer. El mismo hecho de haber pertenecido a otro hombre, y 
más todavía si ha habido descendencia, la pondrá en condiciones bastante difíciles 
para contraer segundas nupcias. Ni siquiera puede invocar en su favor la desgraciada 
circunstancia de la viudez que siempre despierta piedad y simpatía, puesto que vendrá 
a desempeñar el triste papel de mujer viuda de marido vivo.253 
Se estaba presentando una situación que requería mucha atención. Evidentemente, la 
situación iba más allá de lo práctico, pero no por eso dejaba de ser preocupante. La relación 
conyugal tenía roles asimilados a cada una de las partes que componían la sociedad conyugal. 
El hombre era quien trabajaba y asumía la manutención del hogar, y por su parte la mujer 
tenía previsto el cuidado de los hijos. Las mujeres de los primeros años del siglo XX 
comenzaron a tener una presencia más significativa en la vida universitaria, pero era un 
porcentaje considerablemente pequeño. En el Perú, las mujeres recién obtuvieron el derecho a 
voto para elecciones municipales en el año 1933, y para las elecciones presidenciales, en 
1955; además, podría considerarse este logro solo de manera parcial porque se mantenía la 
exclusión del sufragio a los iletrados, que en el caso de las mujeres, un alto porcentaje de ellas 
se encontraba en estado de analfabetismo. Fue en 1979 que se estableció la incorporación de 
los iletrados a la población electoral. Dadas las circunstancias que vivía la mujer en el Perú de 
la década de 1920, es que expresa su preocupación «El Deber» al considera a la mujer como 
la parte que quedaba en mayor desventaja al romperse el vínculo matrimonial. Por lo 
expuesto, se hacía necesario ampliar la reflexión a estos otros temas que «El Deber» no los 
consideraba como la falta de educación superior de las mujeres, su participación política, etc. 
El problema era más amplio que tan solo contemplar el «estatus moral» de la mujer.  
A todo esto, contestó «El Derecho» que el divorcio más que un amparo para el hombre, 
en realidad lo era para la mujer. Dijo Mostajo que ese argumento se presentaba de mala fe  
… por que quienes lo formulan saben muy bien que la ley no deja el divorcio a 
discreción del hombre: fija casos, apenas ocho de entre los trece que actualmente 
nuestro C. C., en su art. 192, establece para la separación de lecho i habitación, i, esos 
ocho casos que escoge, en tres (incs. 2° i 10°) el uso de la acción respectiva depende 
de la voluntad de la mujer; en uno (inc. 1°) depende de ella el provocar la causa; en 
tres (incs. 11, 12 i 13) depende el motivo que señalan de la fatalidad de las cosas; i en 
                                                          
252 El Deber, 4 de octubre de 1918, p. 2. 
253 El Deber, 15 de octubre de 1918, p. 2. 
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el restante (inc. 4°) el acto que lo constituye es propiamente consecuencia de alguno 
de los dos primeros.254  
Efectivamente había un interés expresado en el lado liberal arequipeño por lograr la 
equidad jurídica de la mujer. Cuando Mostajo defendía la norma, incluso fue más allá de lo 
propuesto, y propugnó que nuestra legislación, siguiendo el ejemplo de lo estipulado en 
Uruguay, debía considerar que se concediera el divorcio a solo pedido de la mujer, sin que 
mediara presentación de causa alguna. Definitivamente Mostajo presentaba una posición 
radical sobre la defensa de la mujer, de un carácter más reivindicativo, en un proceso que fue 
lento en el caso peruano. Y esto lo afirmamos porque en el planteamiento del líder liberal no 
estaba fundamentado cómo es que el divorcio podía ser beneficioso para la mujer o en qué 
casos podría ser así. A propósito de esto, el caso que con mayor contundencia podría alegarse 
sería cuando una mujer es víctima de violencia por parte de su esposo, y este caso exige 
plantearse cómo resolver este problema para defender a la mujer. Sin embargo, parece que el 
hecho de concederle en las causales de divorcio una mayor acción a la mujer significaba para 
Mostajo ya un progreso significativo, pero no se detiene a considerar mejor las justificaciones 
y las consecuencias de todo eso. 
3.1.5. Pertinencia del divorcio  
«El Deber» planteó la siguiente cuestión:  
¿Ha habido hasta el presente una necesidad urgente, universal, profundamente sentida 
de alterar el orden de cosas en cuanto al matrimonio, tal como ha sido preceptuado 
hasta ahora en el Perú? ¿Han surgido insalvables dificultades a consecuencia de esa 
intervención que hasta el día de hoy tienen en el contrato matrimonial cada una en su 
terreno, las dos potestades, la eclesiástica y la civil? No, no ha habido conflictos que 
merezcan la pena llamarse tales. La garantía y seguridad de la familia, la dignidad de 
la mujer y el porvenir de los hijos están tan perfectamente resguardados que no hay 
porque alterar en un solo punto el actual orden de cosas.255 
Defendía «El Deber» salvaguardar el orden de las cosas. Según el periódico, el 
matrimonio canónico representaba esta garantía y seguridad para las familias peruanas. Por 
eso, con un tono alarmante, advertía de las consecuencias negativas de esta norma diciendo 
que ésta no haría otra cosa que desatar una «lucha religiosa», que dividiría más la población 
peruana, con desastrosas consecuencias para toda la nación. 
                                                          
254 El Derecho, Año V, T. V, N° 43 Dic. 1918. aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, loc. cit, 
p. 72. 
255 El Deber, 3 de octubre de 1918, p. 2. 
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Sin embargo, para Mostajo era ya el tiempo adecuado para legislar en materia de divorcio 
absoluto «(…) por la sencilla razón de existir en el país, como en cualquier otro, los motivos 
generadores de la ruptura matrimonial, las situaciones de hecho que ésta produce i el cortejo 
de males que de ella se derivan».256 Además, existían ya numerosos matrimonios 
«irremediablemente deshechos», y que si éstos se mantenían unidos era por pura «fórmula 
social», y que los cónyuges persistían en la convivencia por la conciencia de que «… no 
podrán constituir lícitamente otro hogar por la perpetuidad del vínculo (…)».257 En 
consecuencia, si la realidad mostraba la existencia de estos hechos, «… el legislador no puede 
menos que adaptarle en el orden del derecho la forma legal, admitida por la conciencia de la 
humanidad, conciencia que al respecto en nada se aminora por que no le falten resquicios en 
que hayan supervivencias teológicas».258 
En relación a esta pertinencia de la norma, queremos anotar lo que en su momento señaló 
el diputado por Arequipa, Pedro José Rada y Gamio, quien defendió la indisolubilidad del 
matrimonio. En su exposición ante la Cámara de Diputados en la sesión del 27 de agosto de 
1920, indicó que la norma no era pertinente en cuanto que era impracticable. ¿Por qué? La 
razón que esgrimía era que, según lo establecido por la norma propuesta, iban a ser ahora los 
alcaldes quienes debían expedir los certificados de matrimonio. «¿Y no saben los señores 
diputados que los alcaldes no se encuentran en todos los centros poblados del Perú? ¿No hay 
lugares donde hay miles de trabajadores que carecen de alcalde?»259 Y ponía el ejemplo de la 
zona de Putumayo y otras regiones de la montaña, o la misma sierra donde no se puede tener 
alcalde a cada paso. Defendía el diputado que esta situación no ocurría con los párrocos, ya 
que «el servicio de los párrocos en la República está ampliamente establecido hasta donde las 
circunstancias lo permiten…».260 Al insertar este comentario, señalamos que la pertinencia de 
la norma debía tener siempre en cuenta la realidad social, o prever las diversas contingencias 
para que el Estado pueda verdaderamente tutelar los derechos de todas las personas. Al 
respecto, se ponía en evidencia  una tarea pendiente para Estado peruano: tener una presencia 
real en todos los puntos del territorio nacional. 
 
                                                          
256 El Derecho, Año V, T. V, N° 40 Sep. 1918. aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, loc. cit, 
p. 69. 
257 Ibidem, p. 70. 
258 Ibid. 
259 Sesión del 27 de Agosto de 1920, Cámara de Diputados del Perú, Discursos sobre el proyecto de ley de 
matrimonio civil obligatorio y de divorcio absoluto, pronunciados por el Dr. Don Pedro José Rada y Gamio, 




3.2. APORTES DEL DEBATE EN AREQUIPA 
Conocer el contenido de lo publicado por «El Deber» y «El Derecho» y analizar la 
postura que asumieron en relación al divorcio, ha arrojado luces para poder aproximarnos con 
mayores elementos a una sociedad como la arequipeña, en la que quizá lo más resaltante sea 
su profundo compromiso con el curso de los acontecimientos políticos de la historia del Perú.  
Las líneas de pensamiento defendidas por ambos periódicos en relación al divorcio aportan un 
valioso testimonio de los intereses políticos e ideológicos de la época, lo que permite 
aproximarnos a la mentalidad y comportamiento de los miembros de una ciudad del sur del 
Perú, perfilada como la segunda más importante del país. 
Conocer que el Colegio de Abogados de Arequipa fue el primer órgano en presentar ante 
el Congreso su apoyo total al proyecto de matrimonio civil y divorcio, que precisamente el 
proyecto que se estaba discutiendo fuese aquél propuesto por un senador que representaba a 
Arequipa; que el más importante defensor del vínculo matrimonial indisoluble fuese también 
de la ciudad del Misti; solo por mencionar algunos ejemplos a partir de lo estudiado, nos 
indican que no fueron hechos aislados ni personajes actuando inopinadamente, sino que los 
ciudadanos arequipeños han tenido firmes concepciones y el arraigado convencimiento de su 
rol protagónico en el devenir de la historia nacional. 
Leyendo los artículos de «El Deber» podemos contemplar la honda preocupación de este 
diario por la sociedad peruana, por preservar a las familias de cualquier tipo de modificación 
que pudiera alterar su composición; así como también puede palparse en los artículos de «El 
Derecho» un interés en que la sociedad progrese, avance a tono con las nuevas propuestas que 
en otras sociedades venían dándose en aras a construir una país más moderno. 
A la luz de lo analizado se revela como rasgo típico el carácter militante de los dos 
periódicos materia de investigación, que no es sino reflejo de la militancia de los grupos a los 
cuales representaban: la iglesia local y el grupo liberal. Señalamos esta actitud dinámica de 
ambos bandos porque podemos ver que ninguno de los dos cedió en la defensa de sus ideas, y 
que entre los años 1900 y 1930 las posiciones estuvieron particularmente polarizadas y fueron 
más intolerantes con la posición contraria. Por el bando católico conservador, es de mucha 
significancia lo publicado por «El Deber», ya que de sus noticias tomamos conocimiento que 
el divorcio encontró una fuerte oposición en la sociedad. Conocer estas noticias da un mejor 
panorama de la modernización que vive el Perú en esas primeras décadas del siglo XX, cómo 
era recibido este proceso por la población y cómo ciertas iniciativas siguieron un lento 
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proceso. Hemos señalado que el matrimonio civil y divorcio tuvieron desarrollo favorable en 
el claustro universitario, concretamente en la universidad San Marcos, y a su vez, los juristas 
reunidos en los colegios de abogados de las provincias del país se expresaron en el mismo 
sentido favorable a estas figuras legales; y en las cámaras de Senadores y Diputados obtuvo 
también la aprobación necesaria. Todo lo cual puede llevarnos a la creencia de que el país, o 
la mayoría del país, fue favorable a la introducción de estos cambios, y que el Perú estaba 
preparado para adecuarse a estas innovaciones.261 Sin embargo, las manifestaciones en contra 
evidencian que gran parte de la población no necesariamente se inclinaba en el mismo 
sentido. La férrea oposición estuvo liderada por la jerarquía eclesiástica quienes representaron 
esta oposición. En el caso arequipeño, el obispo y el clero tuvieron un brazo armado en «El 
Deber», y supieron valerse muy eficazmente de este medio para expresarse y a la vez 
concientizar a la población, y en más de una ocasión, fortalecer la creencia de los fieles.   
Esto nos lleva a otra reflexión sobre el proceso de secularización vivido en el Perú 
republicano, el cual tuvo momentos en nuestra historia particularmente álgidos, sin embargo, 
en muchos aspectos el proceso fue atenuado o moderado, como consecuencia, entre otros 
factores, de la resistencia de la sociedad en la que el ethos cristiano había arraigado 
fuertemente con sus instituciones y tradiciones, dentro de las cuales podemos también 
considerar el matrimonio, que en la mentalidad común de los peruanos se ha entendido como 
aquél celebrado ante el sacerdote católico.       
Por otro lado, el debate arequipeño nos permite conocer la realidad jurídica de la época. 
Podemos señalar que fueron años en los que coincidieron que los abogados que hacían parte 
del Colegio de Abogados de Arequipa compartieron una misma manera de pensar frente a los 
debates jurídicos. «El Deber» le increpó a la revista «El Derecho» precisamente que todos sus 
artículos promovieran doctrinas opuestas a la religión del estado y que no haya habido ningún 
abogado del Colegio que contradijera esa campaña. Los pensadores liberales tuvieron una 
actuación muy dinámica y encontraron en el Colegio de Abogados el espacio para producir 
sus ideas, revestidas de un fuerte positivismo jurídico que en la pluma de Mostajo encontró a 
su principal exponente. Este positivismo defendía por ejemplo la posición contractualista del 
                                                          
261 «En el primer año posterior a la dación de la ley de secularización del matrimonio, la revista El Derecho 
realizó una publicación al respecto en la que afirma lo siguiente: “En las ciudades cultas como Lima, Cuzco y 
Arequipa, el matrimonio civil ha entrado inmediatamente en las costumbres, sin la menor resistencia y es 
anotarse que ni la Iglesia, con muy buen recuerdo, ha puesto óbice para que la ceremonia laica preceda a la 
religiosa”». En Ramos Núñez, Carlos, Historia del Derecho Civil Peruano, Siglos XIX y XX, Tomo V Los signos 
del cambio, Volumen 2 Las Instituciones, loc. cit., p 244. 
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matrimonio. Hemos visto la radicalidad del pensamiento de Mostajo lo que lo llevaba a 
romper con todo lo pasado y con todo tipo de influencia que no fuese estrictamente jurídica. 
Es decir, su postura fue la de considerar el matrimonio como un contrato civil y nada más, no 
promovió tesis intermedias, como otros autores que proponían considerar al matrimonio como 
una institución civil pero revestida de un carácter especial por las implicancias sociales que 
revestía, o al menos reconocer que se trataba de un contrato especial, debido a su naturaleza 
ético-civil. La defensa de Mostajo era por la ciencia jurídica «pura», que para él implicaba 
estar libre de las influencias del derecho romano, del derecho canónico y del Código de 
Napoleón, y que la ciencia jurídica moderna por la que abogaba debía estar «aleada con las 
determinaciones de nuestro estado social, político y económico».262 
La historiadora Guillemette Martin, en su investigación sobre la prensa de Arequipa, 
hacía referencia a un artículo de 1929 en el cual un autor se lamentaba de la prensa local 
diciendo que «el periodismo entre nosotros, ya sea diario o de revista, tiene el enorme 
defecto de estar completamente huérfano de doctrinas. El diarismo es solamente informativo 
y la revista apenas si llega a darse cuenta del movimiento local, no importándole nada del 
progreso de la región en que se encuentra»263. Lo que hemos dado a conocer sobre las 
publicaciones de «El Deber» y «El Derecho» ayuda a matizar esa opinión como la misma 
historiadora observaba. Si bien es cierto que muchas ideas quedaban señaladas, pero sin 
suficiente profundización, podemos afirmar que los periódicos fueron significativamente más 
que solo informativos. 
 
3.3. TEMAS AUSENTES EN EL DEBATE AREQUIPEÑO 
«El Deber» fue un periódico que se publicaba todos los días, que contaba con solo cuatro 
páginas –salvo ediciones especiales en que podía extenderse más–. Tuvo, en consecuencia, las 
limitaciones de espacio para poder ahondar en un pensamiento más elaborado. En todo caso, 
dispuso del espacio fijado para expresar los puntos centrales de las ideas que defendía, y esto 
ordinariamente lo hacía en la columna editorial. Las ideas expresadas fueron muchas veces 
reiterativas, buscando ser contundente para que calaran hondo en la población. Además, 
debido a su carácter militante, de no transar con la opinión contraria, sino de defender a 
                                                          
262 El Derecho, Año V, T. V, N° 39 Ago. 1918, aparecido en Francisco Mostajo, Antología de su obra, loc. cit.,  
p. 68. 
263 Guía Social Profesional Comercial e Industrial de Arequipa y Mollendo, En: Martin, Guillemette, Cuarenta 
años de producción periodística en Arequipa (1890-1930), loc. cit., p. 103. 
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ultranza su propia doctrina, tuvo, a su vez, su correlato negativo en cuanto que no permitió 
una mayor reflexión sobre temas que estaban latentes y que ameritaban ser mejor trabajados. 
«El Derecho» fue materialmente muy distinto: De publicación mensual, de temáticas más 
jurídicas, y por eso dirigido a un público más especializado; sin embargo, sí tenía en común 
con «El Deber» la radicalidad de sus posturas, por lo que, resintió también de una mayor 
amplitud de miras para analizar toda la realidad, y no en caer en miradas reducidas según lo 
que ideológicamente consideraba. 
Que «El Derecho» planteara el matrimonio civil y divorcio como la reglamentación 
oficial para todos los peruanos, y que «El Deber» se opusiera a esto, parecería que solo podía 
llegar a una solución excluyente: ganaba una propuesta y la otra perdía. En razón a eso, como 
última parte del presente trabajo, consideramos valioso señalar por lo menos algunos temas 
vinculados a este debate que bien pudieron haber sido tomados en cuenta por los periódicos 
referidos. 
Al respecto, cabe resaltar que cuando se estaba discutiendo la norma de matrimonio civil 
y divorcio en la Cámara de Diputados, el representante por Arequipa, Pedro José Rada y 
Gamio dio un aporte que en nuestro criterio podía haber sido la opción más favorable en las 
circunstancias vividas durante esos años. Luego de exponer las razones por las cuales se 
oponía al proyecto de ley, propuso sin embargo que: 
En esta materia, señor, yo creo que lo más procedente sería declarar que la libertad de 
casarse, en los ciudadanos, puede ser dubitativa, en el sentido de que el que quiera 
casarse religiosamente, se case en tal forma, y que el que quiera casarse civilmente, se 
case en esa forma. Así respetaríamos la libertad que tiene cada cual de conformar los 
actos de su vida a sus creencias religiosas.264 
La posición presentada por Rada y Gamio defendía sobre todo el respeto a la libertad de 
los ciudadanos que el Estado debe garantizar. Insistimos en que con esa opción no se afectaba 
a quienes en conciencia deseaban el matrimonio religioso, y a la vez quedaba reconocido el 
matrimonio civil, no solo para los no católicos, sino para quienes no quisieran un matrimonio 
según las normas eclesiásticas. Así se salvaguardaba la función del Estado de velar por los 
intereses de todos los ciudadanos sin menoscabo de algunos sectores. Mencionaba el diputado 
por Arequipa lo que sucedía en Inglaterra y en Estados Unidos donde se casaban los 
                                                          
264 Sesión del 27 de Agosto de 1920, Cámara de Diputados del Perú, Discursos sobre el proyecto de ley de 
matrimonio civil obligatorio y de divorcio absoluto, pronunciados por el Dr. Don Pedro José Rada y Gamio, 
Diputado Nacional por Arequipa, loc. cit., pp. 27-28. 
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ciudadanos, conforme al rito civil o siguiendo el rito de su religión, y en seguida el Estado 
reconocía esos matrimonios y les otorgaba los efectos civiles. Luego sostuvo:  
Sería, pues, una forma de arreglar o de coordinar hasta donde sea posible las dos 
tendencias: sería resolver con un espíritu de libertad el problema: el que quiera casarse 
conforme a su fe, a su rito, se casa en esa forma y la ley lo ampara aceptando los 
efectos civiles; el que quiera casarse de conformidad, pura y exclusivamente, con la 
ley civil, se casa de conformidad con la ley civil y goza también de los efectos que las 
leyes civiles otorgan al matrimonio en la República.265 
Luego de señalar esta propuesta, la casi nula reflexión sobre los hijos es de las carencias 
más importantes del debate arequipeño presentado. En general se consideró poco en las 
referencias vistas, y solo quedaba señalado, por el lado de «El Deber», que indudablemente 
los hijos serían afectados por la ruptura matrimonial de los padres; mientras que «El Derecho» 
consideraba que se les perpetuaba el daño al no ser posible la ruptura del vínculo cuando la 
vida familiar era insostenible. En ese momento no se tuvo en cuenta otros aspectos que poco a 
poco se irán incorporando en la discusión, como por ejemplo, las dificultades económicas que 
planteaba el divorcio, y todas las consideraciones en torno al sostenimiento material de los 
hijos menores de edad. En todo caso, esta carencia nos revela un interés aún limitado por la 
definición jurídica de los derechos de los menores de edad a inicios del siglo XX en el Perú y 
en todo el mundo, realidad que precisamente se irá desarrollando hasta llegar a la Declaración 
de Ginebra del 26 de diciembre de 1924, que fue la primera declaración explícita de los 
derechos del niño. 
La situación de la mujer merece también un comentario adicional. Abrir la posibilidad del 
divorcio en nuestro país puso de relieve la desventaja social en la que se encontraban las 
mujeres, debido a que producido el divorcio, el hombre podía seguir sosteniéndose a sí mismo 
mediante su trabajo, a diferencia de la mujer que en un alto porcentaje no contaba con 
formación superior o un trabajo que le permitiera cubrir sus necesidades. Y un aspecto no 
menor que requería de mayor estudio fue el de la violencia hacia las mujeres, que arrojaría 
también luces para entender que a inicios del siglo XX busquen el divorcio como una opción 
para su situación. 
Como última referencia, recurrimos a la posición del pensador arequipeño Víctor Andrés 
Belaúnde. En un artículo de octubre de 1918 hacía un análisis del asunto debatido: 
Desde el punto de vista filosófico, la solución del asunto depende de los moldes sobre 
los que se quiera plasmar la vida. Si se elige el marco del deber dentro de la 
                                                          
265 Ibidem, p. 28. 
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concepción cristiana y kantiana, la indisolubilidad del vínculo representa la única 
garantía sólida de la familia, porque le da la grandeza de todo lo irrevocable. Si se 
elige para la vida el marco de la utilidad o de la comodidad sensorial, hay que aceptar 
lógicamente la disolución del vínculo por la simple voluntad de uno de los cónyuges. 
La primera solución conduce es verdad a casos dolorosos y trágicos; pero en 
compensación asegura en la inmensa mayoría, la subsistencia del vínculo y el 
mantenimiento de la atmósfera propicia a los fines del matrimonio que se refieren 
principalmente a la patria y a la especie. La segunda solución elimina los casos fatales 
e injustos; pero amengua la fuerza del vínculo familiar, el sentimiento del deber y el 
significado ético y trascendental que el matrimonio tiene.266 
Queremos destacar esta aproximación al problema por parte de Víctor A. Belaúnde 
porque plantea una reflexión más profunda sobre cómo se entiende la vida y en consecuencia 
cuáles serían las estructuras o moldes, como él llama, sobre los que debería desarrollarse 
aquélla. Ésta es, en nuestra opinión, el problema de fondo, es decir, la cuestión del divorcio 
planteaba el problema sobre la concepción misma de la familia y esto a su vez, llevaba a 
profundizar sobre la configuración de la sociedad, sobre la existencia misma, y el rol que el 
Estado debía asumir respecto a cómo regular estas realidades. Por eso, no es una cuestión que 
sólo debía quedar en manos de los juristas o políticos, sino también de sociólogos, de 
filósofos, y de la sociedad toda, por lo que Belaúnde afirmaba, en el mismo artículo, que el 
problema del divorcio «… no es posible que sea resulto sin contemplar todos los aspectos 
generales del asunto, sin discutirlos ampliamente y sin llevar el convencimiento de la reforma 
a la masa general del país».267 
Posteriormente, escribió un ensayo luego de que se hubiera ya aprobado el divorcio y el 
matrimonio civil, donde nuestro autor señaló otros aspectos que también merecían mayor 
reflexión en torno a estos asuntos.268 Mencionaba Belaúnde que el problema del divorcio tenía 
implicancias jurídicas, sociales, psicológicas, y lo que él denomina de filosofía política o 
filosofía de la cultura. Y desarrolló cada uno de estos aspectos que, aunque de manera breve, 
sí permiten una mirada más amplia de las distintas variables que se estaban poniendo en juego 
al aprobarse el divorcio. Decía, por ejemplo, en cuanto a las implicancias psicológicas, que 
(…) cuando el matrimonio tiene un carácter sagrado e incontestable como la muerte, 
se crea en los cónyuges la psicología de la adaptación; la efectiva convivencia, cuyos 
sacrificios cotidianos tienen un premio de mayor valor que la pasión inicial: la amistad 
profunda, la unión irrompible ante la sociedad y ante Dios, y la mutua conciencia de 
                                                          
266 Belaúnde, Víctor Andrés, Obras Completas, Tomo II, Meditaciones Peruanas, Primera Serie: El Proyecto 
Nacional, Edición de la Comisión Nacional del Centenario, Lima 1987, p. 336. 
267 Ibidem, pp. 336-337. 
268 Belaúnde, Víctor Andrés, Peruanidad, 5ta Edición, Fondo del Libro del Banco Industrial del Perú, Lima 
1983, pp. 416-420. 
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altos destinos cumplidos y por cumplir. Todos estos valores éticos, estéticos, 
culturales, desaparecen con la introducción del divorcio.269 
Belaúnde hacía hincapié en lo de la adaptación porque consideraba que el carácter 
indisoluble del matrimonio predisponía a la pareja a sobrellevar las contingencias propias de 
la convivencia. Consideremos además, que se había introducido el mutuo disenso como 
causal para invocar el divorcio. Es decir, el común acuerdo de las partes ponía ahora término 
a la unión matrimonial. Y con esto, siguiendo también a Belaúnde, pasaba ahora a entenderse 
el matrimonio como un contrato común, y se dejaba de lado la aproximación al matrimonio 
como una institución que suponía «un status que está por encima de la voluntad absoluta de 
las partes, porque tiene que atender al interés general de la sociedad y al interés concreto de la 
descendencia».270 
Finalmente, hemos comentado lo escrito por el intelectual peruano para que se tenga en 
cuenta que los aspectos defendidos tanto por el «El Deber» como por el «El Derecho» no 
fueron los únicos temas que pudieron considerarse en los primeros años del siglo XX, sino 
que un autor contemporáneo al debate sobre el divorcio planteó otras aproximaciones al 
















                                                          
269 Ibidem, p. 418. 




La transición del siglo XIX al XX trajo para nuestro país una serie de cambios que tuvo 
como horizonte hacer del Perú un país moderno. Esta modernización tuvo como su principal 
sustento filosófico las ideas positivistas que alcanzaron una importante difusión en el mundo 
académico universitario. El positivismo promovía el orden y el progreso lo que se tradujo en 
unas determinadas políticas con el fin de conducir el país por ese rumbo. La Iglesia Católica 
veía con precaución la transformación que la sociedad estaba atravesando y en algunos casos 
alzó su voz de protesta cuando se afectaba ámbitos que consideraba de especial cuidado como 
en el caso de la familia. La propuesta del divorcio en 1918 fue una de estas situaciones en las 
que la Iglesia advertía como una grave amenaza para la composición familiar, que descansaba 
en el carácter indisoluble de la unión matrimonial que el sacramento le otorgaba.   
Hemos podido ver que más allá del caso concreto, la discusión sobre el divorcio, como se 
dio también sobre el matrimonio civil para los no católicos o la tolerancia de cultos, fue 
llevada más allá y se enmarcó en un enfrentamiento mayor entre liberales y conservadores 
que ha signado nuestra historia independiente. Comúnmente asociado el pensamiento 
conservador con la defensa del orden establecido y el rechazo a lo nuevo, así como el sector 
liberal con el cambio, el progreso, y el rechazo a lo antiguo o tradicional, en relación al 
divorcio cada bando usó de los medios a su disposición para expresarse en uno u otro sentido. 
La ciudad de Arequipa se involucró directamente en el problema sobre el divorcio, 
teniendo una actuación protagónica, representada por dos periódicos emblemáticos: «El 
Deber» y el «El Derecho». Lo publicado en ambos periódicos nos revela la intensa actividad 
por parte de estas dos posiciones enfrentadas, lo cual demuestra que lo que se discutía en la 
prensa o en el ámbito universitario limeño, o en la Cámara de Senadores y Diputados 
localizado también en Lima, no fue exclusivo de la capital peruana, ya que tuvo en Arequipa 
otro escenario dinámico, que en la prensa local encontró una especial tribuna de difusión de 
ideas. 
Por el lado de «El Deber», estudiar el contenido de esta valiosa fuente periodística, y 
especialmente sobre el tema del divorcio, permite conocer la defensa férrea del catolicismo 
arequipeño frente a nuevas propuestas de cambio. Se deja ver por las líneas trazadas en este 
periódico que el ser católico no era considerado para este diario como un mero rasgo 
accidental, sino, que hacía parte de la propia identidad nacional y concretamente local. «El 
Deber» asumió la defensa del catolicismo en este debate porque consideró en todo momento 
100 
 
que la promoción del divorcio obedecía a intereses de los liberales por socavar el rol de la 
Iglesia Católica en nuestro país. Por eso, atacó frontalmente a los liberales, y a todos aquellos 
simpatizantes con sus ideas. El lenguaje utilizado estuvo cargado muchas veces de tinte 
moralista y hasta condenatorio, lo cual respondía también a una época en la que los sectores 
conservadores del país veían cómo el proceso de secularización iba avanzando cada vez más. 
Además, los lectores de «El Deber» eran principalmente los católicos, hacia ellos se 
dirigía explícitamente, alertando sobre las consecuencias que traería la aprobación del 
divorcio en el país. De esta forma «El Deber» fungió como educador de la conciencia y 
llamaba a la participación política de los católicos, como la principal manera de contrarrestar 
el avance de los liberales que estaban ganando terreno.    
«El Derecho», por su parte, congregó a los pensadores liberales más destacados de 
aquellos años, lo que le significó ganarse un prestigio más allá del ámbito local. De los 
artículos de Francisco Mostajo sobre el divorcio se ha podido conocer la importante 
influencia del positivismo jurídico en sus postulados. Hay un cambio profundo en la 
concepción misma del derecho que se expresa menos con este término y empieza a difundirse 
más como «ciencia jurídica», siendo Mostajo de los principales promotores. Al propugnar la 
instauración del divorcio, el obstáculo que encuentra este pensador liberal es la presencia del 
matrimonio sacramental. Para que la figura del divorcio sea incorporada sin contradecir la 
legislación vigente, era necesario previamente tener garantizado el reconocimiento del 
matrimonio en sentido civil, despojado de todo carácter sobrenatural, sagrado. En ese sentido, 
defendió que el matrimonio debía verse libre de toda influencia que consideraba externas al 
matrimonio mismo, como la influencia romana o canónica.     
Las actitudes representadas por ambos periódicos fueron cerradas e intolerantes con la 
posición contraria. Esto llevó a que no se tuviera en cuenta o no fuese tratado con suficiente 
seriedad, diversos problemas conexos al divorcio, como eran la situación de los hijos al 
producirse la ruptura matrimonial, así como de la mujer que en términos socio-económicos se 
presentaba en mayor desventaja frente al hombre, o la concepción misma del matrimonio que 
se debatía entre seguir siendo revestido de carácter sagrado o ser considerado un acuerdo 
entre dos partes, como un contrato civil.  
Además de estos puntos, quizá de orden más práctico que una ley más elaborada y 
discutida ampliamente, hubiera podido contemplar, había consideraciones más de fondo que 
el pensador arequipeño Víctor Andrés Belaúnde esbozaba en un artículo dedicado a esta 
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problemática, en el que contemplaba aspectos sociológicos, psicológicos y de filosofía 
política o cultura política. El asunto del divorcio tocaba en lo hondo de la realidad familiar y 
de la comprensión que se tenía sobre la misma, por lo que una modificación al respecto 
merecía no solo argumentaciones jurídicas o religiosas, que fueron las que predominaron en 
los periódicos analizados. 
El protagonismo arequipeño en la historia republicana del Perú se ha podido apreciar a la 
luz de los hechos mencionados, confluyendo en los inicios del siglo XX políticos, juristas, 
historiadores, periodistas, pensadores, todos ellos hondamente comprometidos con los 
problemas de la realidad nacional, actuando de manera individual o institucional. Lo del 
divorcio fue ocasión para que los distintos actores se expresaran apoyando o rechazando la 
iniciativa. Por este motivo, para comprender las evoluciones socio-políticas y las relaciones 
del Estado con la Iglesia Católica en nuestro país de esos años, tiene que mirarse 
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